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______________________________________________________________________________ 
<< menú 

CIVIL Y COMERCIAL  

 
 

SUMARIO: 
C 92.539, 17/06/2015, “De Ángel, Obdulio José contra Ángela Santina Actis Perino, viuda de 
Bruni S/ Petición de herencia”. 
Magistrados votantes: Kogan - Pettigiani - de Lázzari - Soria. 
Cosa juzgada - Derecho a la identidad. Cosa juzgada - Alcance. Filiación - Prueba genética. 
Filiación - Derecho a la identidad. 
La Suprema Corte de Justicia de la provincia de Buenos Aires resolvió que, frente a los avances 
de la ciencia que permiten realizar estudios de filiación inexistentes al tiempo de la sentencia que 
desconoció el vínculo filiatorio, cabe la posibilidad de un replanteo probatorio -pruebas biológicas 
de histocompatibilidad e inmunogenética-, transitando de la inmutabilidad absoluta y terminante 
de la cosa juzgada hacia la posibilidad de una mutación relativa. (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

FILIACIÓN - DERECHO A LA IDENTIDAD. FILIACIÓN - DERECHO A LA IDENTIDAD. COSA 
JUZGADA - DERECHO A LA IDENTIDAD.   
 
 1. Frente a los avances de la ciencia que permiten realizar estudios de filiación 
inexistentes al tiempo de la sentencia que desconoció el vínculo filiatorio, cabe la posibilidad de un 
replanteo probatorio -pruebas biológicas de histocompatibilidad e inmunogenética-, transitando de 
la inmutabilidad absoluta y terminante de la cosa juzgada hacia la posibilidad de una mutación 
relativa.(doctora Kogan, sin disidencia) 
 
 

FILIACIÓN - DERECHO A LA IDENTIDAD. FILIACIÓN - PRUEBA GENÉTICA.    
 
 2. El principio de verdad biológica es receptado expresamente en el derecho argentino 
luego de la sanción de la ley 23.264, en los arts. 244, 252 y 253 del Código Civil, que nace como 
derecho implícito consagrado en el artículo 33 de la Const. Nac y el derecho a la identidad ha 
adquirido rango constitucional y ha sido reconocido explícitamente en diversos instrumentos 
internacionales que -tras la reforma constitucional- gozan de jerarquía constitucional (art. 75 inc. 
22; art. 19 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; art. 2 inc. 2 de la 
Convención Internacional sobre eliminación de todas las formas de discriminación, arts. 7 y , 8 de 
la Convención sobre los Derechos del Niño).(doctora Kogan, sin disidencia) 
 
 

FILIACIÓN - DERECHO A LA IDENTIDAD.     
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 3. El derecho a la identidad biológica de una persona se encuentra en la base de la 
personalidad misma del individuo.(doctora Kogan, sin disidencia) 
 
 

COSA JUZGADA - EFECTOS. COSA JUZGADA - DERECHO A LA IDENTIDAD.    
 
 4. Dado el alcance y certidumbre de las pruebas biológicas que permiten esclarecer la 
verdad acerca del vínculo biológico y la trascendencia de contar con esta clase de elementos 
probatorios para la determinación filiatoria a fin de poder ejercer los derechos a la verdad e 
identidad biológica, es posible rever y flexibilizar la eficacia de la cosa juzgada del fallo afectado 
por las nuevas circunstancias del avance de la ciencia médica.(doctora Kogan, sin disidencia) 
 
 

COSA JUZGADA - EFECTOS. COSA JUZGADA - DERECHO A LA IDENTIDAD.    
 
 5. La pugna entre la "seguridad jurídica" y el "derecho a la identidad biológica" es 
aparente, porque la inmutabilidad de la cosa juzgada sólo pudo ser cuestionada porque se 
configuraron circunstancias precisas y excepcionales, y porque la sobreviniente posibilidad de 
acceder a la verdad material en un juicio ya tramitado por indagación del vínculo filiatorio nos está 
conectando en forma directa con el objeto único y central de la litis. Sostener la imposibilidad de 
rever el fallo en estas circunstancias sólo en pro de la  "seguridad jurídica" sería una solución 
además de contrapuesta al orden jurídico integral, absolutamente disvaliosa desde la 
equidad.(doctora Kogan, sin disidencia) 
 
 

FILIACIÓN - INTERÉS TUTELADO.     
 
 6. El estado nacional, y en el mismo sentido los estado provinciales, han asumido el 
deber social de garantizar el emplazamiento filiatorio de los habitantes de esta Nación.(del voto 
del doctor Pettigiani) 
 
 

COSA JUZGADA - ALCANCE. COSA JUZGADA - DERECHO A LA IDENTIDAD.    
 
 7. Bajo las circunstancias que presenta el caso, el principio de inmutabilidad de la 
cosa juzgada, que luce idóneo y adecuado a los fines del resguardo del principio de seguridad 
jurídica y del derecho de propiedad emanado de las sentencias firmes no puede mantenerse, 
pues se muestra notoriamente desproporcionado cuando pretende imponer una restricción 
definitiva a la indagación de la identidad de origen del accionante, sobre la base de la 
preexistencia de un similar y firme proceso filiatorio llevado a cabo hace treinta años y 
desestimado sobre la base de la ausencia de la debida prueba del vinculo biológico, ante la 
imposibilidad en aquél tiempo de definir tal trascendental cuestión a través del decisivo respaldo 
que hoy aporta la prueba genética.(del voto del doctor Pettigiani) 
 
 

DERECHO A LA IDENTIDAD - CONFIGURACIÓN.     
 
 8. Si bien la identidad del individuo posee diversas dimensiones (estática, dinámica y 
cultural), cierto es que el origen es un punto de partida, principio, raíz y causa de una persona. Y 
si bien es inexacto predicar que la identidad de origen desplaza en importancia a la identidad que 
confiere el curso de la vida, en la faz dinámica que revela su configuración dual, reconocemos que 
no se trata de manifestaciones excluyentes, sino por el contrato, complementarias. La identidad 
genética conforma, junto con la que forja el devenir histórico de un individuo, un bloque fundante 
macizo, de configuración y consolidación progresiva.(del voto del doctor Pettigiani) 
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DERECHO A LA IDENTIDAD - CONFIGURACIÓN. FILIACIÓN - DERECHO A LA IDENTIDAD.    
 
 9. Toda persona posee el derecho de conocer la verdad sobre su origen y quiénes en 
realidad son sus progenitores. El derecho a la verdad guarda especial relevancia en el proceso 
filiatorio. Cierto es que en materia de filiación no existe una única verdad, sino que hay muchas: la 
afectiva (verdadero padre es el que ama), la biológica (los lazos de sangre), la sociología (que 
genera la posesión de estado). La de la voluntad individual (del que quiere ser padre o madre) la 
del tiempo (que vivifica y refuerza el vínculo con cada nuevo día) y que al lado de la realidad 
biológica existe otra verdad, sociológica, cultural social, afectiva, que también hace a la identidad 
de la persona humana, mas todas ellas reciben suficiente tutela por el ordenamiento jurídico en el 
art. 33 de la Constitución nacional, así como en numerosos instrumentos internacionales con 
jerarquía constitucional (arts. 75inc 22 y 23 Constitución Nacional; 7 y 8 de la Convención sobre 
los Derechos del Niño; XVII de la declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; 
6 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; 3 y 19 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos - Pacto de San José de Costa Rica; 16 y 24 del Pacto Internacional por 
los Derechos Civiles y Políticos; 10.3 del Pacto Internacional por los Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales ), también en nuestra Constitución provincial (art. 12.2 Constitución 
provincial), y en las leyes de fondo, que reglamentan su ejercicio (arts. 253, 255 y concs. Código 
Civil; 1,2,3,5,11 y concs., ley 26061; 1, 4 y concs., ley 23511; etc).(del voto del doctor Pettigiani) 
 
 

FILIACIÓN - DEBERES Y FACULTADES DEL JUEZ. ACCIÓN DE ESTADO DE FAMILIA - 
DEBERES Y FACULTADES DEL JUEZ.    
 
 10. La responsabilidad social de garantizar al individuo el derecho a conocer su origen 
moldea sus aspiraciones de justicia, la que ya no se satisface ni a la cual le basta con llegar a una 
verdad jurídica de acuerdo con las pruebas aportadas por los litigantes, sino que va más allá al 
buscar la verdad objetiva: la existencia o no de nexo filial. Por ellos, aún con mayor énfasis que en 
los otros procesos relativos al derecho de familia, en el juicio de filiación el juez no es un mero 
árbitro que decide de acuerdo a las pruebas que se le presentan. Ha sido investido por parte de la 
sociedad, con poderes más amplios para alcanzar la verdad. Sus vías de investigación superan 
las probanzas que puedan presentar las partes (art. 253, Cód. Civil).(del voto del doctor Pettigiani) 
 
 

FILIACIÓN - PRUEBA GENÉTICA. FILIACIÓN - DEBERES Y FACULTADES DEL JUEZ.    
 
 11. El juicio de filiación resulta hoy netamente de corte pericial. Tal vez el ámbito de 
actuación del magistrado, ante esta realidad científica, deba reducirse a constatar o asegurar la 
legalidad del procedimiento e idoneidad de los partícipes en la referida experticia.(del voto del 
doctor Pettigiani) 
 
 

COSA JUZGADA - ALCANCE. COSA JUZGADA - EFECTOS.    
 
 12. La inmutabilidad de las decisiones judiciales firmes no constituye un principio 
absoluto. La razón práctica que justifica la calidad de cosa juzgada en las sentencias definitivas 
firmes, a veces debe sacrificarse por imperio propio de la Constitución, para evitar el desorden y 
el mayor daño que se derivaría del mantenimiento de una sentencia sabida e intolerablemente 
injusta.(del voto del doctor Pettigiani) 
 
 

COSA JUZGADA - EFECTOS.     
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 13. Aún cuando no pueda brindarse un catálogo cerrado, la pérdida del carácter 
inmutable de la cosa juzgada procede en supuestos excepcionales en los que por circunstancias 
externas, generalmente sobrevinientes y ajenas a la voluntad de las partes en orden a su 
acaecimiento, se demuestra el error o la inexactitud de una situación notoriamente injusta, como 
sucede frente a la aparición de probanzas desconocidos al momento del dictado de la sentencia. 
Se trata de acontecimientos que limitan la inmutabilidad de las sentencias desde la perspectiva 
del ámbito temporal.(del voto del doctor Pettigiani) 
 
 

COSA JUZGADA - DERECHO A LA IDENTIDAD. FILIACIÓN - PRUEBA GENÉTICA.    
 
 14. Los plenos efectos jurídicos que derivarían de toda sentencia definitiva en un 
proceso de filiación en el que no se ha llevado a cabo la prueba biológica, incluyendo la calidad de 
cosa juzgada de los resuelto, deben entenderse supeditados o condicionados al posible ejercicio 
de la realización de la mentada medida de prueba, incluso compulsivamente, como herramienta 
que le permita materializar la búsqueda de su verdadera identidad de origen, aventándose así las 
graves y disvaliosas consecuencias que sobre el estado filiatorio de las personas podrían 
derivarse de la carencia de posibilidades del juzgador para arribar al conocimiento de la verdad 
por insuficiencias técnicas o dificultades insuperables luego allanadas  (arts. 1, 11, 15, 56 y 
ccdtes. Const. Provincial).(del voto del doctor Pettigiani) 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
C 93.177, 01/07/2015, “Viarengo, Oscar Alejandro contra Ruiz Díaz, Miguel Ángel. Daños y 
perjuicios”. 
Magistrados votantes: Soria - Negri - Pettigiani - Kogan- Hitters - de Lázzari - Domínguez. 
Sentencia penal - Incidencia en sede civil. Daños y perjuicios - Legítima defensa. 
Consolidación de deudas - Aplicación. Discapacidad - Protección. 
La Suprema Corte de Justicia de la provincia de Buenos Aires resolvió que la absolución penal 
fundada en la causal de justificación prevista por el art. 34 inc. 6 del Código Penal (legítima 
defensa), que equivale a negar la existencia de antijuridicidad, hace cosa juzgada en sede civil 
(arts. 1102 y 1103 del Cód. Civ.), además de eximir el caso de la aplicación de las normas de 
consolidación provincial en razón de las circunstancias excepcionales del titular de la 
indemnización. (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

SENTENCIA - CONGRUENCIA.     
 
 1. El principio de congruencia, establecido por el art. 163 inc. 6º y reiterado por el art. 
272 del C.P.C.C, significa que, como regla general, debe existir correspondencia perfecta entre la 
acción promovida y la sentencia que se dicta, lo que se desarrolla en una doble dirección: el juez 
debe pronunciarse sobre todo lo que se pide, o sea sobre todas las demandas sometidas a su 
examen y sólo sobre éstas y debe dictar el fallo basándose en todos los elementos de hecho 
aportados en apoyo de las pretensiones hechas valer por las partes en sus presentaciones y sólo 
basándose en tales elementos.(doctor Soria, sin disidencia) 
 
 

IURA NOVIT CURIA - ALCANCE.     
 
 2. De acuerdo al principio iura curia novit, los jueces deben resolver los conflictos 
sobre la base de las normas legales vigentes, con prescindencia de las que hubieran invocado las 
partes en sus escritos postulatorios, ya que la determinación del régimen normativo pertinente 
para su solución es facultad del órgano judicial. Mas ello es así en tanto no se modifiquen los 
supuestos fácticos del caso ni la causa petendi.(doctor Soria, sin disidencia) 
 

http://juba.scba.gov.ar/VerTextoCompleto.aspx?idFallo=126311
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IURA NOVIT CURIA - ALCANCE. RIL - IURA NOVIT CURIA.    
 
 3. Excede el marco del principio iura novit curia que hace a la  subsunción legal de los 
hechos, la pretensión de aplicar al caso la Ley de Riesgos de Trabajo propuesta recién al 
interponer el recurso extraordinario contra la sentencia adversa que confirmara el encuadre dado 
por la instancia de origen bajo la órbita de la responsabilidad civil objetiva consagrada por el 
artículo 1113 del Código Civil, en tanto ambas normativas difieren sustancialmente y sus 
presupuestos de procedencia debieron debatirse en la instancia de origen.(doctor Soria, sin 
disidencia) 
 
 

RIL - CUESTIÓN NO PLANTEADA.     
 
 4. Es inadmisible el intento de modificar tardíamente el objeto de la controversia, so 
pena de conculcar las garantías constitucionales de defensa y de debido proceso adjetivo (arts. 
18, Const. nac. y 15 de su par provincial).(doctor Soria, sin disidencia) 
 
 

SENTENCIA PENAL - INCIDENCIA EN SEDE CIVIL. DAÑOS Y PERJUICIOS - LEGÍTIMA 
DEFENSA.    
 
 5. La absolución penal fundada en la causal de justificación prevista por el art. 34 inc. 
6 del Código Penal, que equivale a negar la existencia de antijuridicidad, hace cosa juzgada en 
sede civil e impide que se impute a quien repelió la agresión, un delito o cuasidelito civil a los 
efectos de la reparación patrimonial del daño, ello como consecuencia del principio consagrado en 
nuestro derecho según el cual la jurisdicción civil se halla subordinada a la penal en todo lo 
concerniente al "hecho principal que constituye el delito" (arts. 1102 y 1103 del Cód. Civ.).(doctor 
Soria, mayoría) 
 
 

SENTENCIA PENAL - INCIDENCIA EN SEDE CIVIL.     
 
 6. Si en el fuero penal se absolvió al imputado por entender que aquél obró apoyado 
en un error "invencible", en rigor tal absolución obedeció a la falta del elemento subjetivo de la 
culpa en sentido lato (culpabilidad), circunstancia que no impide examinar su responsabilidad civil 
(art. 1103, Cód. Civ.).(doctor Soria, mayoría) 
 
 

CONSOLIDACIÓN DE DEUDAS - CONSTITUCIONALIDAD.     
 
 7. Subsiste la incompatibilidad constitucional de la ley 12836 ante la falta de adhesión 
expresa de la Provincia de Buenos Aires a la ley nacional 25.725  art. 58- (norma esta última que 
prorrogó al 31 de diciembre de 2001 la fecha de corte de las obligaciones a consolidar establecida 
originariamente en el 1º de enero de 2000 por la ley 25.344).(doctor Negri, minoría) 
 
 

RIL - CUESTIÓN PRECLUSA.     
 
 8. Las cuestiones debatidas que arriban firmes a la instancia extraordinaria, quedan 
excluidas de los poderes revisores de esta Suprema Corte y conducen al rechazo del recurso 
extraordinario.(del voto del doctor Negri) 
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CONSOLIDACIÓN DE DEUDAS - APLICACIÓN.     
 
 9. Ante ciertas circunstancias especiales, que configuran una excepcional situación 
desventajosa del titular de la indemnización (sea por su avanzada edad, su estado de salud, su 
alto grado de discapacidad), esta Suprema Corte ha resuelto dejar de lado el régimen general de 
consolidación, en el entendimiento que su aplicación conllevaría una grave afectación de aquellos 
derechos cuyo reconocimiento se halla específicamente garantizado por la Constitución nacional y 
por su par provincial, como así también por los tratados que integran el bloque federal (arg. art. 75 
inc. 23, Const. nac.; arts. 11, 36 y ccdtes., Const. prov.; Preámbulo y arts. 1, 25, 26, 28 y ccdtes. 
Convención sobre los derechos de personas con discapacidad y protocolo facultativo, aprobados 
mediante resolución de la Asamblea General de Naciones Unidas A/RES/ 61 / 106, el día 13 de 
diciembre de 2006, ratificados por ley 26.378).(del voto del doctor Pettigiani) 
 
 

DISCAPACIDAD - PROTECCIÓN. CONSOLIDACIÓN DE DEUDAS - APLICACIÓN.    
 
 10. La regla (constitucionalidad y aplicación imperativa de las leyes de consolidación 
de deudas) y sus excepciones (inaplicabilidad del mentado mecanismo de pago a los casos 
concretos en los que se verifican situaciones de indudable vulnerabilidad del titular del crédito), 
fuera de los supuestos de expropiación, su inaplicabilidad ha quedado confinada a hipótesis 
singulares (avanzada edad del acreedor, grave enfermedad o incapacidad, etc.), en tanto sólo 
ante esos supuestos particulares se ha exceptuado el régimen de consolidación de pasivos, con 
el objeto de prevenir un gravamen muy severo al titular del crédito, en el entendimiento que diferir 
el pago provocaría un daño irreparable. Ello en reconocimiento de la validez de los tratados y 
acuerdos incorporados por la reforma de la Constitución nacional del año 1994, en el inc. 22 del 
art. 75, especialmente en la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, 
ahora con rango constitucional a partir de su incorporación mediante la ley 27.044; el art. 12 inc. 
"c" del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; inc. 1, arts. 4 y 5 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos Pacto de San José de Costa Rica; inc. 1, del 
art. 6 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; como así también el art. 11 de la 
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y el art. 25 de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos.(del voto del doctor de Lázzari) 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
C 106.637, 01/07/2015, “Espósito Antonio. Sucesión ab-intestato”. 
Magistrados votantes: Hitters - de Lázzari - Negri - Soria. 
Concurso preventivo y quiebra - Fuero de atracción. Sucesión - Fuero de atracción. 
Sucesión - Cargas de la sucesión. Sucesión -Partición. 
La Suprema Corte de Justicia de la provincia de Buenos Aires resolvió, en tanto los emolumentos 
profesionales constituyen una "carga de la sucesión" (arts. 3474 y 3475, Cód. Civil), la aprobación 
de la partición se encuentra condicionada a la separación de bienes suficientes para su 
cancelación, y de ello deriva la existencia o no del fuero de atracción del proceso concursal por 
sobre el sucesorio. (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

REN - CUESTIÓN DESPLAZADA.     
 
 1. La omisión de cuestiones a la que se refiere el art. 168 (156 n.a.) de la Constitución 
de la Provincia ocurre cuando el juzgador ha excluido el tema por descuido, pero no cuando la 
materia aparece desplazada por el razonamiento expuesto en la sentencia siendo ajeno al ámbito 
del recurso tanto el acierto con que se haya analizado el asunto como la forma o brevedad con 
que fuera encarado.(doctor Hitters, sin disidencia) 
 
 

http://juba.scba.gov.ar/VerTextoCompleto.aspx?idFallo=126199
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REN - ARGUMENTOS DE LAS PARTES.     
 
 2. No constituyen cuestión esencial en los términos del art. 168 (156 n.a.) de la 
Constitución de la Provincia los argumentos de derecho desarrollados por las partes en apoyo a 
sus pretensiones, por lo que su eventual falta de tratamiento no genera omisión que se sancione 
con la nulidad del fallo.(doctor Hitters, sin disidencia) 
 
 

SUCESIÓN - PARTICIÓN.     
 
 3. El art.3474 del Código Civil es categórico al exigir que la partición contemple los 
bienes suficientes para el pago de las deudas y cargas de la sucesión, carácter que de manera 
incontrastable poseen los honorarios del letrado encargado de proponer la partición.(doctor 
Hitters, sin disidencia) 
 
 

REN - CUESTIÓN ESENCIAL.     
 
 4. Revisten el carácter de cuestiones esenciales a los fines del recurso extraordinario 
de nulidad, los puntos o capítulos que hacen a la estructura de la litis y tienen influencia directa en 
la solución del pleito, pues hacen a la procedencia y alcance de la pretensión deducida ( art. 296, 
C.P.C.C.).(doctor Hitters, sin disidencia) 
 
 

SUCESIÓN - FUERO DE ATRACCIÓN. CONCURSO PREVENTIVO Y QUIEBRA - FUERO DE 
ATRACCIÓN.    
 
 5. 4. A fin de establecer la existencia o no del fuero de atracción del proceso concursal 
por sobre el sucesorio, resulta dirimente determinar los efectos de la partición y las derivaciones 
que dicho acto produce en la cesación del estado de indivisión forzada que hasta ese momento 
caracteriza al patrimonio relicto (arts. 3416 y ccs., C.C.). Cabe considerar que dicho acto pone fin 
a la comunidad hereditaria, correspondiendo la distribución entre los herederos. Tal comunidad, 
como la propia ley señala, es pues "accidental", "pasajera", siendo la partición el acto por medio 
del cual se pone término al estado de indivisión hereditaria (concebido desde el mismo momento 
en que concurrieron dos o más sucesores universales sobre el patrimonio del de cujus), 
señalando en adelante los bienes sobre los cuales cada sucesor tendrá derechos exclusivos. Se 
trata de un acto de asignación, tendiente a localizar los derechos de cuota.(doctor Hitters, sin 
disidencia) 
 
 

SUCESIÓN - CARGAS DE LA SUCESIÓN. SUCESIÓN - PARTICIÓN.    
 
 6. 7. Los emolumentos profesionales constituyen una "carga de la sucesión" (arts. 
3474 y 3475, Cód. Civil), de allí que la aprobación de la partición se encuentra condicionada a la 
separación de bienes suficientes para su cancelación. Por ello  el ordenamiento local dispone 
expresamente en este punto que dicha aprobación, que importa un acto de transferencia dominial 
con efectos -en principio- retroactivos al momento de la muerte del causante (arts. 3415 y 3503, 
Cód. Civil), no puede decretarse sin que se hubieren previamente afrontado el pago de honorarios 
y aportes previsionales (art. 21 -ex 20-, ley 6716).(doctor Hitters, sin disidencia) 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
C 116.535, 01/07/2015, “Montiel, Carlos Ernesto y otro contra Gobierno de la Provincia de 
Buenos Aires. Daños y perjuicios”. 
Magistrados votantes: de Lázzari - Kogan - Soria - Hitters. 
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Consolidación de deudas-Constitucionalidad. Consolidación de deudas-Aplicación. 
La Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos aires resolvió (art. 31 bis, ley 5827) que 
tratándose de deudas cuya causa o título resulte anterior al 1 de enero de 2000, las correcciones 
introducidas al régimen de consolidación provincial de la ley 12.836 mediante la sanción de la ley 
13.929 y los decretos 201/2001 y 304/2012, superan los reparos que la Corte Nacional expusiera, 
en relación con las versiones anteriores de la ley 12.836, en los precedentes "Vergnano" (Fallos 
327: 4668) y "Mochi" (Fallos 331:352), y sigue la convalidación del régimen de consolidación que 
la Corte federal ha efectuado al pronunciarse en favor de la validez in re "Ragone, Adelma M. c/ 
Dirección General de Escuelas y Cultura de la Provincia de Buenos Aires y otro s/indemnización 
por accidente de trabajo" (sent. de 30-IX-2014, R.275.XLVIII). (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

CONSOLIDACIÓN DE DEUDAS - CONSTITUCIONALIDAD.     
 
 1. Tal como resolviera -por mayoría-esta Suprema Corte en la causa L.106.273 
(Gerez),tratándose de deudas cuya causa o título resulte anterior al 1 de enero de 2000, las 
correcciones introducidas al régimen de consolidación provincial de la ley 12.836 mediante la 
sanción de la ley 13.929 y los decretos 201/2001 y 304/2012, superan los reparos que la Corte 
Nacional expusiera, en relación con las versiones anteriores de la ley 12.836, en los precedentes 
"Vergnano (Fallos 327: 4668) y "Mochi" (Fallos 331:352), lo que resulta suficiente para dar 
respuesta en el sub lite (conf. Art. 31 bis, ley 5827).(doctor de Lázzari, sin disidencia) 
 
 

CONSOLIDACIÓN DE DEUDAS - APLICACIÓN.     
 
 2. Con sustento en el art. 10 de la ley 12.836 que establece la exclusión de ciertas 
obligaciones del régimen de consolidación de deudas, esta Corte consideró que las prestaciones 
enumeradas en dicho precepto debían pagarse en efectivo hasta la suma de pesos diez mil, 
aplicándose el régimen de pago en bonos de consolidación de deudas a la parte en que la 
liquidación aprobada excediera dicho importe.(doctor de Lázzari, sin disidencia) 
 
 

CONSOLIDACIÓN DE DEUDAS - CONSTITUCIONALIDAD. CORTE SUPREMA NACIONAL - 
JURISPRUDENCIA.    
 
 3. La Corte federal ha convalidado la constitucionalidad del régimen de consolidación 
de deudas local establecido en la ley 12.836 con las modificaciones introducidas por la ley 13.929 
y los decretos 201/2010 y 304/2012, al pronunciarse en favor de la validez in re "Ragone, Adelma 
M. c/ Dirección General de Escuelas y Cultura de la Provincia de Buenos Aires y otro 
s/indemnización por accidente de trabajo" (sent. de 30-IX-2014, R.275.XLVIII).(doctor de Lázzari, 
sin disidencia) 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
C 117.198, 01/07/2015, “Rodríguez, Dardo J. contra La Pampa Cooperativa Agrícola 
Ganadera de Colonización y Consumo Limitada. Indemnización por daños y perjuicios”. 
Magistrados votantes: Genoud - Kogan - Hitters - Pettigiani. 
Daños y perjuicios - Cosa juzgada. Ril-Absurdo - Cosa juzgada. Cosa juzgada - Alcance. 
La Suprema Corte de Justicia de la provincia de Buenos Aires declaró el absurdo en la decisión 
del  sentenciante que, al analizar el fallo del tribunal de trabajo,  dió por juzgadas cuestiones que 
no fueron puestas a consideración de aquél, en tanto el objeto reclamado en el fuero laboral es 
sustancialmente distinto al reclamado en el civil, así como los presupuestos de responsabilidad y 
las  eximentes de la misma en uno y otro campo (arts. 2 y 7 ley 24.028; arts. 1113 o 1109 Cód. 
Civil). (Texto completo). 
 

http://juba.scba.gov.ar/VerTextoCompleto.aspx?idFallo=126112
http://juba.scba.gov.ar/VerTextoCompleto.aspx?idFallo=126117
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DOCTRINA 
 

RIL - COSA JUZGADA.     
 
 1. La apreciación formulada por los jueces de grado sobre la concurrencia del instituto 
de la cosa juzgada, proviene de una labor que les compete en forma privativa y en principio no 
puede revisarse en la instancia extraordinaria, salvo absurdo.(doctor Genoud, sin disidencia) 
 
 

RIL - COSA JUZGADA.     
 
 2. La valoración formulada por los jueces de origen sobre las consecuencias de las 
"identidades" de la cosa juzgada resulta, en principio, materia ajena al recurso extraordinario de 
inaplicabilidad de ley, por tratarse de una cuestión de hecho que sólo puede ser revisada si se 
demuestra fehacientemente que la conclusión impugnada es el resultado de una absurda 
valoración de las constancias del proceso que se ventila y del anteriormente tramitado, y de la 
consecuente comparación entre lo pretendido y juzgado en él y lo que se ofrece como pretensión 
en el presente.(doctor Genoud, sin disidencia) 
 
 

COSA JUZGADA - REQUISITOS.     
 
 3. Ante la necesidad de establecer cuáles son los elementos que permiten determinar 
si en un caso se pretende volver sobre algo ya resuelto por la jurisdicción o si se trata en verdad 
de una controversia distinta conforme a la teoría de la identidad de cuestión, el juez no se 
encuentra atado a fórmulas legales que definan los requisitos de la cosa juzgada: previo examen 
integral de las dos contiendas, debe encontrarse facultado para determinar si por tratarse del 
mismo asunto o si por existir conexión, continencia, accesoriedad o subsidiaridad, la jurisdicción 
no deba correr el riesgo de ser inducida a contradicción. No hay cosa juzgada si las dos 
contiendas pudieran coexistir y la hay, en caso contrario. No existiendo identidad de controversia, 
debe desestimarse el planteo de vulneración de la cosa juzgada.(doctor Genoud, sin disidencia) 
 
 

COSA JUZGADA - ALCANCE. DAÑOS Y PERJUICIOS - COSA JUZGADA. RIL-ABSURDO - 
COSA JUZGADA.   
 
 4. Incurre en absurdo el sentenciante que, al analizar el fallo del tribunal de trabajo,  
da por juzgadas cuestiones que no fueron puestas a consideración de aquél. El objeto reclamado 
en el fuero laboral es sustancialmente distinto al reclamado en el civil, así como los presupuestos 
de responsabilidad y las  eximentes de la misma en uno y otro campo (arts. 2 y 7 ley 24.028; arts. 
1113 ó 1109 Cód. civil).(doctor Genoud, sin disidencia) 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
C 117.936, 01/07/2015, “Llorente, Galo José contra Provincia de Buenos Aires. Daños y 
perjuicios”. 
Magistrados votantes: Kogan - Soria - de Lázzari - Hitters - Pettigiani. 
Daños y perjuicios-Inundaciones. Sentencia-Hechos nuevos. Cosa juzgada- Requisitos. 
La Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires resolvió que, por decisión de la 
mayoría, denunciado el "hecho nuevo" que produjera el agravamiento de la situación de los 
terrenos inundados, cuya indemnización ya fuera reconocida judicialmente,  la  reparación que se 
conceda  debe deslindar  entre el antes y después de ese hecho en tanto éste  modifica la causa 
de la reparación y por lo tanto tiene incidencia en  el porcentaje de atribución de responsabilidad y  
en el monto a pagar. La sentencia que se desentiende de este hecho objetivo incurre en el vicio 
de absurdo además de pronunciarse sobre cuestiones ya finiquitadas. (Texto completo). 

http://juba.scba.gov.ar/VerTextoCompleto.aspx?idFallo=126232
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DOCTRINA 
 

RIL - GARANTÍAS CONSTITUCIONALES.     
 
 1. Resulta estéril la generalizada denuncia acerca de la infracción de preceptos 
constitucionales cuando ésta queda subordinada a una no probada violación de normas de 
derecho común sin que se haya acreditado la errónea aplicación de éstas.(doctora Kogan, 
minoría) 
 
 

RIL-ABSURDO - PRUEBA DE PERITOS.     
 
 2. Cuando se impugna una tarea propia de las instancias ordinarias, tal como lo es la 
valoración de una pericia, es imprescindible demostrar -a más de denunciar- fehacientemente que 
el procedimiento lógico-jurídico empleado por el juzgador ha devenido irrazonable y contradictorio 
con las circunstancias de la causa.(doctora Kogan, minoría) 
 
 

RIL - DISCREPANCIA DEL RECURRENTE.     
 
 3. La simple discrepancia personal con el criterio del sentenciante para juzgar sobre 
los hechos no es base idónea de agravios ni configura absurdo que haga procedente el recurso 
extraordinario de inaplicabilidad de ley.(doctora Kogan, minoría) 
 
 

RIL - DISCREPANCIA DEL RECURRENTE.     
 
 4. Es insuficiente el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley que al cuestionar 
las conclusiones fácticas del fallo circunscribe la impugnación a la simple invocación de la opinión 
discrepante del apelante respecto de lo decidido en la instancia de grado y expone 
consideraciones fundadas tan solo en su propio criterio personal con afirmaciones meramente 
dogmáticas y sin demostrar que el pronunciamiento impugnado sea absurdo en su conclusión 
esencial.(doctora Kogan, minoría) 
 
 

RIL - COSA JUZGADA.     
 
 5. La apreciación formulada por los jueces de grado sobre la concurrencia del instituto 
de la cosa juzgada, proviene de una labor que les compete en forma privativa y en principio no 
puede revisarse en la instancia extraordinaria, salvo absurdo.(doctora Kogan, minoría) 
 
 

CONSOLIDACIÓN DE DEUDAS - APLICACIÓN. CONSOLIDACIÓN DE DEUDAS - 
APLICACIÓN.    
 
 6. Siendo la fecha de la causa de la obligación posterior al año 2000, y en tanto ni la 
ley 13436 ni la ley 13.929, han adherido expresamente a la prórroga de la fecha de corte 
establecida por el art. 58 de la ley 25.725 (31-XII-2001), teniendo en consideración el criterio que 
emana de la causa "Cavada" (CSJN, 3-VIII-2010), no corresponde aplicar, en el caso, el régimen 
de consolidación de la ley 12836.(doctora Kogan, minoría) 
 
 

EXCEPCIÓN DE COSA JUZGADA - PROCEDENCIA. COSA JUZGADA - REQUISITOS.    
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 7. Para que proceda la excepción de cosa juzgada se requiere tanto la  identidad en la 
causa petendi -esto es el hecho jurídico que sustenta la pretensión- como en el objeto y en las 
partes del litigio. No existiendo absoluta identidad a su respecto, aquella no procede.(doctora 
Kogan, minoría) 
 
 

RIL - DAÑOS Y PERJUICIOS.     
 
 8. La determinación del grado de responsabilidad que cada partícipe ha tenido en el 
acaecimiento del evento, constituye una típica cuestión de hecho no susceptible de revisión en la 
instancia extraordinaria en tanto no se demuestre el quebrantamiento de las reglas de la 
apreciación de la prueba en grado de absurdo.(doctor Soria, mayoría) 
 
 

DAÑOS Y PERJUICIOS - INUNDACIONES. SENTENCIA - HECHOS NUEVOS.    
 
 9. Denunciado el "hecho nuevo" que produjera el agravamiento de la situación de los  
terrenos inundados, cuya indemnización ya fuera reconocida judicialmente,  la  reparación que se 
conceda  debe deslindar  entre el antes y después de ese hecho en tanto éste  modifica la causa 
de la reparación y por lo tanto tiene incidencia en  el porcentaje de atribución de responsabilidad y  
en el monto a pagar. La sentencia que se desentiende de este hecho objetivo incurre en el vicio 
de absurdo además de pronunciarse sobre cuestiones ya finiquitadas.(doctor Soria, mayoría) 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
C 117.950, 01/07/2015, “Gamboa de Cuiña, Elda Mercedes contra Gural, María Luisa S/ 
Nulidad de testamento”. 
Magistrados votantes: Pettigiani - de Lázzari - Hitters - Genoud. 
Testamento - Desheredación. Sucesión testamentaria - Interpretación del testamento. 
La Suprema Corte de Justicia de la provincia de Buenos Aires resolvió que las causales de 
desheredación  que contiene el Código Civil son taxativas (arts. 3745 y 3747) y de interpretación 
restringida. (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

RIL - COSTAS.     
 
 1. La imposición de costas constituye una facultad privativa de los jueces de grado y 
como tal no admite revisión en la instancia extraordinaria, en tanto la calidad de vencido no haya 
sido burdamente falseada ni se advierta flagrante iniquidad en el criterio de distribución.(doctor 
Pettigiani, sin disidencia) 
 
 

SUCESIÓN TESTAMENTARIA - INTERPRETACIÓN DEL TESTAMENTO. TESTAMENTO - 
DESHEREDACIÓN.    
 
 2. En tanto la cláusula testamentaria de desheredación se basa en las causales 
invocadas en el divorcio en trámite al momento de testar, y ellas no resultan ser ninguna de las 
legalmente autorizadas, aquella es  inoponible al cónyuge por cuanto las causales de 
desheredación  que contiene el Código Civil son taxativas (arts. 3745 y 3747) y de interpretación 
restringida(doctor Pettigiani, sin disidencia) 
 

<< menú 
 

http://juba.scba.gov.ar/VerTextoCompleto.aspx?idFallo=126156
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SUMARIO: 
C 118.302, 01/07/2015, “Martínez de Méndez, Eva contra Méndez, José Enrique y otro. 
Simulación”. 
Magistrados votantes: Hitters - Genoud - Pettigiani - Kogan. 
Costas - Alcance. Honorarios de abogados - Regulación. 
La Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires resolvió, más allá de la 
insuficiencia del recurso,  a los fines de la aplicación del artículo 505 del Código Civil, que la 
condena en costas comprende todos los gastos causados u ocasionados por la sustanciación del 
proceso, quedando incluidos por ende tanto los honorarios de los abogados como los de los 
peritos y auxiliares. (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

RIL - DEMOSTRACIÓN DEL AGRAVIO.     
 
 1. Cuando se afirma que la sentencia viola determinadas disposiciones legales, el 
recurrente sólo anticipa una premisa asumiendo la carga de su demostración cabal y coetánea, 
mediante una crítica frontal razonada y seria de la totalidad de los fundamentos del fallo.(doctor 
Hitters, sin disidencia) 
 
 

HONORARIOS DE ABOGADOS - REGULACIÓN. HONORARIOS DE ABOGADOS - RÉGIMEN 
LEGAL.    
 
 2. El art. 505 del Código Civil no modifica la imposición de costas sino que establece 
un tope a la extensión de la responsabilidad del vencido a quien se obliga a pagar hasta un 
veinticinco por ciento calculado sobre el monto de sentencia, ello significa que los jueces 
determinarán los honorarios profesionales de acuerdo a la ley local, debiendo responder por ellas 
el deudor, hasta el límite antes mencionado.(doctor Hitters, sin disidencia) 
 
 

HONORARIOS DE ABOGADOS - REGULACIÓN.     
 
 3. Cuando la determinación de los honorarios de conformidad a la aplicación de las 
normas arancelarias que rijan la actividad, condujere a una evidente e injustificada desproporción 
entre la retribución resultante y la importancia, naturaleza, alcance, tiempo, calidad o resultado de 
la labor cumplida, el juez deberá reducir equitativamente la misma (arts. 505, 1627, Código Civil; 
13, ley 24.432).(doctor Hitters, sin disidencia) 
 
 

RIL - HONORARIOS.     
 
 4. Determinar la ausencia de proporcionalidad entre los trabajos llevados a cabo y los 
honorarios regulados, es una cuestión de hecho o circunstancial, ajena a la competencia casatoria 
de la Corte, salvo absurdo.(doctor Hitters, sin disidencia) 
 
 

RIL - GARANTÍAS CONSTITUCIONALES.     
 
 5. La crítica en torno a la transgresión de normas constitucionales no resulta suficiente 
fundamento del recurso planteado, toda vez que ésta queda subordinada a una no probada 
violación de normas de derecho común, cuya errónea aplicación no se ha acreditado en 
autos.(doctor Hitters, sin disidencia) 
 
 

http://juba.scba.gov.ar/VerTextoCompleto.aspx?idFallo=126115
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COSTAS - ALCANCE. HONORARIOS DE ABOGADOS - REGULACIÓN.    
 
 6. Corresponde limitar la responsabilidad por el pago de las costas, incluidos los 
honorarios profesionales de todo tipo devengados, en los términos del art. 505 del Código Civil 
hasta el veinticinco por ciento (25%) del monto del juicio.(doctor Hitters, sin disidencia) 
 
 

COSTAS - ALCANCE.     
 
 7. A los fines de la aplicación del artículo 505 del Código Civil, la condena en costas 
comprende todos los gastos causados u ocasionados por la sustanciación del proceso, quedando 
incluidos por ende tanto los honorarios de los abogados como los de los peritos y 
auxiliares.(doctor Hitters, sin disidencia) 
 
 

RIL - DISCREPANCIA DEL RECURRENTE.     
 
 8. Es insuficiente para demostrar el error grave y patente en el razonamiento 
desplegado por el sentenciante, quien readecuara las regulaciones de honorarios de acuerdo con 
las pautas del artículo 505 segundo párrafo del Código Civil, la mera discrepancia de criterio 
formulada en el escrito recursivo (art. 279, C.P.C.C.).(doctor Hitters, sin disidencia) 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
C 106.051, 15/07/2015, “Duarte, Mario contra Altamirano, Roberto y otro. Daños y 
perjuicios" y sus acumuladas "Duarte, Elsa y otro contra Altamirano, Roberto y otro. Daños 
y perjuicios"; "Aguirre, Roxana contra Altamirano, Roberto y otro. Daños y perjuicios"; "P. , 
A. y otro. contra Sucesores de González, Néstor y otro. Daños y perjuicios" y "Ríos, Rubén 
Alfredo contra Altamirano, Roberto y otro. Daños y Perjuicios”. 
Magistrados votantes: Soria - Negri - Hitters. 
Seguros - Alcances de la cobertura. Seguros - Citación en garantía. 
La Suprema Corte de Justicia de la provincia de Buenos Aires resolvió la oponibilidad de la 
cláusula de exclusión de la cobertura pactada por la compañía aseguradora y su asegurado a los 
terceros damnificados que no controvirtieron aquella que la liberara si al vehículo  se le daba un 
uso o destino distinto, en el caso, remise. (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

SEGURO RESPONSABILIDAD CIVIL - TERCERO DAMNIFICADO.     
 
 1. Al tercero damnificado le son oponibles todas las cláusulas, aun aquéllas que 
restrinjan o eliminen la garantía de indemnidad, sin distinguir en la naturaleza que éstas pudieran 
tener. Ello es así porque al prescribir el art. 118 de la ley 17.418 que "la sentencia que se dicte 
hará cosa juzgada respecto del asegurado y será ejecutable contra él en la medida del seguro" 
quiere significar que el tercero está subordinado, le son oponibles, lo afectan o se encuentra 
enmarcado por determinadas estipulaciones contractuales, aún cuando haya sido ajeno a la 
celebración del pacto.(doctor Soria, sin disidencia) 
 
 

SEGUROS - CITACIÓN EN GARANTÍA. SEGUROS - ALCANCE DE LA COBERTURA.    
 
 2. Cuando la aseguradora responde a la citación en garantía que contempla el art. 118 
de la ley 17.418 puede oponer las defensas que hagan a su derecho -entre ellas las que hacen a 
su legitimación pasiva: es decir, las anteriores al siniestro y resultantes del contrato de seguro que 
demuestren, que al momento del accidente, no existía cobertura o en su caso, la limitación que 

http://juba.scba.gov.ar/VerTextoCompleto.aspx?idFallo=126447
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ésta contenía-, salvo las "nacidas luego del siniestro".(doctor Soria, sin disidencia) 
 
 

SEGUROS - ALCANCE DE LA COBERTURA.     
 
 3. Las cláusulas de exclusión de cobertura o no seguro, ya sean de fuente normativa o 
convencional, importan una delimitación del riesgo, excluyendo o restringiendo los deberes del 
asegurador por la no asunción de alguno o algunos riesgos.(doctor Soria, sin disidencia) 
 
 

SEGUROS - ALCANCE DE LA COBERTURA.     
 
 4. La cláusula de exclusión de la cobertura expresamente pactada en la póliza de 
seguro relativa al uso del rodado como "coche de alquiler o remise", que no fue controvertida por 
los terceros damnificados, hace que la misma les resulte operativa. Por lo cual, corresponde 
revocar el fallo en que Cámara hizo extensiva la condena a la aseguradora, quedando en 
evidencia el quebranto normativo en que ha incurrido (arts. 1, 109, 118 de la ley 17.418, 1137, 
1197, 1198 del C.C.).(doctor Soria, sin disidencia) 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
C 117.180, 15/07/2015, “M. , S. y otros contra Spezia, Gustavo y otros. Daños y perjuicios”. 
Magistrados votantes: de Lázzari - Kogan - Hitters - Pettigiani - Negri - Soria - Genoud. 
Accidente de tránsito - Infracción a los reglamentos. Accidente de tránsito - Eximición de 
prisión. 
La Suprema Corte de Justicia de la provincia de Buenos Aires resolvió, por decisión de la 
mayoría, eximir en su totalidad de responsabilidad al conductor del colectivo que colisionó con el 
ciclista y víctima del accidente que circulaba a contramano e intentó atravesar una arteria de 
mayor circulación con la luz roja del semáforo que le vedaba el paso, en una clara violación de las 
reglas de tránsito  (arts. 54 inc. 1, 59 inc. 1 y 672do. párr., ley 11.430). (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

ACCIDENTE DE TRÁNSITO - COLISIÓN AUTOMOTOR Y CICLISTA. ACCIDENTE DE 
TRÁNSITO - EXIMICIÓN DE RESPONSABILIDAD. ACCIDENTE DE TRÁNSITO - EXIMICIÓN 
DE RESPONSABILIDAD. ACCIDENTE DE TRÁNSITO - INFRACCIÓN A REGLAMENTOS.  
 
 1. En tanto la bicicleta conducida por la víctima circulaba a contramano e intentó 
atravesar una arteria de mayor circulación con la luz roja del semáforo que le vedaba el paso, en 
una clara violación de las reglas de tránsito  (arts. 54 inc. 1, 59 inc. 1 y 672do. párr., ley 11.430), 
mientras el conductor del colectivo demandado circulaba a velocidad reglamentaria e incluso 
inferior a la permitida, aquella conducta de la víctima interrumpió totalmente la relación causal 
entre el hecho y el daño, en tanto está probado que la infortunada ciclista desarrolló una conducta 
absolutamente incompatible con los requerimientos mínimamente exigibles en el tránsito vehicular 
según las circunstancias de las personas, del tiempo y del lugar.( art. 512,2 Código Civil), de 
modo tal que corresponde eximir de responsabilidad a la demandada (arts. 1068, 1111 y 1113 y 
concds. Del Código Civil, arts. 375, 384 y concds. del C.P.C.C:)(doctor de Lázzari, mayoría) 
 
 

ACCIDENTE DE TRÁNSITO - INFRACCIÓN A REGLAMENTOS. ACCIDENTE DE TRÁNSITO - 
CONDUCTA DE LA VÍCTIMA.    
 
 2. Si bien quien transita por una arteria de alta circulación en una ciudad debe 
encontrarse alerta ante las vicisitudes del tránsito y a las posibles alternativas, es  
razonablemente marcar un límite a esa conducta vigilante exigible. Resulta una exigencia de difícil 

http://juba.scba.gov.ar/VerTextoCompleto.aspx?idFallo=126456
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comprensión, considerar que al mismo tiempo, se encuentre también alerta por si alguien (en el 
caso un ciclista) pretende cruzar en contramano y con semáforo que le veda el paso.(doctor de 
Lázzari, mayoría) 
 
 

ACCIDENTE DE TRÁNSITO - DEBER DE PRUDENCIA O PREVISIÓN. ACCIDENTE DE 
TRÁNSITO - INFRACCIÓN A REGLAMENTOS.    
 
 3. En la representación de las circunstancias del tránsito y en la posibilidad de que 
ocurran accidentes, según el curso natural y ordinario de las cosas (art. 901 del Cód. Civil), es 
razonable que el conductor del vehículo multiplique sus sentidos (y entre ellos, su campo visual) 
para abarcar una visión que comprenda el tránsito próximo inmediato del móvil que conduce, el 
flujo vehicular que lo acompaña, las maniobras que pueden estar realizando otros vehículos sobre 
la misma arteria; la señal lumínica que le permite el paso y la bocacalle de la arteria menor que 
está cruzando y a la cual el semáforo veda el paso. Contrariamente, siempre bajo el mismo 
parámetro, excede ese curso normal la obligación supererogatoria de atender simultáneamente 
cuanto acaece en la bocacalle contraria, siendo ésta contramano, cuyo paso a todo evento estaba 
impedido por el semáforo que habilitaba la trasposición de la avenida.(doctor de Lázzari, mayoría) 
 
 

ACCIDENTE DE TRÁNSITO - INFRACCIÓN A REGLAMENTOS.     
 
 4. Si bien la mera infracción a reglamentos de tránsito no determina de por sí la 
responsabilidad civil del infractor, ello no puede conducir a considerar que las normas reguladoras 
de tránsito constituyen letra muerta o que sólo sirven como material de estudio para el 
otorgamiento de la licencia de conductor. Por el contrario, dichas reglamentaciones no pueden ser 
soslayadas y deben ser consideradas, junto con otras circunstancias, en oportunidad de calificar 
la conducta de la víctima o del tercero para determinar si ha ocurrido o no -y en su caso en qué 
extensión- la situación prevista en la parte final del segundo apartado del art. 1113 del Código 
Civil.(doctor Genoud, sin disidencia) 
 
 

RIL - EXIMICIÓN DE RESPONSABILIDAD.     
 
 5. Determinar si la conducta de la víctima de un accidente de tránsito o de un tercero 
ha excluido parcial o totalmente la responsabilidad objetiva que el art. 1113 del Código Civil 
impone al dueño o guardián de una cosa riesgosa constituye una cuestión de hecho que no puede 
ser abordada en la instancia extraordinaria, salvo que a su respecto se invoque y demuestre que 
el tribunal de grado ha incurrido en absurdo.(doctor Genoud, sin disidencia) 
 
 

RIL - DAÑOS Y PERJUICIOS.     
 
 6. La atribución de responsabilidad ante un siniestro, o determinar si la conducta de la 
víctima o de un tercero interrumpió total o parcialmente el nexo causal entre el hecho y el daño 
conforma -como quiera que se trata de un análisis de circunstancias- una típica cuestión de hecho 
extraña en principio a la competencia de la Corte, a menos que a su respecto concurra la 
denuncia y consecuente demostración de absurdo.(doctor Genoud, minoría) 
 
 

RIL - INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS.     
 
 7. La fijación de los montos de indemnización constituye una típica cuestión de hecho 
y prueba que incumbe a los jueces de grado y sólo puede ser revisada en sede extraordinaria en 
el supuesto de absurdo.(doctor Genoud, minoría) 
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RIL - CUESTIÓN AJENA. DAÑO MORAL - FIJACIÓN DEL MONTO POR EL JUEZ.    
 
 8. La determinación de sumas indemnizatorias en concepto de daño moral no está 
sujeta a reglas fijas. Su reconocimiento y cuantía depende -en principio- del arbitrio judicial para lo 
cual basta la certeza de que ha existido, sin que sea necesaria otra precisión, y ello constituye 
una cuestión circunstancial propia de los jueces de las instancias ordinarias y detraida, por ende, 
del ámbito de la extraordinaria si su ejercicio no resulta irrazonable o absurdo.(doctor Genoud, 
minoría) 
 
 

RIL-ABSURDO - ACCIDENTE DE TRÁNSITO. ACCIDENTE DE TRÁNSITO - INFRACCIÓN A 
REGLAMENTOS.    
 
 9. En tanto la bicicleta conducida por la víctima circulaba a contramano e intentó 
atravesar una arteria de mayor circulación con la luz roja del semáforo que le vedaba el paso, en 
una clara violación de las reglas de tránsito  (arts. 54 inc. 1, 59 inc. 1 y 672do. párr., ley 11.430),  
tal inobservancia de las normas reglamentarias de tránsito  ha tenido una incidencia relevante en 
la producción del hecho, por lo cual deviene absurdo el fallo que distribuyó por partes iguales la 
responsabilidad por los daños derivados de aquél entre el ciclista y  el  chofer del colectivo 
demandado, quien circulaba a velocidad reglamentaria, incluso a una inferior a la permitida. La 
evaluación íntegra de  las posibles alternativas o conjeturas sobre las acciones y maniobras 
previas tanto de la víctima como del chofer del colectivo sumado a  la falta de réplica a las 
evaluaciones concretas del a quo, llevan a la conclusión que las responsabilidades deben fijarse 
en el cuarenta por ciento (40%) a cargo del conductor del colectivo y el sesenta por ciento (60%) 
restante a cargo de la víctima.(doctor Genoud, minoría) 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
C 118.411, 15/07/2015, “Bogado, Juan Jorge y otro contra Toledo, Víctor Adrián y otros. 
Daños y perjuicios”. 
Magistrados votantes: Soria - de Lázzari - Kogan - Pettigiani - Genoud - Hitters. 
Actualización Monetaria - Aplicación. Ril-Absurdo - Configuración. Daños y perjuicios - 
Relación de causalidad. Daños y perjuicios -  Actividad riesgosa. 
La Suprema Corte de Justicia de la provincia de Buenos Aires entendió acreditada la relación de 
causalidad entre la empresa constructora que necesitaba del camión transportador de tierra para 
su obra y que protagonizara el accidente, atribuyéndole la responsabilidad del mismo. Además de 
continuar con el criterio que veda toda posibilidad de repotenciación de deudas, según doctrina 
sentada en el caso "Fabiano" (sent. 2-X-2002). (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

RIL - IMPUGNACIÓN INSUFICIENTE.     
 
 1. Es insuficiente el recurso de inaplicabilidad de ley si en el mismo sólo se ha 
expuesto un criterio diferente al del juzgador, sin rebatir sus argumentaciones, siguiendo un 
razonamiento distinto al de aquél, y dejando de señalar cuál es la norma mal aplicada.(doctor 
Soria, sin disidencia) 
 
 

ACTUALIZACIÓN MONETARIA - APLICACIÓN.     
 
 2. No existiendo motivos que justifiquen el apartamiento de la doctrina legal sentada 
por esta Suprema Corte en el caso "Fabiano" (sent. del 2-x-2002) y reiterados precedentes, y 

http://juba.scba.gov.ar/VerTextoCompleto.aspx?idFallo=126387
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planteado el caso sustancialmente análogo (art. 31 bis, ley 5827), está vedada la posibilidad de 
actualización monetaria, indexación por precios, variación de costos o repotenciación de deudas, 
cualquiera fuere su causa.(doctor Soria, sin disidencia) 
 
 

RIL - DAÑOS Y PERJUICIOS. RIL - CUESTIÓN AJENA.    
 
 3. Tanto la selección y jerarquización del material probatorio aportado por las partes al 
proceso, como determinar si se configuraron o no los presupuestos de la responsabilidad civil 
corresponde al ámbito de las facultades privativas de los jueces de mérito, salvo que se invoque y 
se demuestre eficazmente la existencia de absurdo. No resulta tal la sola oposición de la propia 
interpretación del impugnante a la ponderación de las pruebas realizadas por el tribunal de origen 
(art. 279 y su doct., C.P.C.C.).(doctor Soria, minoría) 
 
 

RIL - IMPUGNACIÓN INSUFICIENTE.     
 
 4. Es insuficiente el recurso extraordinario cuyos argumentos no rebaten debidamente 
los fundamentos esenciales del fallo (art. 279 y su doct., C.P.C.C.) de modo que permanecen 
incólumes ante la ausencia de un embate idóneo, esto es, de una crítica concreta, directa y eficaz 
de las razones vertidas por el tribunal a quo que permita tener por configurado un vicio lógico en 
el razonamiento del sentenciante, especialmente en cuanto a la ponderación de los elementos de 
convicción producidos en la causa a los efectos de acreditar los diversos supuestos de hecho que 
autorizan la procedencia de las responsabilidades achacadas.(doctor Soria, minoría) 
 
 

RIL-ABSURDO - CONFIGURACIÓN. RIL-ABSURDO - CARGA PROBATORIA.    
 
 5. El fallo revela una inequívoca y doble contradicción consigo mismo, en su caso 
quebrantamiento de las reglas que disciplinan el onus probandi y, fundamentalmente, ilevantable 
absurdo cuando, en violación lo dispuesto por el artículo 375 y concordantes del C.P.C.C, impone 
la carga probatoria a la parte y comprobado su incumpliendo ante la falta de prueba, la exime de 
las consecuencias en orden a la regla lógica del juicio. Si ante la duda, la parte incumplidora no se 
perjudica por su inacción probatoria impuesta, sino que, contrariamente, se beneficia, el 
pronunciamiento debe ser casado.(doctor de Lázzari, mayoría) 
 
 

DAÑOS Y PERJUICIOS - RELACIÓN DE CAUSALIDAD. DAÑOS Y PERJUICIOS - DEBER DE 
PRUDENCIA O PREVISION.    
 
 6. Acreditado que el camión que provocó el infortunio estaba afectado al traslado de 
tierra que requería el extraordinario emprendimiento que construía la empresa, quien 
cumplimentaba un rol relevante en la dirección y control de todas y cada una de las tareas 
destinadas a la obra en marcha, donde ella misma admitió la incidencia de la obra sobre la 
conservación del camino donde se produjo el accidente, sin duda la actividad de la empresa puso 
las condiciones necesarias para que se produzca el daño. Cuanto mayor sea el deber de obrar 
con prudencia y pleno conocimiento de las cosas, como es del caso la conducta asumida por la 
empresa, mayor será la diligencia exigible al agente y la valoración de las consecuencias (cf. art. 
902 del Código Civil).(doctor de Lázzari, mayoría) 
 
 

DAÑOS Y PERJUICIOS - ACTIVIDAD RIESGOSA.     
 
 7. Las actividades riesgosas constituyen un factor de causación en el ámbito del art. 
1113 segunda parte del segundo párrafo del Código Civil, y se asienta en el principio de no dañar 



 

 18 

a otro -neminem laedere-, que tiene su base constitucional en el art. 19 de la Carta Magna. El 
profundo respeto del deber de no dañar a los demás exige una interpretación de la normativa civil 
que tenga como eje la protección de las víctimas que sufren daños de manera injusta, y los 
agentes responsables tienen a su cargo la reparación en tanto no logren acreditar   
fehacientemente su falta de responsabilidad.(doctor de Lázzari, mayoría) 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
C 118.968, 15/07/2015, “Torres, Gregorio y otros contra Sancor Cooperativas Unidas 
Limitada. Daños y perjuicios”. 
Magistrados votantes: de Lázzari - Kogan - Hitters - Genoud. 
Honorarios de Abogados - Demanda rechazada. Beneficio de litigar sin gastos - Honorarios 
de abogados. 
La Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires resolvió que el beneficio de litigar 
sin gastos fuera o no concedido, o que lo fuera en forma total o parcial, no resulta relevante  a los 
fines de la aplicación de la doctrina de esta Suprema Corte según la cual los estipendios de los 
profesionales actuantes deben fijarse en función del monto que verosímilmente le hubiera 
correspondido al actor de haber prosperado su reclamo (arts. 23 y 58 del decreto ley 8904/77). 
(Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

DOCTRINA LEGAL - ALCANCE.     
 
 1. Los pronunciamientos de esta Suprema Corte -es decir, aquellos que conforman su 
doctrina- demuestran tener (vía recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley) efectos 
vinculantes sumamente fuertes respecto de las demás instancias, por lo que resolver de una 
forma contraria a lo que en ellos se establece (lo que, por supuesto, es posible) exige que sean 
exhibidas razones convincentes, decisivas y atinentes de opuesto sentido.(doctor , sin disidencia) 
 
 

REX-SENTENCIA RECURRIBLE - HONORARIOS DE ABOGADOS. HONORARIOS DE 
ABOGADOS - RECURRIBILIDAD.    
 
 2. Los planteos relativos a la regulación de honorarios se encuentran alcanzados, en 
términos generales, por el principio de la irrecurribilidad. Sin embargo, tal regla sufre excepciones 
en aquellos supuestos en donde son puestas en juego determinadas garantías, como son el 
derecho del profesional a un estipendio digno, o en los casos de regulaciones confiscatorias, o si 
la decisión aparece como derivada del mero arbitrio del juzgador, o cuando se han aplicado 
normas arancelarias inadecuadas. Es decir, la posibilidad recursiva se halla abierta cuando los 
agravios están dirigidos no a los montos establecidos sino a otros aspectos que pueden ser 
abordados a través del recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley como la interpretación y 
aplicación de las normas contenidas en los arts. 23 y 58 del decreto-ley 8904/1977.(doctor de 
Lázzari, sin disidencia) 
 
 

DOCTRINA LEGAL - ALCANCE.     
 
 3. El particular diseño del sistema recursivo de nuestra provincia hace que la doctrina 
establecida por este Tribunal tenga un grado de exigibilidad (es decir, una virtualidad para 
constreñir, en particular, a los jueces) muy alto, aspecto que encuentra su justificación -desde el 
punto de vista estrictamente jurídico- tanto en la necesidad de procurar y mantener la unidad de la 
jurisprudencia, como en la de efectuar un control sobre la racionalidad y la corrección de los 
pronunciamientos, como así también en el respeto a los más elementales principios de economía 
y celeridad procesales.(doctor de Lázzari, sin disidencia) 
 

http://juba.scba.gov.ar/VerTextoCompleto.aspx?idFallo=126338
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DOCTRINA LEGAL - ALCANCE.     
 
 4. Desde una óptica más política o filosófica, el fundamento del alto grado de 
exigibilidad de la doctrina de esta Corte para los jueces de grado radica en el principio kantiano de 
la "universalidad", exigencia que subyace en toda concepción de justicia -en cuanto a su aspecto 
formal- de tratar de igual manera a quienes están en igual situación.(doctor de Lázzari, sin 
disidencia) 
 
 

HONORARIOS DE ABOGADOS - DEMANDA RECHAZADA. LEY - APLICACIÓN.    
 
 5. El hecho de que una normativa resulte clara (esto es, que no arroje dudas sobre su 
interpretación) no es garantía de que su aplicación a un determinado caso resulte prudente, 
equitativa o justa. Solo un excesivo apego a la letra de la ley (con desvío de la intención del 
legislador, de la finalidad para la que fue dictada o de la sistemática en la que debe ser incluida) 
permitiría confundir claridad con aplicación mecánica, inmediata o indiscriminada. La letra del art. 
23 del decreto-ley 8904/1977 puede resultar clara y no provocar dudas en algunos casos; en otros 
provoca una franca perturbación de la estabilidad del sistema normativo y de los valores 
consagrados en el ordenamiento jurídico.(doctor de Lázzari, sin disidencia) 
 
 

LEY - INTERPRETACIÓN.     
 
 6. Al inquirir por el sentido de las normas que pudieran ser de aplicación a un caso, 
debe comenzarse por el texto de la ley misma, y luego, de adoptarse como pauta interpretativa a 
la sistemática, confrontar el precepto de que se trate con las demás disposiciones que integran el 
ordenamiento jurídico -ya que no ha de olvidarse la presunción de que el sistema normativo es 
coherente y consistente-, optando por aquel sentido según el cual las reglas armonicen entre sí, 
sin que se produzcan choques, exclusiones o pugnas entre ellas. En otras ocasiones, superando 
el sentido o el alcance gramatical de los textos, habrá de buscarse la probable intención de sus 
autores, así como en otros casos habrá que atender a las consecuencias que han de derivarse de 
su aplicación, pues ellas constituyen uno de los índices más seguros para verificar la 
razonabilidad de la norma de que se trate y su congruencia con el sistema en el que se halla 
engarzada.(doctor de Lázzari, sin disidencia) 
 
 

HONORARIOS DE ABOGADOS - DEMANDA RECHAZADA.     
 
 7. Resulta írrito que, al amparo de una interpretación literal del art. 23 del decreto-ley 
8904/1977, queden convalidadas situaciones de manifiesta inequidad: una pretensión 
indemnizatoria desmesurada y fuera de toda correspondencia con las reparaciones generalmente 
fijadas por los tribunales tanto provinciales como nacionales, se transforma en base regulatoria a 
partir de la cual se fijan honorarios que, por ello, resultan inmoderados y extremos, con el 
agravante de que -en razón de la solidaridad establecida por el art. 58 de la ley arancelaria-, 
terminan siendo abonados por la parte que salió airosa del juicio. En esos casos la demandada 
habrá obtenido una victoria pírrica, y probablemente le hubiera convenido más perder el juicio por 
una suma ínfima que ganarlo de esa manera.(doctor de Lázzari, sin disidencia) 
 
 

HONORARIOS DE ABOGADOS - DEMANDA RECHAZADA.     
 
 8. La regulación de honorarios practicada sobre la base de lo reclamado en una 
demanda rechazada trasciende el marco de lo reglado por el art. 58 del decreto-ley 8904/1977. En 
situaciones excepcionales, sujetarse sin más al quantum expresado estimativamente en la 
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demanda como base regulatoria conduciría a una solución despojada de la necesaria ponderación 
de las circunstancias relevantes de la litis. De esa manera, para evitar una determinación 
desmesurada -y, por ende, irrazonable- (arts. 17, 33 y concdts., Constitución nacional), los 
estipendios de los profesionales actuantes deben fijarse en función del monto que verosímilmente 
le hubiera correspondido al actor de haber prosperado su reclamo. Que el beneficio de litigar sin 
gastos fuera o no concedido, o que lo fuera en forma total o parcial, no es relevante ni configura 
un requisito para la aplicación de esta doctrina.(doctor de Lázzari, sin disidencia) 
 
 

HONORARIOS DE ABOGADOS - DEMANDA RECHAZADA.     
 
 9. Sin poner en tela de juicio el sentido sancionatorio y moralizador que contiene el art. 
23 del decreto-ley 8.904/77, claramente dirigido a desalentar la promoción de aventuras judiciales, 
cabe considerar lo irritante que resulta que ese objetivo se vuelva en contra del vencedor en la 
contienda.(doctor de Lázzari, sin disidencia) 
 
 

BENEFICIO LITIGAR SIN GASTOS - HONORARIOS DE ABOGADOS. HONORARIOS DE 
ABOGADOS - DEMANDA RECHAZADA.    
 
 10. La aplicación del art. 23 del decreto-ley 8.904/77, ante la pretensión indemnizatoria 
desmesurada, siempre conduciría a una solución despojada de la necesaria ponderación de las 
circunstancias relevantes del pleito, y la solidaridad entre el vencido y el beneficiado sigue 
quedando establecida por el art. 58 de la normativa arancelaria, sin condicionamiento alguno a la 
concesión de la carta de pobreza. Que el beneficio de litigar sin gastos fuera o no concedido, o 
que lo fuera en forma total o parcial, no resulta relevante  a los fines de la aplicación de la doctrina 
de esta Suprema Corte según la cual los estipendios de los profesionales actuantes deben fijarse 
en función del monto que verosímilmente le hubiera correspondido al actor de haber prosperado 
su reclamo.(doctor de Lázzari, sin disidencia) 
 
 

RIL - DOCTRINA LEGAL. DOCTRINA LEGAL - ALCANCE. RIL - DOCTRINA LEGAL. 
DOCTRINA LEGAL - ALCANCE.  
 
 11. La doctrina legal a que se refieren los arts. 278 y 279 del Código Civil y Comercial 
es la que emana de los fallos de esta Corte, y no la que resulta de la jurisprudencia de otros 
tribunales, incluyendo la derivada de las decisiones de la Corte Suprema de la Nación.(del voto 
del doctor de Lázzari) 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
C 119.449, 15/07/2015, “Córdoba, Leonardo Nicolás contra Micheo, Héctor Esteban y otro. s/ 
Daños y perjuicios”. 
Magistrados votantes: Hitters - de Lázzari - Genoud - Pettigiani. 
Daños y perjuicios - Actualización monetaria. Actualización monetaria  - Aplicación. Daños 
y perjuicios - Indemnización. 
La Suprema Corte de Justicia de la provincia de Buenos Aires resolvió que no debe acudirse a la 
"actualización", "reajuste o indexación" -términos que suponen una operación matemática- , 
puesto que ello quebrantaría la prohibición contenida en el art. 7 de la ley 23.928, precepto que se 
mantiene vigente luego del abandono de la paridad cambiaria dispuesta por la ley 25.561. (Texto 

completo). 
 
DOCTRINA 
 

RIL - DEMOSTRACIÓN DEL AGRAVIO.     

http://juba.scba.gov.ar/VerTextoCompleto.aspx?idFallo=126349
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 1. Cuando se afirma que la sentencia viola determinadas disposiciones legales, el 
recurrente sólo anticipa una premisa asumiendo la carga de su demostración cabal y coetánea, 
mediante una crítica frontal razonada y seria de la totalidad de los fundamentos del fallo.(doctor 
Hitters, sin disidencia) 
 
 

RIL - RELACIÓN DE CAUSALIDAD.     
 
 2. Determinar la existencia de relación causal entre el hecho y el daño como también 
su ruptura constituyen cuestiones de hecho inabordables en casación salvo el caso excepcional 
de absurdo.(doctor Hitters, sin disidencia) 
 
 

RIL - CUESTIÓN NO PLANTEADA.     
 
 3. En el recurso de inaplicabilidad de ley no se pueden introducir cuestiones 
novedosas que no fueron planteadas en las oportunidades debidas en las instancias anteriores 
(arg. art. 272, C.P.C.C.).(doctor Hitters, sin disidencia) 
 
 

RIL-ABSURDO - DEMOSTRACIÓN.     
 
 4. Es insuficiente a los efectos de demostrar la figura excepcional del absurdo (arts. 
279 y 384, C.P.C.C.) el recurso extraordinario en que el impugnante omite rebatir los fundamentos 
esenciales sobre los que se estructura  el capítulo del fallo que ataca.(doctor Hitters, sin 
disidencia) 
 
 

ACTUALIZACIÓN MONETARIA - APLICACIÓN. DAÑOS Y PERJUICIOS - ACTUALIZACIÓN 
MONETARIA. DAÑOS Y PERJUICIOS - INDEMNIZACIÓN.   
 
 5. De acudirse a la "actualización", "reajuste o indexación" -términos que suponen una 
operación matemática- se quebrantaría la prohibición contenida en el art. 7 de la ley 23.928, 
precepto que se mantiene vigente luego del abandono de la paridad cambiaria dispuesta por la ley 
25.561.(doctor Hitters, sin disidencia) 
 
 

DAÑOS Y PERJUICIOS - INDEMNIZACIÓN. DAÑOS Y PERJUICIOS - ACTUALIZACIÓN 
MONETARIA.    
 
 6. No se debe  confundir la actividad de estimar los rubros indemnizatorios a fin de 
reflejar los "valores actuales" de los bienes a los que refieren, con la utilización de aquellos 
mecanismos de "actualización", "reajuste" o "indexación" de montos históricos. Estos últimos -
precisó- suponen una operación matemática, en cambio la primera sólo expresa la adecuación del 
valor a la realidad económica del momento en que se pronuncia el fallo.(doctor Hitters, sin 
disidencia) 
 
 

DAÑOS Y PERJUICIOS - INDEMNIZACIÓN. DAÑOS Y PERJUICIOS - ACTUALIZACIÓN 
MONETARIA.    
 
 7. 6. El fallo que tradujo el monto que estimó dinerariamente como valor del daño a 
una categoría no monetaria (el Jus arancelario), ordenando su posterior conversión a pesos al 
momento de la liquidación de la condena, remitió a un mecanismo de repotenciación del crédito 
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(ajuste por vía de un módulo de corrección, en el caso, el Jus arancelario),  que importa la 
infracción a lo normado en los arts. 7 y 10 de la ley 23.928.(doctor Hitters, sin disidencia) 
 

<< menú 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA  
SENTENCIAS DEFINITIVAS 
 
 

SUMARIO: 
B 65.179, 03/06/2015, “Correo Argentino S.A. c/ Municipalidad de General Alvarado s/ 
Demanda contencioso administrativa”. 
Observaciones del fallo: Se dictó aclaratoria con fecha 24-6-15 
Magistrados votantes: Kogan - Hitters - Genoud - Pettigiani. 
Servicio postal - Prestación. 
La Suprema Corte resolvió hacer lugar parcialmente a la demanda,  rechazar la reconvención 
deducida por la Municipalidad de General Alvarado y condenar a esa comuna a abonar a la actora 
las facturas adeudadas, correspondientes al precio del servicio de envíos postales que aquélla 
prestó a esa Administración comunal entre 1998 y 2000, con excepción de aquéllas que la perito 
contadora designada en autos informó que fueron canceladas. A los respectivos montos deberán 
adicionarse intereses calculados a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en 
los depósitos a 30 días vigente en los distintos períodos de aplicación desde el vencimiento de 
cada factura y hasta la fecha del efectivo pago (arts. 7 y 10 de la ley 23.929, texto según ley 
25.561 -coincidente en ambas redacciones en sus contenidos-; 622, Código Civil y 5 de la ley 
25.561). A la suma resultante de tal liquidación deberán deducirse $ 4.773,21 -cantidad cancelada 
el 4-XII-2002- con más intereses calculados del modo antes indicado desde el 5-XII-2002 y hasta 
el efectivo pago. (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

ACCIÓN - PLAZO. ACCIÓN - RETARDACIÓN.    
 
 1. El plazo de caducidad para promover la demanda contencioso administrativa no 
rige cuando se acciona ante la configuración de un supuesto de silencio de la 
administración.(doctora Kogan, sin disidencia) 
 
 

ACTUALIZACIÓN MONETARIA - APLICACIÓN.     
 
 2. Este Tribunal ha sostenido reiteradamente que de admitirse la "actualización", 
"reajuste" o "indexación" de los créditos se quebrantaría la prohibición contenida en el art. 7 de la 
ley 23.928, doctrina plenamente aplicable en atención al mantenimiento de tal precepto luego del 
abandono de la paridad cambiaria dispuesta por la ley 25.561.(doctora Kogan, sin disidencia) 
 
 

PROCESO - LEY APLICABLE.     
 
 3. Aunque la presente causa fue iniciada antes del 15-XII-2003, es decir, bajo la 
vigencia del anterior Código Contencioso Administrativo (ley 2961), este Tribunal tiene resuelto 
que el nuevo ordenamiento procesal que lo sustituyó -ley 12.008 con las reformas incorporadas 
por la ley 13.101- deviene aplicable en tanto sus normas resulten compatibles con la jurisdicción 
atribuida a esta Suprema Corte por el art. 215, segunda parte, de la Constitución provincial, con 
las excepciones previstas en el referido cuerpo legal (art. 78 inc. 2° y 3° de la ley 12.008, modif. 
por ley 13.101).(doctora Kogan, sin disidencia) 
 
 

COMPETENCIA - POR RAZÓN DE LA MATERIA. SERVICIO POSTAL - PRESTACIÓN.    
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 4. Independientemente del procedimiento por el cual se haya perfeccionado el 
contrato (concurso de precios o contratación directa), lo cierto es que el vínculo existente entre las 
partes es de derecho público toda vez que el contrato fue celebrado entre una municipalidad y 
una concesionaria de un servicio público nacional (envíos postales), sujeto a normas de derecho 
público (Ley Orgánica Municipal y Reglamento de Contrataciones) a fin de dar cumplimiento a 
cometidos públicos.(doctora Kogan, sin disidencia) 
 
 

COMPETENCIA - POR RAZÓN DE LA MATERIA. CONTRATO ADMINISTRATIVO - 
CONFIGURACIÓN.    
 
 5. Si la situación jurídica que la accionante aduce lesionada deriva de una relación 
contractual de derecho público corresponde a la materia contencioso administrativa.(doctora 
Kogan, sin disidencia) 
 
 

SERVICIO POSTAL - PRESTACIÓN. PROCESO - PRUEBA. PRUEBA - CARGA.   
 
 6. El principio de la carga de la prueba determina que cada una de las partes debe 
probar el presupuesto de hecho de la norma o normas que invocare como fundamento de su 
pretensión, defensa o excepción (conf. arts. 77 inc. 1° de la ley 12.008 -texto según ley 13.101- y 
375 in fine del Código Procesal Civil y Comercial). Si el accionante ha probado la existencia del 
acto o hecho idóneo para fundar su demanda (en el caso, la prestación del servicio postal a la 
accionada), reside en cabeza del demandado la carga de acreditar los hechos impeditivos, 
modificativos o extintivos en que asienta su defensa (pago efectuado; incumplimiento de la 
contraparte; etc.).(doctora Kogan, sin disidencia) 
 
 

CONCURSO PREVENTIVO Y QUIEBRA - FUERO DE ATRACCIÓN.     
 
 7. El concurso preventivo ejerce fuero de atracción respecto a todas las deudas que 
reconozcan causa anterior a la fecha de su presentación. En consecuencia sólo deben (en sentido 
jurídico de carga) concurrir a verificar su crédito los acreedores del concursado cuyas acreencias 
son de causa anterior a la presentación de éste en concurso preventivo, aunque el título de la 
obligación exprese una fecha posterior.(doctora Kogan, sin disidencia) 
 
 

RECONVENCIÓN - PROCEDENCIA.     
 
 8. No resulta formalmente admisible la reconvención respecto a la deuda de fecha 
anterior a la presentación del deudor en concurso y obviamente, también a la fecha de apertura 
del mismo (art. 21 inc. 3 de la ley 24.522 y su doctrina).(doctora Kogan, sin disidencia) 
 
 

SERVICIO POSTAL - PRESTACIÓN. SERVICIO POSTAL - PRECIO.    
 
 9. Corresponde tener por acreditada la deuda reclamada por mediar un claro 
reconocimiento de la accionada (conf. arts. 354 inc. 1º y concordantes del C.P.C.C. y 77 inc. 1º, 
ley 12.008, texto según ley 13.101.(doctora Kogan, sin disidencia) 
 
 

CONSOLIDACIÓN DE DEUDAS - APLICACIÓN.     
 
 10. Las normas por las cuales la Provincia de Buenos Aires ha consagrado la 
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posibilidad de que los municipios puedan consolidar ciertas obligaciones a su cargo (11.192, 
11.756, 12.532), presuponen -para que dichas obligaciones queden consolidadas- la existencia de 
una sentencia firme (v. art. 1º, ley 11.192; art. 2º, ley 12.532) y de una liquidación judicial 
aprobada y firme (v. arts. 5º, ley 11.192; 7º, ley 11.756 y 5°, ley 12.532). Es decir, la aplicación del 
régimen de consolidación de deudas es un tema a debatir en la etapa de ejecución de sentencia. 
Más aún si consideramos que en determinados casos ella depende del monto que arroje la 
liquidación a practicarse en la causa (v. arts. 1º, ley 11.192; 2º, ley 11.756 y 2°, ley 
12.532).(doctora Kogan, sin disidencia) 
 
 

PROCESO - PRUEBA. PRUEBA - CARGA.    
 
 11. La acción contencioso administrativa se desenvuelve en el marco de un juicio 
pleno en el que tanto el accionante como el demandado poseen amplias facultades para probar 
los hechos justificativos de su pretensión. De ahí que el principio de la carga de la prueba 
determine que cada una de las partes debe probar el presupuesto de hecho de la norma o normas 
que invocare como fundamento de su pretensión, defensa o excepción (conf. arts. 77 inc. 1° de la 
ley 12.008 -texto según ley 13.101- y 375 in fine del Código Procesal Civil y Comercial).(doctora 
Kogan, sin disidencia) 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
B 63.860, 10/06/2015, “Medicine S.R.L. c/ Municipalidad de Pilar s/ Demanda contencioso 
administrativa”. 
Magistrados votantes: de Lázzari - Genoud - Pettigiani - Kogan. 
Contrato administrativo - Incumplimiento. 
La Suprema Corte resolvió hacer lugar parcialmente a la demanda interpuesta y condenar a la 
Municipalidad de Pilar a abonar a la actora la suma de pesos setecientos noventa y cinco mil 
doscientos sesenta y siete ($ 795.267), en concepto de facturas impagas derivadas de la 
prestación del servicio de traslado de pacientes. A dicho importe deberá adicionarse el monto 
debido en concepto de intereses que se calcularán de acuerdo a la tasa que pague el Banco de la 
Provincia de Buenos Aires en los depósitos a 30 días vigente en los distintos períodos de 
aplicación (arts. 7 y 10, ley 23.928, texto según ley 25.561 coincidente en ambas redacciones en 
sus contenidos; 622, Cód. Civil y 5, ley 25.561). (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

CONTRATO ADMINISTRATIVO - INCUMPLIMIENTO.     
 
 1. La falta de pago del servicio prestado por la empresa actora sin motivos válidos 
suficientes o que de existir, no han sido debidamente expresados en sede administrativa ni ante 
esta Corte, trasunta un accionar ilegítimo del comitente pues revela una actitud intempestiva e 
injustificada que ha importado levantar, sin sustento jurídico, un valladar para la normal ejecución 
del contrato.(doctor de Lázzari, sin disidencia) 
 
 

ADMINISTRACIÓN PÚBLICA - BUENA FE.     
 
 2. El principio general de buena fe determina que la Administración, en el ejercicio de 
sus potestades, debe proceder con una conducta leal y honesta. El comportamiento administrativo 
ha de ser el que, según la estimación de la gente, puede esperarse de una persona, evitando 
actitudes confusas, equívocas o maliciosas.(doctor de Lázzari, sin disidencia) 
 
 

INTERESES - TASA PASIVA. INTERESES - TASA PASIVA.    
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 3. En las causa L.94.446, "Ginossi" del 21-X-2009 y C.101.774, "Ponce", ambas sents. 
del 21-10-2009, esta Corte, por mayoría, ha determinado la aplicación de la tasa pasiva, 
reiterando su doctrina anterior. No he suscripto esa posición, por las razones vertidas en el voto 
en minoría obrante en dichas actuaciones. Sin embargo, en el caso concreto de autos, ubicado en 
la competencia originaria de esta Suprema Corte y ante la necesidad de resolver la cuestión, no 
encuentro en la demanda, motivaciones suficientes para sostener la aplicación de la tasa activa, 
no habiéndose incorporado a la causa elementos idóneos ni circunstancias especiales en tal 
sentido, de suerte que no se revela entidad jurídica suficiente para apartarme del criterio 
enunciado.(del voto del doctor de Lázzari) 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
B 64.179, 24/06/2015, “Ramos, Pedro Alberto c/ Municipalidad de José C. Paz s/ Demanda 
contencioso administrativa”. 
Magistrados votantes: de Lázzari - Genoud - Pettigiani - Kogan - Hitters - Negri - Soria. 
Empleado público municipal - Remuneración - Cese. 
La Suprema Corte resolvió por mayoría, hacer lugar parcialmente a la demanda, lo que importa 
condenar a la Municipalidad de José C. Paz al pago de: a) las diferencias adeudadas por la 
reducción de haberes desde abril de 1998 junto con los sueldos dejados de percibir durante los 
meses de septiembre a diciembre de 1999; b) la segunda cuota del sueldo anual complementario 
y las vacaciones del año 1999; c) el salario del mes de enero de 2000 y d) el proporcional de la 
primera cuota del S.A.C. del año 2000. Sobre el monto mencionado dispuso se calculen intereses 
a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en los depósitos a treinta días 
vigente en los distintos períodos de aplicación y hasta la fecha de su pago efectivo (arts. 7 y 10 de 
la ley 23.928, texto según ley 25.561 -coincidente en ambas redacciones en sus contenidos-; 622, 
Código Civil y 5, ley 25.561). (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

ACTO ADMINISTRATIVO - NOTIFICACIÓN. NOTIFICACIONES - REQUISITOS. 
NOTIFICACIONES - VALIDEZ.   
 
 1. El medio elegido para practicar la notificación debe ser idóneo para garantizar que 
el interesado tome conocimiento en forma cierta de los fundamentos y de la parte dispositiva del 
acto administrativo en cuestión, a los efectos de garantizar su adecuada defensa.(doctor de 
Lázzari, sin disidencia) 
 
 

ACTO ADMINISTRATIVO - NOTIFICACIÓN. ACTO ADMINISTRATIVO - EFICACIA.    
 
 2. Constituye principio recibido que los actos administrativos de alcance particular sólo 
adquieren eficacia a partir de la notificación al interesado.(doctor de Lázzari, sin disidencia) 
 
 

ACTO ADMINISTRATIVO - NOTIFICACIÓN.     
 
 3. Este Tribunal tiene decidido que el cumplimiento de los recaudos previstos para 
proceder a la notificación de la resolución administrativa final, en tanto constituye un presupuesto 
indispensable para la existencia del consentimiento, debe surgir en forma categórica. De forma tal 
que en caso de duda acerca del conocimiento por el interesado de la resolución en cuestión -por 
mediar una notificación que no satisface los recaudos exigidos por la legislación procedimental 
aplicable- debe estarse por la inexistencia de notificación (arts. 62, 63 y 67, ord. gral. 
267/1980).(doctor de Lázzari, sin disidencia) 
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NOTIFICACIONES - ALCANCE.     
 
 4. No es posible considerar -en el caso- a la nota dirigida al intendente de fecha 16-III-
2000 (del expte. adm.) los efectos de una notificación personal expresa del decreto de baja, que 
cumpla las exigencias de los arts. 62 y 63 de Ordenanza General 267/1980. Por un lado, porque 
allí el requirente únicamente hizo referencia a que solicitaría la jubilación, sin alusión alguna a su 
desvinculación del cargo ni del acto de baja que dictara la Administración. Por otro, en razón de 
que con esa presentación, se formó un nuevo expediente administrativo de tan sólo tres fojas, sin 
que obre entre ellas el decreto de baja.(doctor de Lázzari, sin disidencia) 
 
 

NOTIFICACIONES - ALCANCE.     
 
 5. No es posible atribuirle -en el caso- al retiro de la certificación de servicios con 
fecha 30-V-2000 o a la nota dejada por el agente en el expte. adm., los efectos de una notificación 
personal expresa del decreto de baja, que cumpla las exigencias de los arts. 62 y 63 de 
Ordenanza General 267/1980. Allí no surge que se le comunicara o se dejara constancia por 
escrito del dictado de acto alguno o se le hiciera entrega de una copia del mismo.(doctor de 
Lázzari, sin disidencia) 
 
 

ACTUALIZACIÓN MONETARIA - APLICACIÓN.     
 
 6. La modificación introducida por la ley 25.561 a la ley 23.928 mantuvo la redacción 
del art. 7º de ésta, en el que sólo cambió el término "australes" por "pesos", estableciendo que el 
deudor de una obligación de dar una suma determinada de pesos cumple su obligación dando el 
día de su vencimiento la cantidad nominalmente expresada y que en ningún caso se admitirá 
actualización monetaria, indexación por precios, variación de costos o repotenciación de deudas, 
cualquiera fuere su causa, ratificándose la derogación dispuesta por su art. 10 de todas las 
normas legales o reglamentarias que establecen o autoricen la indexación por precios, 
actualización monetaria, variación de costos o cualquier otra forma de repotenciación de las 
deudas, impuestos, precios o tarifas de los bienes, obras o servicios.(doctor de Lázzari, mayoría) 
 
 

EMPLEADO PÚBLICO MUNICIPAL - REMUNERACIÓN. ACTO ADMINISTRATIVO - 
NOTIFICACIÓN.    
 
 7. No puede considerarse notificación del decreto 207/1998 -que dispuso disminuir el 
haber mensual de los Adjuntos de Área a partir del 1º-IV-1998, el conocimiento de los descuentos 
practicados que se vio reflejado en los recibos de sueldo del actor -agente municipal de la comuna 
demandada-, pues tal circunstancia en la medida en que no estuvo precedida por la previa 
notificación, se constituyó como una vía de hecho.(doctor de Lázzari, mayoría) 
 
 

EMPLEADO PÚBLICO MUNICIPAL - REMUNERACIÓN. ACCIÓN - PRUEBA.    
 
 8. Corresponde desestimar la defensa de pago opuesta por la demandada, en tanto 
no cumplió con la carga de la prueba sobre tal afirmación (conf. art. 375, CPCC; 77 inc. 1° ley 
12.008 -texto según ley 13.101-). Así, de las constancias arrimadas a este proceso no se advierte 
que el acreedor haya percibido suma alguna: no se acompañaron recibos de pago ni boletas de 
depósito, ni copias de cheques a favor del actor. La manifestación de haber abonado los haberes 
hasta noviembre de 1999, efectuada en esta instancia constituye una simple afirmación de parte, 
sin valor convincente alguno.(doctor de Lázzari, mayoría) 
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ACTO ADMINISTRATIVO - EFICACIA.     
 
 9. La notificación del acto administrativo hace a su eficacia, siendo que desde su 
dictado aquél posee plena validez jurídica y produce los efectos allí previstos sea para crear, 
modificar o extinguir derechos desde la fecha de su emisión.(del voto del doctor Genoud) 
 
 

ACTO ADMINISTRATIVO - NOTIFICACIÓN. ACTO ADMINISTRATIVO - EFICACIA.    
 
 10. Constituye un principio recibido que los actos administrativos de alcance particular 
sólo adquieren eficacia a partir de la notificación al interesado, y sólo excepcionalmente se les 
podrá otorgar eficacia retroactiva cuando se configuren determinadas circunstancias (arts. 110 y 
111, ord. gral. 267/1980).(del voto del doctor Genoud) 
 
 

EMPLEADO PÚBLICO - LEY APLICABLE.     
 
 11. Más allá de la naturaleza que ha de predicarse de la relación de empleo público, 
ha quedado demostrado que ése fue el vínculo laboral que existió entre el actor y el municipio 
accionado. Esa relación no se halla regida en ninguno de sus aspectos por la Ley de Contrato de 
Trabajo porque ésta, de modo expreso, excluye de sus previsiones -en principio y de modo 
directo- a los empleados públicos. De allí se colige que tampoco corresponde, la utilización 
principal y directa de las normas procesales que rigen el debate en el fuero laboral, en la relación 
de empleo público.(del voto del doctor Genoud) 
 
 

PROCESO - PRUEBA. PRUEBA - CARGA.    
 
 12. La demandada debía ofrecer y diligenciar la prueba correspondiente a la defensa 
de pago opuesta (conf. art. 375, CPCC; 77 inc. 1º, ley 12.008 -texto según ley 13.101-) y tal 
actividad no fue cumplida ni en el trámite del procedimiento administrativo ni durante esta 
instancia.(del voto del doctor Genoud) 
 
 

ACTO ADMINISTRATIVO - NOTIFICACIÓN. ACTO ADMINISTRATIVO - EFICACIA.    
 
 13. El acto administrativo por el que se dispone el cese de una relación de empleo es 
de aquellos cuyo contenido exige que su eficacia quede demorada hasta su notificación 
fehaciente al agente.(del voto del doctor Genoud) 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
B 63.949, 15/07/2015, “Busto, Juan Carlos c/ Municipalidad de Morón s/ Demanda 
contencioso administrativa”. 
Magistrados votantes: Genoud - Hitters - Soria - de Lázzari - Pettigiani - Negri - Kogan. 
Empleado público municipal - Remuneración - Emergencia. 
La Suprema Corte resolvió hacer lugar parcialmente a la demanda interpuesta, anulando los actos 
administrativos impugnados y condenando a la Municipalidad de Morón a reintegrar al actor las 
diferencias salariales registradas desde el día 1-VII-1997 -fecha de vigencia del decreto 366/1997, 
art. 3- hasta el 25-IX-1998 -fecha del decreto 1420/1998- en que se restituyó su nivel salarial. A 
los importes que debe abonar la accionada deberá adicionarse la suma que corresponda en 
concepto de intereses, los cuales serán computados a la tasa que pague el Banco de la Provincia 
de Buenos Aires por los depósitos a treinta días, vigente en los distintos períodos de aplicación 
(arts. 7 y 10, ley 23.928, texto según ley 25.561, coincidentes en ambas redacciones en su 
contenido; 622 del C.C. y 5, ley 25.561). Asimismo, por mayoría, condenó a la accionada a pagar 
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al actor en concepto de daño moral la suma de pesos cinco mil ($ 5.000). (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

EXCEPCIÓN DE DEFECTO LEGAL - OBJETO.     
 
 1. La excepción de defecto legal en el modo de proponer la demanda tiene por 
finalidad evitar que las imprecisiones, oscuridad, omisión o error en la demanda impidan su 
contestación o la dificulten de tal modo que resulte incompatible con el derecho de defensa de la 
parte accionada, no procediendo en el caso de ser acogida el rechazo de la acción, sino la fijación 
de un plazo para subsanar la deficiencia que dio motivo a la interposición de dicha 
defensa.(doctor Genoud, sin disidencia) 
 
 

ACTO DISCRECIONAL - REVISIÓN JUDICIAL.     
 
 2. La Administración se encuentra vinculada a la ley y al derecho cuando dicta 
resoluciones concretas, no obstante que éstas eventualmente tengan su origen en potestades 
discrecionales. Y el escrutinio judicial de tal actividad no importa la sustitución del criterio de la 
Administración por el propio del juez, sino que conlleva la constatación de que aquélla se ajustó a 
los límites impuestos por el ordenamiento y cumplió con la finalidad perseguida por el legislador al 
asignarle una facultad de esa naturaleza. Si la discrecionalidad proviene del propio orden jurídico, 
concierne al juez controlar que su ejercicio se ciña a los márgenes establecidos por aquél.(doctor 
Genoud, sin disidencia) 
 
 

ACTO DISCRECIONAL - MOTIVACIÓN. ACTO DISCRECIONAL - REVISIÓN JUDICIAL.    
 
 3. La fundamentación de la decisión administrativa, incluso y especialmente en 
materia de facultades discrecionales, tiende a consolidar la vigencia del principio republicano, que 
impone a los órganos administrativos dar cuenta de sus actos al tiempo que evita que se afecten 
los derechos de impugnación de los particulares alcanzados por la resolución y se impida la 
revisión judicial de la legitimidad y razonabilidad de tales actos.(doctor Genoud, sin disidencia) 
 
 

EMERGENCIA ADMINISTRATIVA - ALCANCE.     
 
 4. La amplia facultad otorgada a los titulares de departamentos ejecutivos de suprimir 
estructuras es ya, en sí misma y así concebida, una atribución de carácter excepcional 
enmarcada en una finalidad legal transitoria de mejoramiento de la organización administrativa. 
No se trata de la potestad propia de la organización del aparato administrativo que incumbe al 
Intendente en tanto ejerce la Jefatura del mismo y que se despliega en el marco de normas 
jurídicas pertinentes y con los límites estatutarios en cuanto afecte a su personal, sino de una 
autorización legal genérica de reorganización estructural con modalidades severas en relación 
con los agentes -disponibilidad y cese- en el marco de una política de racionalización y 
ordenamiento de recursos humanos.(doctor Genoud, sin disidencia) 
 
 

EXCEPCIÓN DE DEFECTO LEGAL - PROCEDENCIA.     
 
 5. No se advierte que exista oscuridad, omisión o error que hayan impedido la 
contestación de la demanda o la dificultaran de tal modo que resulte agraviado el derecho de 
defensa, si pese a las argumentaciones de la demandada con respecto a los defectos, del texto 
de responde surge con claridad que ha sabido concretamente cuál es la pretensión de la actora y 
la magnitud de lo reclamado.(doctor Genoud, sin disidencia) 
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PROCESO - LEY APLICABLE. ACCIÓN - PLAZO.    
 
 6. El nuevo Código de la materia deviene aplicable a las causas iniciadas antes del 15 
de diciembre de 2003, en tanto las normas resulten compatibles con la jurisdicción atribuida a esta 
Suprema Corte por el art. 215, segunda parte de la Constitución provincial. Es por ello que 
teniendo en cuenta que el art. 18 del Código de Procedimiento en lo Contencioso Administrativo, 
ley 12.008, texto según ley 13.101, en su inc. "a", establece un plazo de 90 días para la 
promoción de la demanda cuando se pretende la anulación de actos administrativos de alcance 
particular, el mismo se computará a partir de la fecha de notificación al interesado del acto 
definitivo y que agota la instancia administrativa.(doctor Genoud, sin disidencia) 
 
 

EMERGENCIA ADMINISTRATIVA - ALCANCE. MUNICIPALIDADES - FACULTADES DEL 
INTENDENTE.    
 
 7. La ley 11.685 declaró de interés provincial la reorganización de las estructuras y la 
racionalización y ordenamiento eficaz de los recursos humanos de las municipalidades de la 
Provincia (art. 1). Transitoriamente (art. 2), facultó a los titulares de los departamentos ejecutivos 
municipales a disponer la extinción, supresión, transformación, escisión o fusión de unidades o 
dependencias orgánicas cualquiera sea su denominación o ubicación estructural (art. 3). A su vez, 
autorizó a los intendentes a mantener en situación de disponibilidad y a disponer el cese, por 
razones de buen servicio y con indemnización, al personal de sus dependencias (arts. 4 a 11). Se 
trata de disposiciones de emergencia y transitorias. Ellas, según los propios términos utilizados 
por el legislador, "... ponen en ejercicio el poder de policía en la emergencia, propendiendo al 
mejoramiento de la organización administrativa municipal y regirán hasta el 31 de diciembre de 
1996" (art. 2).(doctor Genoud, sin disidencia) 
 
 

EMERGENCIA ADMINISTRATIVA - ALCANCE. EMPLEADO PÚBLICO MUNICIPAL - 
REMUNERACIÓN.    
 
 8. El ejercicio de la actividad administrativa impone al órgano competente el 
cumplimiento de ciertos requisitos para la validez de sus decisiones. Ello cuanto más como 
sucede en el caso donde se debate la remuneración de los empleados comunales, con el 
consecuente impacto sobre su derecho alimentario.(doctor Genoud, sin disidencia) 
 
 

EMERGENCIA ADMINISTRATIVA - ALCANCE. EMPLEADO PÚBLICO MUNICIPAL - 
REMUNERACIÓN.    
 
 9. La situación de emergencia calificada por ley conlleva el reconocimiento de 
supuestos excepcionales que, en determinados casos y con arreglo al principio de razonabilidad, 
posibilitan la transitoria postergación del derecho de propiedad. Tales lineamientos han sido 
aplicados en materia salarial de los agentes estatales, producto de la emergencia y destacando 
que la reducción no puede modificar la relación de empleo público originariamente establecida 
hasta desvirtuarla en su significación económica, ya sea porque deja de expresar un valor 
retributivo razonable en función del cargo que desempeña el agente, o porque la disminución 
salarial importa la pérdida de su posición jerárquica o escalafonaria.(doctor Genoud, mayoría) 
 
 

EMERGENCIA ADMINISTRATIVA - ALCANCE. MUNICIPALIDADES - FACULTADES DEL 
INTENDENTE.    
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 10. Cuando se ha querido otorgar potestades de emergencia a los titulares de los 
departamentos ejecutivos municipales -v.gr. para que decreten el cese de trabajadores 
municipales por razones de buen servicio bajo habilitación legal, mediante norma transitoria y de 
emergencia, conf. ley 11.685- lo ha dispuesto en términos expresos (art. 6).(doctor Genoud, 
mayoría) 
 
 

EMERGENCIA ADMINISTRATIVA - ALCANCE. MUNICIPALIDADES - FACULTADES DEL 
INTENDENTE.    
 
 11. La medida impugnada en la especie, cuya motivación se sustenta exclusivamente 
en la situación de emergencia declarada por ley, tampoco encuentra suficiente sustento jurídico 
en las facultades reconocidas al Intendente en el art. 9 incs. "a" y "b" de la ley 11.757, que 
autorizan la supresión de cargos o funciones en el marco de las reestructuraciones generales o 
sectoriales de dependencias municipales.(doctor Genoud, mayoría) 
 
 

EMERGENCIA ADMINISTRATIVA - ALCANCE.     
 
 12. El ámbito de actuación de la Administración en el marco de la emergencia no 
puede concebirse con una amplitud tal que conlleve una suerte de autorización para variar el 
contenido mismo del texto legal aplicado, al grado de prescindir de la específica atribución de 
competencias que contiene.(doctor Genoud, mayoría) 
 
 

ACTO ADMINISTRATIVO - LEGALIDAD. EMERGENCIA ADMINISTRATIVA - ALCANCE.    
 
 13. La sujeción de la Administración al principio de legalidad impone a sus órganos y 
entidades un obrar consistente con el ordenamiento jurídico. La observancia de tal estándar 
adquiere singular relevancia cuando se trata de potestades más intensas y de excepción, 
conferidas para paliar una situación de emergencia.(doctor Genoud, mayoría) 
 
 

ACTO ADMINISTRATIVO - IMPUGNACIÓN. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO - 
FORMALISMO MODERADO.    
 
 14. Este Tribunal ha asignado efectos impugnatorios a la firma en disconformidad 
inserta por el interesado al momento de notificarse del acto que le genera agravio. Tal 
razonamiento reposa en el principio de informalismo o formalismo moderado a favor del 
interesado que rige el trámite administrativo (conf. doct. arts. 39 primer párrafo, 69, 75, 88 y 
concs. de la Ordenanza General 267/1980) y permite soslayar los reparos formales opuestos a la 
admisibilidad de la pretensión.(del voto del doctor Genoud) 
 
 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO - FORMALISMO MODERADO.     
 
 15. La flexibilidad se impone cuando la manifestación de disconformidad expresada 
por el recurrente al tiempo de la notificación del acto cuestionado es complementada con una 
suficiente expresión de fundamentos de la impugnación, en tiempo razonable.(del voto del doctor 
Genoud) 
 
 

DAÑOS Y PERJUICIOS - INDEMNIZACIÓN. DAÑO MORAL - PROCEDENCIA.    
 
 16. Cabe presumir la existencia del daño moral y, por ende, su procedencia (arts. 522, 
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1078, 1109 y conos., Cód. Civil). Tal circunstancia ha de tenerse por demostrada por el sólo 
hecho de la acción antijurídica -daño in re ipsa- y es al responsable de ésta a quien incumbe 
acreditar la existencia de una situación objetiva que excluya la posibilidad de un daño 
moral.(doctor Hitters, mayoría) 
 
 

DAÑO MORAL - PRUEBA.     
 
 17. La determinación del monto de indemnización por agravio moral, conforme el 
principio de carga interactiva y dinámica de la prueba, corresponde en general supeditarlo a la 
demostración que sobre la magnitud del mismo efectúe el peticionante y, en tal caso, a la prueba 
en contrario de la demandada (doct. arts. 375, C.P.C.C.; 77 inc. 1 de la ley 12.008 -texto según 
ley 13.101-). En estos autos la actora no ha aportado esas probanzas, por lo tanto, corresponde 
que este Tribunal determine prudencialmente el quantum de la indemnización (arts. 165, 
C.P.C.C.; 77 inc. 1, ley 12.008 -texto según ley 13.101-).(doctor Hitters, mayoría) 
 
 

PACTO SAN JOSÉ DE COSTA RICA - ALCANCE. TRATADOS INTERNACIONALES - 
APLICACIÓN.    
 
 18. Cabe afirmar que: i) la aplicación del artículo 8.1 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos es extensible a las autoridades administrativas; ii) el elenco de 
garantías mínimas allí previstas debe respetarse en tal tipo de procedimiento y en cualquier otro 
cuya decisión pueda afectar los derechos de las personas y iii) el conocimiento de todos los 
antecedentes existentes en las actuaciones administrativas es un presupuesto insoslayable de 
una efectiva y útil participación del interesado. Y ello no es sino un derivado esencial del 'debido 
proceso', entendido como el conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias 
procesales a efectos de que las personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus 
derechos ante cualquier acto del Estado que pueda afectarlos.(del voto del doctor Hitters) 
 
 

PACTO SAN JOSÉ DE COSTA RICA - ALCANCE. TRATADOS INTERNACIONALES - 
APLICACIÓN.    
 
 19. El artículo 8.1 de la CADH (que dispone que en la determinación de los derechos y 
obligaciones de las personas, de orden penal, civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter, se 
deben observar "las debidas garantías" que aseguren, según el procedimiento de que se trate, el 
derecho al debido proceso) no se aplica solamente a jueces y tribunales judiciales, ya que las 
garantías que establece deben ser observadas en los distintos procedimientos en que los órganos 
estatales adoptan decisiones sobre la determinación de los derechos de las personas, toda vez 
que el Estado también confiere a autoridades administrativas, colegiadas o unipersonales, la 
función de adoptar decisiones que determinan derechos.(del voto del doctor Hitters) 
 
 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO - VISTA DEL EXPEDIENTE. JUSTICIA - ACCESO.    
 
 20. El conocimiento de todos los antecedentes existentes en las actuaciones 
administrativas es un presupuesto insoslayable de una efectiva y útil participación del interesado. 
Dicha participación deberá tener como finalidad el acceso a la justicia, el conocimiento de la 
verdad de lo ocurrido y el otorgamiento de una justa reparación.(del voto del doctor Hitters) 
 
 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO - RECURSOS. JUSTICIA - ACCESO.    
 
 21. El agotamiento de la vía administrativa -tratándose de pretensiones impugnatorias- 
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en numerosas oportunidades (toda vez que el acto administrativo no emane de autoridad con 
competencia resolutoria final o delegada por aquella [conf. Art. 14 del C.P.C.A., ley 12.008]), 
depende del tránsito recursivo, de modo tal que la inadmisibilidad de la impugnación en dicho 
ámbito, impide el consecuente enjuiciamiento judicial, lo que resulta contrario a la amplia regla de 
accesibilidad jurisdiccional (arts. 18 Const. nacional; 8 y 25 Convención Americana; 15 Const. 
provincial).(del voto del doctor Hitters) 
 
 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO - VISTA DEL EXPEDIENTE.     
 
 22. La norma de procedimiento administrativo municipal (ordenanza general 267/80) 
establece el principio de libre acceso al expediente durante todo su trámite. Si tal principio rigiera 
sin fisuras no haría falta establecer los efectos del pedido de vista -o de obtención de fotocopias-, 
porque estos se verían satisfechos en el mismo instante en que fueren requeridos.(del voto del 
doctor Hitters) 
 
 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO - VISTA DEL EXPEDIENTE.     
 
 23. Si la parte pide por escrito la vista de las actuaciones administrativas -o fotocopias 
de las mismas-, cabe presumir que lo hace porque no ha podido acceder a las mismas de la 
manera allí prescripta. De tal modo, resultando que el acceso irrestricto al expediente durante 
todo su trámite es un derecho del interesado, de las limitaciones a su ejercicio no podrían 
derivarse consecuencias en su contra.(del voto del doctor Hitters) 
 
 

GARANTÍAS CONSTITUCIONALES - DEBIDO PROCESO. PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO - PRINCIPIOS.    
 
 24. El debido proceso adjetivo supone el completo conocimiento de los antecedentes 
por parte del afectado, a efectos de poder formular una adecuada defensa de sus derechos e 
intereses. En particular, la exigencia de interposición fundada de los recursos administrativos, en 
plazos breves y perentorios (artículos 74; 89 [revocatoria]; 92 [jerárquico] y 94 [apelación], todos 
de la ordenanza general 267/80; 74, 89, 92 de la ordenanza 11.654 del Municipio de Morón), 
potencia dicha necesidad.(del voto del doctor Hitters) 
 
 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO - VISTA DEL EXPEDIENTE.     
 
 25. La efectividad de la concesión de la vista requerida supone que el interesado se 
encuentre en condiciones de interponer un recurso útil. No podría considerarse ajustado al debido 
proceso, al principio de la "buena fe", a la "confianza legítima" que la Administración concediera la 
vista de las actuaciones -o autorizara la obtención de fotocopias- una vez vencido el plazo para 
recurrir, para luego sostener que -por tal razón- el recurso es inadmisible; tampoco lo sería que la 
facilitara faltando un plazo exiguo para el vencimiento del previsto para la interposición del 
recurso, porque de tal modo no garantizaría la participación efectiva y útil del interesado.(del voto 
del doctor Hitters) 
 
 

JUSTICIA - ACCESO. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO - VISTA DEL EXPEDIENTE.    
 
 26. Las cláusulas de los artículos 15 y 166, último párrafo, de la Constitución de la 
Provincia de Buenos Aires promueven el acceso a la jurisdicción en la materia contencioso 
administrativa, orientan la interpretación del Código Procesal Administrativo y, de manera 
equivalente, influyen en la apreciación de las normas reguladoras de los procedimientos 
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administrativos, en la medida en que diversos asuntos contenciosos terminan de configurarse 
como tales una vez tramitadas actuaciones ante la propia Administración Pública.(del voto del 
doctor Soria) 
 
 

LEGÍTIMA CONFIANZA - ALCANCE.     
 
 27. El principio de protección a la confianza legítima, relacionado con los más 
tradicionales en nuestro ordenamiento, de la buena fe y la seguridad jurídica, y plenamente 
aplicable a las relaciones entre la administración y los particulares, tiende a evitar que la autoridad 
pública adopte medidas contrarias a la expectativa razonable inducida por anteriores decisiones o 
comportamientos de sus órganos y en función de los cuales los interesados actuaron u orientaron 
sus propias decisiones.(del voto del doctor Soria) 
 
 

ACTO ADMINISTRATIVO - NOTIFICACIÓN. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO - PLAZOS.    
 
 28. La notificación válida de un acto administrativo lesivo permite al destinatario 
conocer la decisión que la autoridad ha dictado. Pero no implica el acceso al expediente, que en 
muchos casos puede ser indispensable o simplemente provechoso para un cuestionamiento 
eficaz del acto válidamente notificado. Si los plazos siguen corriendo mientras el interesado 
aguarda el cumplimiento del trámite esencial de la vista lo más probable es que sobrevenga su 
indefensión.(del voto del doctor Soria) 
 
 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO - VISTA DEL EXPEDIENTE.     
 
 29. El otorgamiento de la vista está desprovisto de complejidades. Se concreta 
mediante un trámite harto sencillo, que puede decidirse y realizarse muy rápidamente. La 
duración de su efecto suspensivo se prolonga desde la solicitud hasta la toma de conocimiento 
del expediente.(del voto del doctor Soria) 
 
 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO - PRINCIPIOS. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO - 
VISTA DEL EXPEDIENTE.    
 
 30. En el procedimiento administrativo la búsqueda de la verdad objetiva y el 
pronunciamiento oportuno del acto que fundadamente resuelve conforme a derecho las 
cuestiones planteadas son pilares fundamentales. Quien peticiona en calidad de interesado no es 
contendiente de la autoridad pública, sino un colaborador en la realización de tales propósitos; y 
así debe ser considerado. Que a la Administración le sea solicitado el examen de las actuaciones 
para la mejor estructuración de un recurso contra algún acto suyo, en nada debería afectarla. Por 
el contrario, una mejor información del asunto redundará positivamente sobre la precisión y 
seriedad de los planteos que se le formulen. Con esa actitud y bajo el prisma de la buena fe debe 
acordarse y tramitarse la vista.(del voto del doctor Soria) 
 
 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO - VISTA DEL EXPEDIENTE.     
 
 31. Cuando el interesado solicita el acceso al expediente se presume que necesita 
conocer documentos o datos de éste que ignora. Si ello es retaceado, porque se lo concede 
parcialmente, o si es desvirtuado, porque se lo hace posible una vez vencido el plazo para 
impugnar el acto sin conferirle a la correspondiente diligencia valor suspensivo, tarde o temprano 
el interesado quedará emplazado por obra de la Administración ante la disyuntiva, probablemente 
tan arbitraria como fatal, de impugnar "a ciegas" lo decidido o insistir con sus pedidos asumiendo 
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el riesgo de la no contestación (y consecuente firmeza) del acto. Un escenario que en cualquier 
caso agraviará su derecho de defensa y que por cierto infringe la buena fe exigible a toda entidad 
pública, sin beneficio para el interés general.(del voto del doctor Soria) 
 
 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO - VISTA DEL EXPEDIENTE. VISTA DEL EXPEDIENTE - 
EFECTOS.    
 
 32. La falta de una disposición específica reguladora de la pregonada eficacia 
suspensiva no justifica privar a la solicitud de vista aceptada de esa consecuencia; menos aún 
cuando ella es una derivación que condice con los principios del ordenamiento. Aunque nada se 
diga, todo indica que semejante actuar (el pedido y el otorgamiento de la vista) lleva ínsito -o 
permite deducir- la neutralización del iter procedimental, resultado no escindible que corre a la par 
de la toma de conocimiento del expediente.(del voto del doctor Soria) 
 
 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO - VISTA DEL EXPEDIENTE. VISTA DEL EXPEDIENTE - 
EFECTOS.    
 
 33. El otorgamiento de la vista en las condiciones comprobadas en el caso implica y 
conlleva el despacho suspensivo, por ser ella la solución más compatible con los principios y 
garantías en juego.(del voto del doctor Soria) 
 
 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO - VISTA DEL EXPEDIENTE.     
 
 34. El régimen de procedimientos administrativos consagra con amplitud el derecho de 
libre acceso al expediente de la parte interesada, su apoderado o letrado patrocinante (art. 11 de 
la Ordenanza de Procedimiento Administrativo 11.654 de la Municipalidad de Morón aplicable en 
la especie -texto análogo a la norma contenida en el decreto ley 7647/1970 y la ord. gral. 267-). La 
norma procura evitar obstáculos que perturben el examen de las actuaciones. Pero también ha 
venido a precisar con claridad que el acceso al expediente tiene lugar no sólo en determinadas 
etapas del procedimiento sino, como reza el texto, ". durante todo su trámite".(del voto del doctor 
Soria) 
 
 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO - VISTA DEL EXPEDIENTE.     
 
 35. En la causa "Müller" este Tribunal abandonó la doctrina sentada, con anterior 
composición, en la causa B. 48.328, "D'Anbar S.A." (sent. de 22-XII-1987); precedente en el que 
se resolvió: i] que la vista del expediente es "inconducente" a tenor del libre acceso al expediente 
que surge del art. 11; ii] que no interrumpe plazo recursivo alguno, pues no se ha establecido 
previsión al respecto. Elaborada antes de la reforma constitucional de 1994, aunque seguida en 
algunos casos posteriores, la interpretación que preside lo resuelto en "D'Anbar S.A." se confunde 
en la bruma de un análisis literal del decreto ley 7647/70 que no permite comprender el valor del 
instituto del pedido de vista del expediente en el procedimiento administrativo, en función de la 
garantía de la defensa en esa sede (art. 15, Const. Pcial.) y el debido proceso adjetivo y que 
favorece prácticas reñidas con el principio de la buena fe, en virtud del cual la administración, en 
el ejercicio de sus potestades, debe observar una conducta leal, honesta y diligente, tanto en el 
curso de las tramitaciones como en las relaciones con terceros.(del voto del doctor Soria) 
 
 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO - VISTA DEL EXPEDIENTE.     
 
 36. A falta de previsión expresa los órganos de la administración deben asignar a la 
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petición de vista eficacia suspensiva de los plazos impugnativos en curso, en absoluto extensos 
sino caracterizados por su exigüidad (v. arts. 89, 92, 94, 95 y concs., dec. ley 7647/70; los propios 
de la ord. gral. 267 y de la ordenanza 11.654 de Morón).(del voto del doctor Soria) 
 
 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO - VISTA DEL EXPEDIENTE.     
 
 37. Cuando la Administración hace lugar al pedido de vista entregando copias del 
expediente genera en el interesado una legítima expectativa de que habría de serle factible, tras 
el examen de las actuaciones, articular en tiempo hábil el recurso que estimara pertinente para 
una mejor defensa de sus derechos; expectativa que sólo puede alimentarse a partir del 
reconocimiento de la eficacia suspensiva de la tramitación, consecuencia ésta que, para más, 
posee una lógica indisputable y un perfecto acomodamiento al orden jurídico.(del voto del doctor 
Soria) 
 
 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO - PRINCIPIOS.     
 
 38. La eficacia, la consecuente celeridad del procedimiento (arts. 48, 50 y concs., dec. 
ley 7647/70 y concs. de la ord. gral. 267 y la 11.654 de la Municipalidad de Morón) y la 
perentoriedad e improrrogabilidad de los plazos recursivos (art. 74, primer párrafo, normas cit.), 
son directrices o reglas que no giran en el vacío. Deben armonizarse con la garantía de la tutela 
en vía administrativa, de explícita base constitucional (art. 15, Const. Pcial.), en el entendimiento 
de que la celeridad contribuye a gestionar con eficacia el procedimiento, pero la garantía de la 
defensa es condición primordial de su validez.(del voto del doctor Soria) 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
B 63.632, 12/08/2015, “Ruiz, Beatriz Margarita c/ Provincia de Buenos Aires (Poder Judicial) 
s/ Demanda contencioso administrativa”. 
Magistrados votantes: Kogan - Genoud - Soria - Domínguez. 
Empleado judicial - Remuneración. 
La Suprema Corte resolvió rechazar la demanda interpuesta mediante la cual la accionante 
pretendiera la anulación de la resolución 2596 de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de 
Buenos Aires por la que se rechazó la petición del pago de la bonificación salarial prevista por el 
art. 41 de la ley 10.475, en concepto de bloqueo parcial de su título profesional; al considerar, 
entre otros fundamentos, que no surge que la accionante, en su calidad de agente del Poder 
Judicial sufra una inhabilitación legal mediante el bloqueo parcial del título para su libre actividad 
profesional, a no ser la que con carácter general rige para todos los empleados del Poder Judicial, 
situación que no autoriza el otorgamiento del beneficio en cuestión. (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

PODER JUDICIAL - EMPLEADOS.     
 
 1. Mediante la acordada 2172, dictada por la Suprema Corte, se especificó, detalló o 
precisó, en forma general e impersonal, una disposición legislativa (art. 41, ley 10.475) 
presentándose así los datos que hacen a la esencia de toda reglamentación, en tanto concreción 
ordenada por medio de normas objetivas de otras de mayor generalidad.(doctora Kogan, sin 
disidencia) 
 
 

EMPLEADO PÚBLICO - REMUNERACIÓN. ADICIONALES - BLOQUEO DE TÍTULO.    
 
 2. El adicional por bloqueo de título es un beneficio que se reconoce ante la 
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inhabilitación legal contemplada en los regímenes específicos de cada profesión así como 
también, ante la prohibición de ejercicio profesional que pudiese disponer la autoridad competente 
-para el caso la Suprema Corte de Justicia- si así lo entendiera oportuno.(doctora Kogan, sin 
disidencia) 
 
 

EMPLEADO JUDICIAL - INCOMPATIBILIDADES.     
 
 3. Las supuestas inhabilidades denunciadas en el caso, en realidad constituyen 
incompatibilidades que intentan evitar que se perturbe el cumplimiento de la función administrativa 
y se perjudique la dedicación que exige la función conf. art. 66 del Ac. 2300 SCBA.(doctora 
Kogan, sin disidencia) 
 
 

EMPLEADO JUDICIAL - INCOMPATIBILIDADES.     
 
 4. Las incompatibilidades consagradas en las normas que rigen la relación de empleo 
público pueden revestir el carácter de impedimentos materiales, tal como resulta de los 
considerandos de la Res. 879/81 que establece que la inscripción de peritos para actuar en 
designaciones de oficio, supone asumir el compromiso de quien acepta la pericia de cumplir con 
integridad, dedicación y en término, la tarea encomendada, lo que ".obligará al perito a atender 
exclusivamente hasta elaborar el respectivo informe, desplazando momentáneamente otros 
compromisos profesionales"; o bien, pueden originarse en la oposición de intereses del empleado 
público con los propios de la Administración, que siempre deben prevalecer.(doctora Kogan, sin 
disidencia) 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
A 70.347, 20/05/2015, “Fisco de la Provincia de Buenos Aires c/ Sancor Cooperativa Unidas 
Ltda. y otros s/ Medida cautelar autónoma (Ac. 107.071). Recurso de queja por denegación 
de recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley”. 
Magistrados votantes: Pettigiani - Hitters - Kogan - Genoud. 
RIL-Absurdo - Demostración - Costas - Imposición. 
La Suprema Corte resolvió rechazar el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto 
contra el pronunciamiento de la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo que 
declaró desierto el recurso de apelación de la parte demandada, con costas (arg. arts. 260 y 261, 
C.P.C.C.; 6 y 25 de la ley 13.406) y, consecuentemente, decidió confirmar la sentencia de primera 
instancia que resolvió imponer las costas a la demandada en una incidencia dentro del proceso de 
medida cautelar autónoma que iniciara el Fisco de la Provincia de Buenos Aires contra Sancor 
Cooperativa Unidas Limitadas y otros, con el fin de resguardar el crédito fiscal por una deuda de 
ingresos brutos; al considerar, entre otros fundamentos, que es fácil deducir que si a la resolución 
que decide sobre medidas cautelares (no definitiva) le corresponde el plazo de apelación 
establecido en el art. 55 incs. 1 y 2, la imposición de costas, en razón de su accesoriedad, será 
apelable en el mismo término, es decir 5 días, por lo tanto el planteo intentado por la recurrente 
respecto a que la resolución apelada en sus efectos es definitiva y que por ello debe aplicarse el 
plazo de diez días es una interpretación que no deriva, ni se corresponde con la letra de las 
normas transcriptas. De este modo, la invocación de absurdo realizada por la recurrente respecto 
a la aplicación normativa efectuada por la alzada resulta una alegación que no sólo no se ha 
acreditado sino que incluso ha sido insuficientemente planteada. (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

RIL - GARANTÍAS CONSTITUCIONALES.     
 
 1. Resulta estéril la generalizada denuncia acerca de la infracción de preceptos 
constitucionales cuando ésta queda subordinada a una no probada violación de normas de 
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derecho común, sin que se haya acreditado la errónea aplicación de éstas.(doctor Pettigiani, sin 
disidencia) 
 
 

RIL - EXPRESIÓN DE AGRAVIOS.     
 
 2. Si la Cámara, en ejercicio de facultades que le son propias, hizo una valoración de 
la expresión de agravios arribando a la conclusión de que no reunía los requisitos del art. 260 del 
Código Procesal Civil y Comercial, resulta ineficaz el recurso extraordinario de inaplicabilidad de 
ley que denuncia la violación de dicho artículo, sin demostrar que esa conclusión del tribunal sea 
producto de un razonamiento absurdo.(doctor Pettigiani, sin disidencia) 
 
 

RIL-ABSURDO - DEMOSTRACIÓN. RIL - DISCREPANCIA DEL RECURRENTE.    
 
 3. Las meras discrepancias con la decisión de la Cámara no son base idónea de 
agravios ni configuran absurdo que den lugar al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, 
puesto que dicha anomalía queda configurada cuando media cabal demostración de su 
existencia, lo que implica poner de relieve un error palmario y fundamental.(doctor Pettigiani, sin 
disidencia) 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
A 70.896, 20/05/2015, “Martínez, Domingo Arnaldo c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires 
s/ Pretensión indemnizatoria. Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley”. 
Observaciones del fallo: Dictado por mayoría de fundamentos concordantes 
Magistrados votantes: Negri - Kogan - de Lázzari - Soria - Hitters. 
RIL - Banco Provincia - Personal temporario. 
La Suprema Corte resolvió por mayoría de fundamentos concordantes, hacer lugar parcialmente 
al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto y revocar el fallo impugnado, 
condenando a la demandada a abonar al actor una suma de dinero en concepto de 
indemnización, que se determinará de conformidad con el régimen establecido en los arts. 11 y 30 
inc. "b" de la ley 10.430 (arts. 165 y 289 inc. 2 del C.P.C.C. y 77 inc. 1 de la ley 12.008, texto 
según ley 13.101). (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

EMPLEADO PÚBLICO - PERSONAL TEMPORARIO.     
 
 1. Las designaciones del personal de planta temporaria deben responder, 
necesariamente, a las pautas fijadas en las normas respectivas. Es decir, resulta menester 
consignar en tales actos cuáles son los servicios, obras o tareas a las que se destinará al agente, 
en tanto, el plantel temporario (personal mensualizado y jornalizado) se compone con aquellos 
empleados necesarios para la ejecución de servicios, explotaciones, obras o tareas de carácter 
temporario, eventual o estacional, que no pueden ser realizados con personal permanente de la 
Administración.(doctor Negri, minoría) 
 
 

ESTABILIDAD EMPLEADO PÚBLICO - PERSONAL TEMPORARIO.     
 
 2. Si bien no cabe duda que el derecho a la estabilidad en el empleo no posee 
carácter absoluto, cuando la relación laboral se ha consolidado en mérito del desempeño efectivo 
de tareas propias del personal permanente y de la continuidad en ellas durante el plazo señalado 
precedentemente, la garantía de estabilidad no puede ser desconocida mediante una conducta 
irrazonable y abusiva de la autoridad administrativa.(doctor Negri, minoría) 
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BANCO PROVINCIA - PERSONAL TEMPORARIO. ESTABILIDAD EMPLEADO PÚBLICO - 
ALCANCE.    
 
 3. Cuando las funciones desarrolladas por un agente de planta temporaria son 
actividades normales de una entidad bancaria, que pueden ser prestadas con personal estable de 
la misma, la conducta de la demandada, al designar al actor en forma sucesiva e ininterrumpida 
por un lapso de diez años, deviene carente de razonabilidad. Se manifiesta como un ejercicio 
abusivo de las facultades que el ordenamiento jurídico le otorga para designar agentes de planta 
temporaria, que intenta frustrar, de manera ilegítima, el derecho a la estabilidad que asignan a los 
empleados públicos las cláusulas constitucionales en vigencia (arts. 14 bis, Constitución nacional 
y 103 inc. 12, Constitución provincial) y que tienen carácter operativo.(doctor Negri, minoría) 
 
 

EMPLEADO PÚBLICO - PERSONAL TEMPORARIO.     
 
 4. Los agentes de planta temporaria -mensualizados o jornalizados- participan de un 
status de excepción, no poseyendo mas derechos que los previstos, en modo expreso o 
razonablemente implícito, en el régimen jurídico que ha disciplinado su incorporación y 
desempeño en la relación de empleo.(doctora Kogan, mayoría) 
 
 

EMPLEADO PÚBLICO - PERSONAL TEMPORARIO.     
 
 5. El punto de partida para determinar la naturaleza del vínculo habido entre el agente 
y la Administración está dado por la modalidad de la designación; sin que la existencia de 
sucesivas renovaciones del contrato o la antigüedad en el nombramiento con carácter de personal 
contratado, habiliten a tener por modificada la situación de revista.(del voto de la doctora Kogan) 
 
 

EMPLEADO PÚBLICO - PERSONAL TEMPORARIO.     
 
 6. La doctrina de los fallos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en las causas 
"Ramos", "Sánchez" (ambas sents. del 6-IV-2010),  y "Cerigliano" (sent. del 19-IV-2011), 
encuentra sustento en dos circunstancias fundamentales: por un lado, la relativa a que la 
naturaleza jurídica de una institución debe ser definida, fundamentalmente, por los elementos que 
la constituyen, con independencia  de las denominaciones que se le otorguen; por el otro, lo 
atinente a que resulta una evidente desviación de poder la contratación de servicios por tiempo 
determinado con el objeto de encubrir relaciones laborales de carácter permanente.(del voto de la 
doctora Kogan) 
 
 

BANCO PROVINCIA - PERSONAL TEMPORARIO.     
 
 7. La imposibilidad de modificar la estructura jurídica del vínculo, por cualquier otra 
consideración que no sea la del acto de designación, desplaza la argumentación del actor en 
torno a los arts. 14 bis de la Constitución Nacional.(del voto de la doctora Kogan) 
 
 

BANCO PROVINCIA - PERSONAL TEMPORARIO. DAÑOS Y PERJUICIOS - INDEMNIZACIÓN.    
 
 8. A fin de establecer el importe de la indemnización y a falta de previsiones 
legislativas específicas, teniendo en cuenta la naturaleza del vínculo que involucra este proceso y 
procurando obtener lineamientos objetivos y razonables en la tarea que encomienda al juzgador el 
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art. 165 del Código Procesal Civil y Comercial -aplicable al caso en los términos del art. 77 inc. 1° 
de la ley 12.008, texto según ley 13.101- en punto a la determinación del quantum de la 
indemnización, debe acudirse a una solución que, por analogía, repare debidamente los perjuicios 
causados. En el marco del derecho público provincial el régimen establecido en los arts. 11 y 30 
inc. b) de la ley 10.430 satisface dichas exigencias.(del voto de la doctora Kogan) 
 
 

INTERESES - RECLAMO. SENTENCIA - CONGRUENCIA.    
 
 9. Si el actor no incluyó el rubro intereses en el escrito de demanda, no corresponde 
incluirlos en la condena en tanto no puede condenarse a la accionada a cumplir una obligación 
que no integra la litis, ya que afectaría el principio de congruencia en su vinculación con el 
derecho de defensa en juicio.(del voto de la doctora Kogan) 
 
 

INTERESES - RECLAMO. SENTENCIA - CONGRUENCIA.    
 
 10. Es doctrina reiterada de este Tribunal que si el rubro intereses no fue objeto de 
petición en la demanda, no puede condenarse a la accionada a cumplir una obligación que no 
integra la litis, ya que afectaría el principio de congruencia en su vinculación con el derecho de 
defensa en juicio.(del voto del doctor de Lázzari) 
 
 

SENTENCIA - CONGRUENCIA. INTERESES - RECLAMO.    
 
 11. Si el rubro intereses no fue objeto de petición en la demanda, no puede 
condenarse a la accionada a cumplir una obligación que no integra la litis, ya que afectaría el 
principio de congruencia en su vinculación con el derecho de defensa en juicio.(del voto del doctor 
Hitters) 
 
 

EMPLEO PÚBLICO - RÉGIMEN LEGAL. ESTABILIDAD EMPLEADO PÚBLICO - ALCANCE. 
EMPLEO PÚBLICO - RÉGIMEN LEGAL. ESTABILIDAD EMPLEADO PÚBLICO - ALCANCE.  
 
 12. El empleo público debe considerarse un género que comprende diversas 
especies, por cuanto la relación en virtud de la cual un agente presta servicios a favor de la 
Administración, de modo personal, en forma dependiente y en principio, a título oneroso, con 
sujeción a un régimen de derecho público, puede ser: i) estable, permanente, por tiempo 
indefinido, o, en cambio, ii) carecer de dicha nota de permanencia e indefinición de su duración, 
estableciéndose con sujeción a un tiempo o condición (vgr. la gestión de determinada autoridad; 
el vencimiento de un plazo; la superación de necesidades eventuales o estacionales). De allí que 
no todo empleado público goce de la estabilidad propia que a su favor y en el interés público 
prevén en los arts. 14 bis de la Constitución nacional y 103 inc.12 de la Constitución 
provincial.(del voto del doctor Hitters) 
 
 

EMPLEADO PÚBLICO - PERSONAL TEMPORARIO.     
 
 13. No toda relación de empleo público en virtud de la cual un agente presta servicios 
a favor de la Administración, de modo personal, en forma dependiente y en principio, a título 
oneroso, con sujeción a un régimen de derecho público; conlleva la garantía de estabilidad 
consagrada en los arts. 14 bis de la Constitución nacional y 103 inc. 12 de la Constitución 
provincial.(del voto del doctor Hitters) 
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EMPLEADO PÚBLICO MUNICIPAL - PERSONAL TEMPORARIO.     
 
 14. La doctrina de este Tribunal según la cual el personal de planta temporaria -vgr. 
agentes mensualizados y jornalizados- participa de un estatus de excepción, no poseyendo más 
derechos que los previstos, en modo expreso o razonablemente implícito, en el régimen jurídico 
que ha disciplinado su incorporación y desempeño en la relación de empleo, en principio, no 
merece ser revisada. En principio, porque es posible que, en algún supuesto en que pudiera 
acreditarse un abuso en la utilización de estas figuras transitorias por parte de la Administración, 
dicha doctrina resultare inaplicable.(del voto del doctor Hitters) 
 
 

EMPLEADO PÚBLICO - PERSONAL TEMPORARIO.     
 
 15. Cierto es que esta Corte sostuvo que las sucesivas renovaciones del contrato no 
llevan a efectuar una interpretación diferente, toda vez que ni la antigüedad en el nombramiento 
con carácter de personal mensualizado, ni la índole de las tareas realizadas en una situación 
idéntica a la del personal de planta permanente, habilitan a tener por modificada la situación de 
revista, desde que es el acto de designación el que imprime el régimen aplicable a la relación. 
Dicha doctrina guardaba coherencia con la predicada por la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación. Si se analiza el desarrollo argumental mayoritario y concurrente en "Ramos", los votos 
disidentes de "Sánchez" y los fundamentos de "Cerigliano", se advierte que la Corte federal ha 
virado hacia un criterio más apegado a la realidad, invitando a los órganos inferiores a hacer lo 
propio. Así, ha advertido -en algunos supuestos- la existencia de una desviación de poder por 
parte de la Administración ante la contratación de servicios por tiempo determinado, que son 
renovados por largos períodos, con el propósito, en definitiva, de encubrir vínculos laborales de 
carácter permanente.(del voto del doctor Hitters) 
 
 

EMPLEADO PÚBLICO - PERSONAL TEMPORARIO. DAÑOS Y PERJUICIOS - 
INDEMNIZACIÓN.    
 
 16. Es dable considerar aplicables en estos supuestos, a los fines de determinar el 
alcance de la indemnización, los arts. 30 inc. b) de la ley 10.430 (ámbito provincial) y 24 de la ley 
11.757 (ámbito municipal), o las regulaciones similares existentes en otros estatutos 
sectoriales.(del voto del doctor Hitters) 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
A 71.852, 20/05/2015, “Bitar, Delia Juana c/ Dirección General de Cultura y Educación s/ 
Amparo. Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley”. 
Magistrados votantes: Negri - Kogan - de Lázzari - Pettigiani. 
RIL - Impugnación insuficiente - Docentes. 
La Suprema Corte resolvió rechazar el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto 
contra el pronunciamiento de la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo que 
confirmó la sentencia de primera instancia que desestimó la acción de amparo, mediante la cual la 
actora solicitara su titularización definitiva en el cargo de vicedirectora que venía desempeñando 
en carácter provisional, ello en tanto la Dirección General de Cultura y Educación había dispuesto 
el llamado a concurso para su cobertura definitiva; al considerar, entre otros fundamentos, que el 
recurso extraordinario interpuesto prescinde de formular una crítica concreta y efectiva a la 
motivación central sobre la que se asienta el pronunciamiento atacado, referido a la imposibilidad 
de acceder a la titularización de un cargo desempeñado en forma provisional, sin tener que 
participar en el concurso que fuera convocado, pues conforme lo explica la alzada la circunstancia 
de que pudiera existir un incumplimiento de la Administración, por la demora en la convocatoria, 
nunca podría traer como consecuencia la adquisición definitiva del cargo en cabeza de quien lo 
ejercía de forma transitoria. (Texto completo). 
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DOCTRINA 
 

DOCTRINA LEGAL - APLICACIÓN. RIL - DOCTRINA LEGAL.    
 
 1. Resulta inapropiada la cita de doctrina legal cuando difieren las condiciones fácticas 
y jurídicas de la causa con las del precedente invocado.(doctor Negri, sin disidencia) 
 
 

RIL - IMPUGNACIÓN INSUFICIENTE. RIL - REQUISITOS DE LA IMPUGNACIÓN.    
 
 2. Es insuficiente -para lograr una réplica adecuada y eficaz de lo decidido- el recurso 
extraordinario de inaplicabilidad de ley basado en la mera reiteración de argumentos esgrimidos y 
rechazados en la instancia anterior.(doctor Negri, sin disidencia) 
 
 

RIL - CASACIÓN.     
 
 3. La Casación no es una tercera instancia donde se examina nuevamente el litigio, ni 
la pieza recursiva puede sin más pretender reemplazar en su discurrir las reflexiones de la 
Cámara.(doctor Negri, sin disidencia) 
 
 

RIL - DOCTRINA LEGAL.     
 
 4. Sólo será suficiente un remedio extraordinario como el intentado cuando se 
individualice concretamente la doctrina que se dice violada y se señalen los aspectos fácticos que 
rodearon al caso donde se sentó el criterio que se pretende aplicar.(doctor Negri, sin disidencia) 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
A 72.082, 20/05/2015, “Delgado, Gustavo c/ Municipalidad de Marcos Paz s/ Reconocimiento 
de derechos. Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley”. 
Magistrados votantes: Pettigiani - Kogan - Negri - de Lázzari - Genoud. 
RIL - Impugnación insuficiente - Empleado público municipal - Personal temporario. 
La Suprema Corte resolvió por mayoría, rechazar el recurso extraordinario de inaplicabilidad de 
ley interpuesto contra el pronunciamiento de la Cámara de Apelación en lo Contencioso 
Administrativo que rechazó el recurso de apelación deducido por el actor y confirmó la sentencia 
de primera instancia, con excepción de la indemnización dispuesta que fue revocada, e impuso 
las costas en el orden causado (el accionante promovió demanda contencioso administrativa 
contra la Municipalidad de Marcos Paz, persiguiendo la anulación de los actos por los cuales la 
demandada decidió no renovar el contrato que los vinculaba, solicitó también la reincorporación a 
las funciones que cumplía y el pago de una indemnización por los daños que adujo haber sufrido; 
el juez de primera instancia rechazó la pretensión de anulación por considerar que al vínculo entre 
las partes le eran aplicables las disposiciones que para el personal temporario prevé el Estatuto 
del Empleado Municipal (ley 11.757), resultando legítimo el decreto de cese dictado al finalizar el 
contrato, y respecto a la indemnización solicitada, hizo lugar parcialmente y otorgó al actor una 
retribución por la frustración de un derecho en expectativa); al señalar, entre otros fundamentos, 
que el impugnante no cumple adecuadamente con la fundamentación de sus agravios sino que 
reproduce, ante esta instancia, similares argumentos a los expuestos al formular la apelación, que 
ya fueron analizados y resueltos por la Cámara actuante, y además, omite cualquier referencia a 
las doctrinas de esta Corte citadas por la alzada, y aplicables al caso, que fundamentan el fallo 
atacado. (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
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RIL - REQUISITOS DE LA IMPUGNACIÓN. RIL - IMPUGNACIÓN INSUFICIENTE.    
 
 1. Es requisito ineludible para el éxito de la postulación recursiva la impugnación 
concreta, directa y eficaz de las motivaciones esenciales que contiene el pronunciamiento 
objetado, tarea que no se cumple cuando el recurrente se limita a exhibir su discrepancia con el 
criterio del sentenciante dejando sin réplica los fundamentos del fallo atacado.(doctor Pettigiani, 
mayoría) 
 
 

CESANTÍA ILEGÍTIMA - DAÑO RESARCIBLE.     
 
 2. El daño que provoca la separación ilegítima del agente debe presumirse in re 
ipsa.(doctor Negri, minoría) 
 
 

CESANTÍA ILEGÍTIMA - INDEMNIZACIÓN.     
 
 3. La magnitud del perjuicio ocasionado a un agente que ha sido separado sin derecho 
no puede establecerse en forma genérica y dependerá de las características y particularidades del 
caso, que corresponde evaluar al juzgador (conc. arts. 519, 522 y conc. del Código Civil).(doctor 
Negri, minoría) 
 
 

EMPLEADO PÚBLICO - PERSONAL TEMPORARIO.     
 
 4. Las designaciones del personal de planta temporaria deben responder, 
necesariamente, a las pautas fijadas en las normas respectivas. Es decir, resulta menester 
consignar en tales actos cuáles son los servicios, obras o tareas a las que se destinará al agente, 
en tanto, el plantel temporario (personal mensualizado y jornalizado) se compone con aquellos 
empleados necesarios para la ejecución de servicios, explotaciones, obras o tareas de carácter 
temporario, eventual o estacional, que no pueden ser realizados con personal permanente de la 
Administración.(doctor Negri, minoría) 
 
 

ESTABILIDAD EMPLEADO PÚBLICO - PERSONAL TEMPORARIO.     
 
 5. Lo actuado por la autoridad administrativa demandada, se manifiesta como un 
ejercicio abusivo de las facultades que el ordenamiento jurídico le otorga para designar agentes 
de planta temporaria, que intenta frustrar, de manera ilegítima, el derecho a la estabilidad que 
asignan a los empleados públicos las cláusulas constitucionales en vigencia (arts. 14 bis, 
Constitución nacional y 103 inc. 12, Constitución provincial) y que tienen carácter 
operativo.(doctor Negri, minoría) 
 
 

EMPLEADO PÚBLICO MUNICIPAL - PERSONAL TEMPORARIO.     
 
 6. Resulta indudable que las funciones desarrolladas por el recurrente son actividades 
normales de un municipio, que pueden ser prestadas con personal estable del mismo. En esas 
condiciones, la conducta de la demandada, al designar al actor en forma sucesiva e 
ininterrumpida por un lapso superior a dos años, deviene carente de razonabilidad.(doctor Negri, 
minoría) 
 
 

ESTABILIDAD EMPLEADO PÚBLICO - PERSONAL TEMPORARIO.     
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 7. Si bien no cabe duda que el derecho a la estabilidad en el empleo no posee 
carácter absoluto, cuando la relación laboral se ha consolidado en mérito del desempeño efectivo 
de tareas propias del personal permanente y de la continuidad en ellas durante el plazo señalado 
precedentemente, la garantía de estabilidad no puede ser desconocida mediante una conducta 
irrazonable y abusiva de la autoridad administrativa.(doctor Negri, minoría) 
 
 

DAÑO MORAL - PROCEDENCIA. EMPLEADO PÚBLICO - CESE.    
 
 8. El reconocimiento de daño moral resulta procedente cuando el cese dispuesto 
provocó en el actor intranquilidad y sufrimientos, extremos éstos que pueden desvirtuarse 
mediante una prueba objetiva de la improcedencia del agravio moral, que debe correr por cuenta 
del responsable del hecho dañoso (arts. 165 y 375 del C.P.C.C.).(doctor Negri, minoría) 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
A 71.315, 27/05/2015, “Luis Gurevich S.A.C.I. c/ Provincia de Buenos Aires s/ Expropiación 
inversa. Recurso extraordinario de inconstitucionalidad e inaplicabilidad de ley”. 
Magistrados votantes: Genoud - de Lázzari - Hitters - Negri. 
RIL - Expropiación - Intereses. 
La Suprema Corte resolvió, por los fundamentos expuestos, rechazar el recurso extraordinario de 
inaplicabilidad de ley interpuesto por la demandada contra el pronunciamiento de la Cámara de 
Apelación en lo Contencioso Administrativo que confirmó la sentencia de primera instancia en 
cuanto acogió la demanda de expropiación inversa del bien, aunque disminuyendo la 
indemnización a la suma de Pesos trescientos treinta y nueve mil ($ 339.000) y asimismo 
confirmó el cómputo de los intereses a partir de la fecha de publicación de la ley 12.586 -
declarativa de la utilidad pública- en el Boletín Oficial. (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

RIL-ABSURDO - CARÁCTER EXCEPCIONAL.     
 
 1. La revocación por absurdo es de carácter excepcional y restrictivo, correspondiendo 
al recurrente acreditar su existencia, no bastando a ese efecto el mero disentimiento con lo 
resuelto.(doctor Genoud, sin disidencia) 
 
 

EXPROPIACIÓN - INTERESES.     
 
 2. Si bien es doctrina de este Tribunal que cuando la ley 5708 establece que los 
intereses deben correr desde el momento de la desposesión -si la hubiere-, se refiere a la 
realizada por el Fisco y no por los particulares (art. 8 ley citada) lo cierto es que en otras 
oportunidades, en situaciones similares a la de autos (en el caso se trataba de la expropiación de 
un inmueble para ser adjudicado a sus ocupantes), este Tribunal ya ha sostenido que cuando la 
autoridad pública cuanto menos ha coadyuvado para que el dueño de los bienes padeciera la 
turbación y restricción en sus legítimos derechos, corresponde computar intereses desde que el 
Estado ha asumido esta posición de convalidación o legitimación de la posesión en manos de los 
terceros.(doctor Genoud, sin disidencia) 
 
 

EXPROPIACIÓN - DESPOSESIÓN. EXPROPIACIÓN - INTERESES.    
 
 3. Legitimando a los particulares beneficiarios de la expropiación para mantener la 
ocupación del inmueble en cuestión, al prever no sólo la adjudicación a esos ocupantes sino 
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también la suspensión por dos años de toda acción tendiente a la restitución de los bienes por 
parte de los propietarios, puede afirmarse sin hesitación que dicha circunstancia es suficiente para 
considerar acaecida la "desposesión" que requiere el artículo 8 de la ley 5708 como dies a quo 
para el cálculo de los intereses.(doctor Genoud, sin disidencia) 
 
 

EXPROPIACIÓN - DESPOSESIÓN.     
 
 4. La ley que, en el caso particular, declaró de utilidad pública a los terrenos para 
adjudicarlos precisamente a quienes los estaban "ocupando", no fue aséptica ni menos aún 
inocua respecto de la situación de hecho, sino que vino a legitimar la ocupación, dando un título o 
razón suficiente a los mismos para su permanencia allí.(doctor Genoud, sin disidencia) 
 
 

EXPROPIACIÓN - DESPOSESIÓN. EXPROPIACIÓN - INTERESES.    
 
 5. Los intereses deben computarse desde el Estado provincial desposeyó al 
accionante, momento éste que ubicó en la fecha de publicación de la ley que expropió sus 
terrenos. En efecto, la norma expropiatoria impidió que el propietario ejerciera su dominio, 
reinvidicando el inmueble ocupado por terceros.(del voto del doctor Negri) 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
A 71.170, 10/06/2015, “Isla, Sara E. c/ Provincia de Buenos Aires s/ Amparo. Recurso 
extraordinario de inaplicabilidad de ley”. 
Magistrados votantes: Kogan - Soria - Genoud - Hitters - Pettigiani - de Lázzari - Negri. 
Honorarios de abogados - Intereses. 
La Suprema Corte resolvió por mayoría, acoger el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley 
interpuesto, revocando la sentencia atacada en cuanto dispuso aplicar la tasa de interés activa 
para calcular los intereses moratorios de los honorarios de los abogados de la parte actora (conf. 
art. 289 inc. 2 del C.P.C.C.). Los autos deberán volver al tribunal de grado a fin de que practique 
una nueva liquidación con arreglo a lo que se ha decidido. (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

RIL - DOCTRINA LEGAL.     
 
 1. La doctrina legal con la que se debe confrontar el pronunciamiento a los fines del 
artículo 279 del C.P.C.C es la vigente al momento de examinar el recurso extraordinario de 
inaplicabilidad de ley, toda vez que no corresponde dejar de atender las circunstancias existentes 
al momento de la decisión.(doctora Kogan, mayoría) 
 
 

RIL - DOCTRINA LEGAL.     
 
 2. La circunstancia de que se trate de un único precedente no descarta que 
igualmente pueda configurar la "doctrina legal" a la que alude el art. 279 del Código Procesal Civil 
y Comercial.(doctora Kogan, mayoría) 
 
 

HONORARIOS DE ABOGADOS - INTERESES.     
 
 3. La tasa activa prevista en la ley de honorarios profesionales ha quedado derogada 
por efecto del art. 10 de la ley 23.928 -texto según ley 25.561-.(doctora Kogan, mayoría) 
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HONORARIOS DE ABOGADOS - INTERESES.     
 
 4. La tasa de interés prevista en el art. 54 inc. b) del decreto ley 8904/1977 debe 
considerarse derogada por las normas que prohíben los mecanismos de actualización 
monetaria.(doctora Kogan, mayoría) 
 
 

HONORARIOS DE ABOGADOS - INTERESES.     
 
 5. La tasa activa de interés plasmada en el art. 54 inc. b) del decreto ley 8904/1977 
configura un mecanismo encubierto de actualización monetaria, por lo que debe considerarse 
derogada por la ley 23.928 (mod. por ley 25.561).(doctora Kogan, mayoría) 
 
 

INTERESES - TASA ACTIVA.     
 
 6. La tasa activa incluye componentes que en nada se compadecen con los intereses 
que debe afrontar el incumplidor moroso. No puede perderse de vista que dicha tasa tiene 
incorporado, además de lo que corresponde por el "precio del dinero", un plus constituido por el 
costo financiero propio de las entidades que se dedican a la intermediación de capitales.(doctora 
Kogan, mayoría) 
 
 

INTERESES - TASA ACTIVA.     
 
 7. Ante la categórica prohibición legal de actualizar los créditos que se desprende de 
los arts. 7 y 10 de la ley 23.928 -interdicción ratificada por el art. 4 de la ley 25.561 cuya validez 
constitucional ha sido reiteradamente convalidada por esta Corte, no es posible que por conducto 
de un atajo -el empleo desviado de una tasa de interés- quede plasmado un resultado equivalente 
a la prohibición legal.(doctora Kogan, mayoría) 
 
 

ACTUALIZACIÓN MONETARIA - PROCEDENCIA.     
 
 8. En tanto el art. 10 de la ley 23.928 prohíbe la indexación, actualización "o cualquier 
otra forma" de repotenciación de las deudas, corresponde desactivar todos los mecanismos de 
actualización, sea que ésta se produzca de manera directa (aplicando explícitamente un índice de 
corrección del capital), o de manera indirecta o encubierta (mediante la definición de una tasa de 
interés que lo incluya implícitamente).(doctora Kogan, mayoría) 
 
 

HONORARIOS DE ABOGADOS - INTERESES.     
 
 9. Al acudirse a la tasa activa con el fin de paliar los efectos derivados de la pérdida 
del valor adquisitivo de la moneda nacional, se emprende un camino que soslaya -sin mediar 
declaración de inconstitucionalidad- la prohibición consagrada en los arts. 7 y 10 de la ley 23.928, 
lo que se verifica al observar que, en muchos casos, el resultado que se obtiene a partir de la 
aplicación de la mentada tasa activa es muy similar al que se lograría con la actualización del 
capital por índice de precios, más una tasa de interés pura, lo cual desvirtúa el sentido de la 
interdicción de indexar que se desprende de las normas citadas.(doctora Kogan, mayoría) 
 
 

HONORARIOS DE ABOGADOS - INTERESES.     
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 10. La tasa de interés prevista en el art. 54 inc. b) del decreto ley 8904/1977 constituye 
un mecanismo encubierto de actualización de deudas que debe reputarse desactivado por la 
prohibición de indexar contemplada en las leyes 23.928 y 25.561.(doctora Kogan, mayoría) 
 
 

HONORARIOS DE ABOGADOS - INTERESES.     
 
 11. El interés previsto en el art. 54 inc. b del decreto ley 8904/1977 no es moratorio 
puro, sino mixto (en parte moratorio y en parte compensatorio), ya que si bien su aplicación 
depende de la mora del deudor obligado al pago de honorarios, no trata solamente de resarcir al 
abogado acreedor por la indisponibilidad de dinero durante el tiempo de la mora, sino que además 
lo protege contra la depreciación monetaria.(doctora Kogan, mayoría) 
 
 

HONORARIOS DE ABOGADOS - INTERESES.     
 
 12. No resulta dudoso que la disposición del inc. b) del art. 54 del decreto ley 
8904/1977 es una norma que consagra la repotenciación por deudas que corresponden al precio 
de un servicio y, como tal, debe reputarse derogada por imperio del art. 10 de la ley 
23.928.(doctora Kogan, mayoría) 
 
 

HONORARIOS DE ABOGADOS - INTERESES.     
 
 13. No resultando aplicable al caso el art. 54 inc. b) del decreto ley 8904/1977, se 
impone concluir que no existe precepto legal específico que regule la cuestión, por lo que 
corresponde reemplazar la tasa de interés allí contemplada por el principio general del art. 622 del 
Código Civil que, ante la falta de fijación legal o convencional, faculta al juez a determinar el 
interés que debe abonarse en caso de mora del deudor.(doctora Kogan, mayoría) 
 
 

HONORARIOS DE ABOGADOS - INTERESES. INTERESES - TASA PASIVA.    
 
 14. En ausencia de previsión legal, corresponde aplicar en la especie la doctrina legal 
establecida por esta Corte en el caso L. 94.446, "Ginossi" (sent. del 21-X-2009), en cuanto se 
resolvió que los intereses moratorios deben ser liquidados exclusivamente sobre el capital (art. 
623, Cód. Civ.) con arreglo a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus 
depósitos a treinta días, vigente el inicio de cada uno de los períodos comprendidos y, por 
aquellos días que no alcancen a cubrir el lapso señalado, el cálculo será diario con igual 
tasa.(doctora Kogan, mayoría) 
 
 

HONORARIOS DE ABOGADOS - INTERESES.     
 
 15. Un nuevo análisis de la compleja temática bajo estudio -motivado, 
fundamentalmente, por los argumentos explicitados por la mayoría de esta Corte al resolver la 
causa L. 94.446, "Ginossi" (sent. del 21-X-2009)- me convence acerca de la necesidad de 
abandonar la postura adoptada en el precedente Ac. 77.434 "Banco Comercial de Finanzas S.A." 
(sent. del 19-IV-2006) y -por tanto- adscribir a la doctrina legal de este superior Tribunal sobre la 
materia debatida.(del voto de la doctora Kogan) 
 
 

HONORARIOS DE ABOGADOS - INTERESES.     
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 16. He de modificar mi anterior postura en la causa Ac. 77.434, "Banco Comercial de 
Finanzas S.A." (sent. del 19-IV-2006) suscribiendo a la doctrina mayoritaria de este Tribunal que 
declara que la tasa de interés prevista en el art. 54 inc. b) del decreto ley 8904/1977 ha quedado 
derogada a partir de la prohibición de actualizar deudas contemplada en los arts. 7 y 10 de la ley 
23.928, que fuera ratificada por el art. 4 de la ley 25.561.(del voto de la doctora Kogan) 
 
 

HONORARIOS DE ABOGADOS - INTERESES.     
 
 17. Con sustento en los argumentos desplegados en el precedente L. 94.446, 
"Ginossi" (sent. de 21-X-2009), he de abandonar la posición adoptada en oportunidad de sufragar 
en la causa Ac. 77.434, "Banco Comercial de Finanzas S.A. en liquidación B.C.R.A. Quiebra" 
(sent. de 19-IV-2006) respecto a los intereses aplicables a los honorarios profesionales, 
suscribiendo al criterio de la mayoría que entiende derogado el precepto establecido en el articulo 
54 inc. b) del decreto ley 8904/1977.(del voto del doctor Soria) 
 
 

INTERESES - TASA PASIVA.     
 
 18. Respecto a las pretensiones en las que se reclaman intereses frente al 
incumplimiento de un deudor moroso, este Tribunal ha sostenido que tratándose de períodos 
posteriores al 1° de abril de 1991, los mismos deben ser liquidados conforme la tasa que fija el 
Banco de la Provincia de Buenos Aires para sus depósitos a treinta días, al tiempo que desechó, 
de plano, la consideración de la utilizada para las operaciones de descuento, afirmando que al 
comprender, esta última, además del "precio del dinero", un plus constituido por el costo 
financiero propio de las entidades que se dedican a la intermediación de capitales (tasa pasiva 
derivada de la captación de depósitos más gastos operativos del banco, ganancia, encaje, riesgo, 
etc.), es evidente que se encuentran ponderados elementos que no armonizan con la función de 
resarcir la indisponibilidad del dinero durante el tiempo de mora.(del voto del doctor Genoud) 
 
 

INTERESES - DETERMINACIÓN JUDICIAL.     
 
 19. La labor de fijación de una tasa de interés por parte del órgano jurisdiccional, 
cuando no media estipulación de partes, ni establecimiento de la misma por el legislador, importa 
una faena que en definitiva no es más que "la cuantificación de un rubro indemnizatorio", que de 
modo alguno implica alterar el sistema nominalista contemplado en la ley 23.928 y ratificado en la 
ley 25.561, ya que la fijación judicial es un aspecto diverso y que no corresponde confundir con el 
de la prohibición de actualizar, indexar o repotenciar las deudas dinerarias.(doctor Hitters, 
minoría) 
 
 

RIL - INTERESES. INTERESES - DETERMINACIÓN JUDICIAL.    
 
 20. La fijación de la tasa en ejercicio de la función jurisdiccional que encomienda el art. 
622 del Código Civil constituye una "cuestión de hecho" ajena a la competencia casatoria, regla 
que sólo puede excepcionarse cuando la prerrogativa de los jueces de la instancia ordinaria no ha 
sido ejercida con la necesaria prudencia y razonabilidad que debe imperar en todo 
pronunciamiento judicial, es decir, cuando ha mediado absurdo.(doctor Hitters, minoría) 
 
 

HONORARIOS DE ABOGADOS - INTERESES.     
 
 21. La tasa de interés establecida en el art. 54 inc. b del decreto ley 8904 no colisiona 
con las previsiones de la ley 23.928 y, en consecuencia, sólo cabe prescindir de ella mediando 
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previa declaración de su invalidez constitucional. (Lo expuesto, importa rectificar lo que expresara 
el emitir mi voto en las causas B.47.871, res. del 27-XI-1996 y Ac. 77.434, sent. del 19-IV-
2006).(doctor Hitters, minoría) 
 
 

HONORARIOS DE ABOGADOS - INTERESES.     
 
 22. No hay derogación expresa del precepto en cuestión, por lo que únicamente 
podremos suponer una tácita abrogación del mismo por su inconsistencia material con otros 
preceptos de mayor jerarquía normativa. Entre estos, naturalmente, se halla el art. 7 de la ley 
23.928, que proscribe toda forma de indexación o repotenciación de las deudas dinerarias. Sin 
embargo, ésta sería una buena razón para considerar inválido el inc. a) del art. 54, que 
expresamente consagra la posibilidad de revaluar la suma adeudada según la variación de los 
índices de precios que suministre el I.N.D.E.C. (remisión al art. 24 del mismo decreto ley 
8904/1977), más no serviría para anatematizar el inc. b, que no habla de potenciar la deuda sino 
de adicionarle intereses calculándolos a la tasa activa.(doctor de Lázzari, minoría) 
 
 

HONORARIOS DE ABOGADOS - INTERESES.     
 
 23. Cualquiera sea la tasa de interés (aun a una tasa variable), es una forma de 
protección de un cierto capital contra la pérdida de valor de la moneda. De ahí que el inc. b) del 
art. 54 del decreto ley 8904/1977 no puede considerarse afectado por la prohibición de indexar 
proveniente de la ley de Convertibilidad por el solo hecho de fijar determinada tasa.(doctor de 
Lázzari, minoría) 
 
 

ACTUALIZACIÓN MONETARIA - PROCEDENCIA.     
 
 24. El art. 7 de la ley 23.928 no impide la fijación de intereses, lo prohibido, a estar a lo 
dispuesto en el art. 10 de la ley 23.928, es la actualización monetaria, indexación por precios, 
variación de costos o repotenciación de deudas, cualquiera fuere su causa haya o no mora del 
deudor, con posterioridad al 1° del mes de abril de 1991.(doctor de Lázzari, minoría) 
 
 

ACTUALIZACIÓN MONETARIA - APLICACIÓN.     
 
 25. Lo que ha sido prohibido es la indexación, no las tasas de interés que puedan -o 
no- arrojar resultados superiores. Lo contrario sería incongruente con la absoluta libertad de 
contratación al respecto, que en otra parte de la misma ley, se establece (art. 623, C.C. 
reformado).(doctor de Lázzari, minoría) 
 
 

HONORARIOS DE ABOGADOS - INTERESES.     
 
 26. El mecanismo establecido en el art. 54, inc. b), de la ley arancelaria no resulta 
equiparable a una indexación por precios, actualización monetaria, variación de costos o 
revaluación de deudas, por lo que su aplicación no contradice lo establecido en la ley 23.928, ni 
aún con su modificación por la ley 25.561.(doctor de Lázzari, minoría) 
 
 

HONORARIOS DE ABOGADOS - INTERESES. INTERESES - TASA.    
 
 27. Para corregir la desvalorización existen fórmulas aritméticas específicas, precisas 
y apropiadas, independientes de la voluntad de las partes y respetuosas de variables 
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exclusivamente económicas, que cumplen mejor esa función. El interés, en cambio, puede ser 
convenido entre los interesados y no necesariamente será su finalidad la de proteger el signo 
monetario contra su envilecimiento. Caso contrario, la tasa de interés activa no existiría en épocas 
de inflación nula o controlada, lo que -evidentemente- no se condice con la realidad.(doctor de 
Lázzari, minoría) 
 
 

HONORARIOS DE ABOGADOS - INTERESES.     
 
 28. La tasa de interés aplicable al crédito correspondiente al monto de los honorarios 
regulados a los letrados de la parte actora deber ser la misma que devengue el crédito que a ésta 
reconoce la sentencia.(doctor Negri, minoría) 
 
 

HONORARIOS DE ABOGADOS - INTERESES. INTERESES - TASA.    
 
 29. Si el crédito correspondiente a los honorarios devenga intereses a una tasa 
ostensiblemente mayor a la que produce el crédito que en la sentencia se reconoce a la actora, 
fácil es advertir que la mora en el pago de aquél -que no puede imputársele al demandante- 
produce una paulatina absorción de éste, cuando al momento de su regulación importaron sólo 
determinada porción de esa acreencia. En la especie, no fue reconocido crédito alguno a la 
actora, en consecuencia resulta aplicable la tasa de interés establecida en el art. 54 inc. b del 
decreto ley 8904/1977 a los honorarios de sus letrados en relación a la labor desarrollada en el 
marco de la acción de amparo.(doctor Negri, minoría) 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
A 71.674, 17/06/2015, “Luján, Claudio Ernesto c/ Instituto de Previsión Social s/ Pretensión 
anulatoria. Recursos extraordinarios de inconstitucionalidad e inaplicabilidad de ley”. 
Magistrados votantes: de Lázzari - Negri - Kogan - Pettigiani. 
REI - RIL - Pensión Social Islas Malvinas. 
La Suprema Corte resolvió rechazar el recurso extraordinario de inconstitucionalidad deducido 
contra el pronunciamiento de la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo -que por 
mayoría, rechazó el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada confirmando la 
sentencia de primera instancia que hizo lugar a la demanda promovida por el actor contra el 
Instituto de Previsión Social de la Provincia de Buenos Aires -I.P.S.- con el objeto de obtener el 
reconocimiento al cobro mensual y vitalicio del beneficio de Pensión Social Islas Malvinas, 
establecido en el art. 1 de la ley 12.006 y modificatorias-. Con costas a la vencida (arts. 60 inc. 1 
de la ley 12.008, texto según ley 13.101; 68 y 303 in fine del C.P.C.C.). Asimismo resolvió 
rechazar el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley o doctrina legal interpuesto (arts. 279 y 
289 del C.P.C.C.). Las costas las impuso a la recurrente vencida (arts. 60 inc. 1 de la ley 12.008, 
texto según ley 13.101; 68 y 289 in fine del C.P.C.C.). (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

IGUALDAD ANTE LA LEY - CONCEPTO.     
 
 1. El concepto básico de la igualdad civil consiste en eliminar discriminaciones 
arbitrarias entre las personas. La igualdad importa un grado suficiente de razonabilidad y de 
justicia en el trato que se depara a los hombres.(doctor de Lázzari, sin disidencia) 
 
 

IGUALDAD ANTE LA LEY - ALCANCE.     
 
 2. El art. 16 de la Constitución nacional no postula una rígida igualdad, sino que 
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entrega a la discreción y sabiduría del Poder Legislativo una amplia latitud para ordenar y agrupar, 
distinguiendo y clasificando los objetos de la legislación, siempre que las distinciones o 
clasificaciones se basen en diferencias razonables y no en propósitos de hostilidad contra 
determinadas clases de personas.(doctor de Lázzari, sin disidencia) 
 
 

IGUALDAD ANTE LA LEY - ALCANCE.     
 
 3. El principio de igualdad que consagran las Constituciones nacional y de la Provincia 
de Buenos Aires -en sus artículos 16 y 11, respectivamente- importa el derecho a que no se 
establezcan excepciones o privilegios que excluyan a unos de lo que se concede a otros en 
igualdad de circunstancias.(doctor de Lázzari, sin disidencia) 
 
 

IGUALDAD ANTE LA LEY - ALCANCE.     
 
 4. Lo trascendente en cada caso suscitado por vicio de desigualdad es no sólo 
comprobar la existencia de un trato distinto, pues si bien ello es necesario no es suficiente para 
concluir que el principio se ha vulnerado, sino también cuál ha sido el criterio y el propósito 
seguidos por el legislador para efectuar la distinción de situaciones y de trato. Es lo que Juan 
Francisco Linares llamó razonabilidad de la selección...Si los hechos son iguales y pese a ellos se 
les imputa una distinta prestación, habrá irrazonabilidad en la selección". Lo mismo ocurriría si en 
determinadas circunstancias a hechos sustancialmente distintos se les imputa idéntica 
prestación.(doctor de Lázzari, sin disidencia) 
 
 

DISCRIMINACIÓN - ALCANCE.     
 
 5. Una distinción legal podrá ser invalidada por discriminatoria si "carece de 
justificación objetiva y razonable", esto es, si no tiende a realizar un "fin legítimo" o no evidencia 
una "relación razonable de proporcionalidad entre los medios empleados y el fin perseguido", por 
tanto lleva consigo algo más que la mera existencia de clasificaciones, distinciones o categorías; 
es menester que el criterio de selección o la distinción en sí misma plasmados en la norma, no 
tengan justificación valedera.(doctor de Lázzari, sin disidencia) 
 
 

PENSIÓN SOCIAL ISLAS MALVINAS - DERECHO AL BENEFICIO.     
 
 6. La ley 12.006 (B.O. 8-X-1997) creó el beneficio denominado "Pensión Honorífica de 
la Provincia de Buenos Aires en reconocimiento de los ex combatientes del Conflicto Bélico de las 
Islas Malvinas", con carácter mensual y vitalicio, para los ciudadanos de la Provincia de Buenos 
aires que hubieren participado en la guerra de Malvinas como conscriptos ex combatientes y para 
civiles que cumplieron funciones en la misma. Con posterioridad se promulga la ley 13.324 (B.O. 
10-V-2005), modificatoria de la ley 12.006, que hizo extensivo el beneficio previsional referido a 
los Oficiales y Suboficiales de las Fuerzas Armadas y de Seguridad.(doctor de Lázzari, sin 
disidencia) 
 
 

PENSIÓN SOCIAL ISLAS MALVINAS - REQUISITOS.     
 
 7. El recaudo que impone la ley 13.324 de exigir el domicilio en la Provincia de Buenos 
al momento de la sanción de esa ley, excluyendo del goce del beneficio a quién no cumple con 
este requisito y nació y residió en territorio bonaerense en el momento en que se produjo el 
conflicto bélico, se torna irrazonable por no guardar relación con el fin que la propia ley intenta 
proteger. En efecto, la norma extendió el beneficio previsional a los Oficiales y Suboficiales de las 
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Fuerzas Armadas y de Seguridad pretendiendo reparar la falta de inclusión, en la originaria ley 
12.006 que creó la pensión, de las personas que combatieron en calidad de soldado profesional y 
luego -muchos de ellos desilusionados por el resultado del conflicto- decidieron abandonar la 
carrera militar; cerrando así discriminaciones injustas y divisiones estériles (conf. exposición de 
motivos de la ley 13.324 citada).(doctor de Lázzari, sin disidencia) 
 
 

PENSIÓN SOCIAL ISLAS MALVINAS - REQUISITOS. INCONSTITUCIONALIDAD - 
DECLARACIÓN.    
 
 8. El requisito incorporado en el artículo 2 inciso b de la ley 12.006, texto según ley 
13.324 [tener domicilio en la Provincia de Buenos Aires al momento de la sanción de la referida 
ley 13.324], se torna inconstitucional a la luz de los arts. 16 de la Constitución nacional y 11 de la 
Constitución de la provincia correlacionado con el art. 75 inc. 22 de la Constitución nacional, 
máxime cuando los derechos que se debaten en la especie, cuentan en nuestra Carta local, con 
especial protección en los términos de los arts. 39 inciso 3 y 36 inc. 10.(doctor de Lázzari, sin 
disidencia) 
 
 

PENSIÓN SOCIAL ISLAS MALVINAS - REQUISITOS.     
 
 9. Deviene irrazonable pretender incluir, por un lado, a los ex participantes del conflicto 
bélico, injustamente apartados del beneficio [soldados profesionales], igualándolos en el derecho 
de gozar de la pensión ya otorgada a los soldados conscriptos y civiles que participaron en el 
conflicto agregando un requisito inexistente para estos últimos, trasuntando ello la ilógica 
consecuencia de excluir finalmente a quienes, justamente, se pretende incluir en el beneficio 
previsional.(doctor de Lázzari, sin disidencia) 
 
 

REI - OBJETO.     
 
 10. Sólo pueden ser objeto de la tacha de inconstitucionalidad leyes, decretos u 
ordenanzas de naturaleza provincial y no un pronunciamiento judicial.(doctor de Lázzari, sin 
disidencia) 
 
 

REI - OBJETO. REI - PROCEDENCIA.    
 
 11. Resulta ajeno al recurso extraordinario de inconstitucionalidad los 
cuestionamientos a la invalidez de la sentencia misma en cuanto resultaría conculcatoria de 
determinadas garantías constitucionales tanto provinciales como nacionales, los que deben ser 
canalizados a través del recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley. En efecto, no es la 
constitucionalidad o inconstitucionalidad de la sentencia, sino la de la norma aplicada o inaplicada 
por el a quo, lo que constituye el supuesto del recurso extraordinario de 
inconstitucionalidad.(doctor de Lázzari, sin disidencia) 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
A 72.642, 17/06/2015, “ASHPA s/ Amparo. Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley”. 
Magistrados votantes: Hitters - Pettigiani - Genoud - Negri. 
Daño ambiental - Amparo - Procedencia. 
La Suprema Corte resolvió hacer lugar al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley 
interpuesto, revocar la sentencia impugnada y ordenar al particular demandado que se abstenga 
de realizar tareas de fumigación terrestre con los productos incluidos en el ámbito de aplicación 
de la ley 10.699 (art. 2) y Ordenanza 708/10 de la Municipalidad de Presidente Perón (arts. 3, 4 y 
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13), dentro de la zona prohibida por la norma municipal citada (art. 289 inc. 2º, C.P.C.C.). Impuso 
las costas de todas las instancias a la accionada en cuanto fuera acogida la pretensión amparista, 
por su objetiva condición de vencida y por su orden en cuanto fuera desestimada contra la 
Provincia de Buenos Aires y la Municipalidad de Presidente Perón, por las particulares 
circunstancias de la causa (arg. arts. 274, 68 y 289 del C.P.C.C.). (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

REX-SENTENCIA RECURRIBLE - AMPARO. REX-SENTENCIA RECURRIBLE - SENTENCIA 
DEFINITIVA.    
 
 1. La doctrina legal de esta Suprema Corte que declara que las resoluciones de las 
Cámaras de Apelación en materia de amparo no son susceptibles de recursos extraordinarios 
constituye una postulación inicial, por lo que su concreta aplicación depende de circunstancias 
que deben ser evaluadas en cada caso. De tal modo, los pronunciamientos dictados en el proceso 
de amparo pueden ser definitivos cuando se demuestra que lo decidido genera un agravio de 
imposible o insuficiente reparación ulterior, y que lo que interesa saber es si al recurrente le queda 
-o no- una vía jurídica para solucionar su agravio: si no existe ninguna, la decisión es definitiva y -
por ende- susceptible de recursos extraordinarios.(doctor Hitters, sin disidencia) 
 
 

RIL - AMPARO. MEDIO AMBIENTE - PROTECCIÓN.    
 
 2. Al decidir el a quo que no se configuran en el caso los presupuestos que habilitan la 
acción de amparo intentada, ha infringido el bloque normativo ambiental integrado por los arts. 43 
de la Constitución nacional; 20 y 28 de la Carta local; ley nacional 25.675 y 11.723 de la Provincia 
de Buenos Aires y los principios hermenéuticos que informan dicho plexo normativo; ha 
violentado, asimismo, el derecho que goza el actor a vivir en un medio ambiente sano (arts. 11 del 
Protocolo Adicional a la Convención Americana, "Protocolo de San Salvador"; 43 de la 
Constitución nacional y 28 de la Constitución provincial). La sentencia recurrida ha violado la ley 
aplicable en materia de amparo ambiental, resolviendo el caso como si se tratara de un amparo 
común y con ello ha vulnerado la normativa específica de la materia que tiende a la protección de 
los derechos humanos de la parte actora, en especial el de gozar de un ambiente sano.(doctor 
Hitters, sin disidencia) 
 
 

DAÑO AMBIENTAL - PREVENCIÓN. DERECHO AMBIENTAL - AMPARO.    
 
 3. La aplicación del principio precautorio  el cual, como principio jurídico de derecho 
sustantivo, es una guía de conducta- establece que, cuando haya peligro de daño grave o 
irreversible, la ausencia de información o certeza científica no debe utilizarse como razón para 
postergar la adopción de medidas eficaces, en función de los costos, para impedir la degradación 
del medio ambiente (art. 4° de la ley 25.675).(doctor Hitters, sin disidencia) 
 
 

DAÑO AMBIENTAL - PREVENCIÓN. DERECHO AMBIENTAL - AMPARO.    
 
 4. En materia de tutela medioambiental rige el principio precautorio, regla según la 
cual cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la ausencia de información o certeza 
científica no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces (art. 4 
de la ley 25.675).(doctor Hitters, sin disidencia) 
 
 

MEDIO AMBIENTE - RÉGIMEN LEGAL. MEDIO AMBIENTE - PROTECCIÓN.    
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 5. La ley 25.675, nominada Ley General del Ambiente, contiene los presupuestos 
mínimos para el logro de una gestión sustentable y adecuada del ambiente. Entre sus objetivos 
detallados en el art. 2 está la de prevenir los efectos nocivos o peligrosos que las actividades 
antrópicas generan sobre el ambiente. El art. 3 establece su aplicación en todo el territorio del 
país, define a sus normas de orden público y operativas y que, además, servirán como pauta de 
interpretación y aplicación de la legislación específica sobre la materia. Seguidamente, y como 
consecuencia de ser una norma de presupuestos mínimos, establece los principios que toda 
legislación sobre el ambiente debe contener y la utilización de aquéllos como pautas de 
interpretación. Entre ellos están el principio de prevención por el que se atenderán en forma 
prioritaria e integrada los problemas ambientales tratando de prevenir efectos negativos sobre el 
ambiente; y el principio precautorio que permite ante la falta de información o certeza científica 
adoptar medidas eficaces para impedir la degradación del ambiente frente al peligro de daño 
grave e irreversible. La ley 11.723 integra el sistema legal encabezado por la ley nacional.(doctor 
Hitters, sin disidencia) 
 
 

DERECHO AMBIENTAL - AMPARO. MEDIO AMBIENTE - PROTECCIÓN.    
 
 6. Cuando hay peligro de contaminación en el ambiente, la legislación específica 
permite el acceso a la justicia en forma rápida con el objeto de impedir la degradación o ya 
producida repararla en lo inmediato, erigiéndose la vía del amparo como la más adecuada para el 
efectivo cumplimiento de los fines de las leyes de protección ambiental, en base a los principios 
de prevención y precautorio que la sustentan.(doctor Hitters, sin disidencia) 
 
 

MEDIO AMBIENTE - RÉGIMEN LEGAL. MEDIO AMBIENTE - PROTECCIÓN.    
 
 7. El principio precautorio introduce una óptica distinta: apunta a impedir la creación de 
un riesgo con efectos todavía desconocidos y por lo tanto imprevisibles. Opera en un ámbito 
signado por la incertidumbre.(doctor Hitters, sin disidencia) 
 
 

MEDIO AMBIENTE - RÉGIMEN LEGAL. MEDIO AMBIENTE - PROTECCIÓN. DERECHO 
AMBIENTAL - AMPARO.   
 
 8. En materia de amparo ambiental y por virtud del principio plasmado en el art. 4 de la 
ley 25.675, la falta de certeza absoluta -por ausencia de información científica- acerca de la 
vinculación causal existente entre la conducta denunciada y las posibles consecuencias lesivas al 
ecosistema, no puede erigirse en una valla para el progreso de esa vía procesal urgente, en la 
medida en que tal grado de incertidumbre se relacione con el peligro inminente de producirse un 
daño grave al medio ambiente.(doctor Hitters, sin disidencia) 
 
 

DERECHO AMBIENTAL - AMPARO. AMPARO - REQUISITOS.    
 
 9. Los particulares accionados han desplegado una conducta abiertamente violatoria 
de la normativa específica en la materia (ordenanza 708/10 de la Municipalidad de Presidente 
Perón), al haber realizado tareas de fumigación dentro de la "zona ecológica protegida" allí 
definida, careciendo de la pertinente autorización. Tal comprobación, más allá de que esa 
actividad haya cesado y que hayan anunciado que no iban a reiterarla, evidencia la ilegalidad 
manifiesta requerida para la apertura de la vía intentada.(doctor Hitters, sin disidencia) 
 
 

DAÑO AMBIENTAL - MEDIDAS CAUTELARES. DERECHO AMBIENTAL - RÉGIMEN LEGAL.    
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 10. El carácter marcadamente preventivo, operante para restablecer situaciones de 
hecho o impedir desde el comienzo el avance de la destrucción o de la polución, saca las medidas 
cautelares de su quicio tradicional para hacerlas jugar en una función cuya justificación es 
connatural a situaciones regidas no sólo por el derecho privado sino por el derecho público.(del 
voto del doctor Hitters) 
 
 

DERECHO A LA VIDA - PROTECCIÓN. DERECHO A LA SALUD - PROTECCIÓN.    
 
 11. El derecho a la vida es un derecho humano fundamental, cuyo goce es un 
prerrequisito para el disfrute de todos los demás derechos humanos. Los derechos a la vida y a la 
integridad humana se hallan directa e inmediatamente vinculados con la atención de la salud 
humana.(del voto del doctor Hitters) 
 
 

DERECHO A LA VIDA - PROTECCIÓN. JUECES - DEBERES Y FACULTADES.    
 
 12. El derecho a la vida es el primer derecho natural de la persona; la vida y su 
protección constituyen un bien fundamental en sí mismo, destacándose su reconocimiento 
normativo a nivel supranacional. En esta materia los jueces tienen el deber de encauzar el trámite 
a través de vías expeditivas que compatibilicen con la naturaleza urgente de las pretensiones.(del 
voto del doctor Hitters) 
 
 

MEDIO AMBIENTE - PROTECCIÓN.     
 
 13. La tutela del ambiente importa el cumplimiento de los deberes que cada uno de los 
ciudadanos tienen respecto del cuidado de los ríos, de la diversidad de la flora y la fauna, de los 
suelos colindantes, de la atmósfera. Estos deberes son el correlato que esos mismos ciudadanos 
tienen a disfrutar de un ambiente sano, para sí y para las generaciones futuras, porque el daño 
que un individuo causa al bien colectivo se lo está causando a sí mismo.(del voto del doctor 
Hitters) 
 
 

MEDIO AMBIENTE - PROTECCIÓN. DERECHO AMBIENTAL - AMPARO.    
 
 14. La mejora o degradación del ambiente beneficia o perjudica a toda la población, 
porque es un bien que pertenece a la esfera social y transindividual, y de allí deriva la particular 
energía con que los jueces deben actuar para hacer efectivos los mandatos constitucionales. Es, 
precisamente, aquella nota de supraindividualidad que caracteriza al bien tutelado la que conduce 
a concluir que lo que atañe a esta materia deviene indisponible para las partes (y por lo tanto 
irrenunciable según lo edicta el art. 19 del Cód. Civ.), en tanto por debajo de aquel derecho 
individual a gozar de un medioambiente sano subyace un interés colectivo vinculado a su 
preservación.(del voto del doctor Hitters) 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
A 72.844, 17/06/2015, “Estivariz, Carlos A. y ot. c/ Provincia de Buenos Aires y ots. s/ 
Amparo. Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley”. 
Magistrados votantes: Kogan - Pettigiani - de Lázzari - Negri. 
RIL -  Impugnación insuficiente - Amparo. 
La Suprema Corte resolvió rechazar el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto 
contra el pronunciamiento de la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo -que por 
mayoría, rechazó la apelación deducida por la Fiscalía de Estado contra la decisión del Tribunal 
Oral en lo Criminal nº 2 del Departamento Judicial de La Plata que hizo lugar a la acción de 
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amparo y ordenó al Ministerio de Infraestructura de esta Provincia, revoque el acto administrativo 
mediante el cual concedió el permiso de uso sobre una parcela de dominio público a la firma 
"Maitinada S.A."-; al considerar, entre otros fundamentos, que establecer si se demostró o no con 
la prueba aportada la existencia de una situación de explotación que se encuentra alcanzada en 
el supuesto establecido en el art. 10 de la ley 11.723 constituye una típica cuestión de hecho no 
revisable, en principio, en la instancia extraordinaria, salvo eficaz y acabada demostración de la 
existencia de absurdo, concluyendo que el recurso deducido resulta insuficiente a los fines 
pretendidos (art. 279, C.P.C.C.). (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

RIL - APRECIACIÓN DE LA PRUEBA. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO - EVALUACIÓN 
IMPACTO AMBIENTAL.    
 
 1. La evaluación de impacto ambiental (E.I.A.) es un procedimiento jurídico 
administrativo cuyo objeto es identificar, predecir e interpretar los impactos ambientales de un 
proyecto o actividad sobre el medio ambiente, a los efectos de su aceptación, modificación o 
rechazo por parte de la autoridad de aplicación. Por su parte, el estudio de Impacto Ambiental 
(Es.I.A.) es un elemento parcial de la E.I.A.; consiste en un análisis técnico interdisciplinario 
destinado a predecir, identificar, ponderar y corregir las consecuencias o efectos ambientales que 
un proyecto o actividad tiene sobre la calidad de vida del hombre y su entorno. Sería el producto 
del proceso y a veces se denomina "informe de impacto ambiental" porque es un informe escrito 
que documenta el proceso del que surgió. En algunas legislaciones aparece también como una 
"manifestación ambiental".(doctora Kogan, sin disidencia) 
 
 

ACTO ADMINISTRATIVO - VICIOS.     
 
 2. El acto administrativo mediante el cual la autoridad ambiental se pronuncia acerca 
la viabilidad del proyecto, y -en su caso- sobre sus condiciones de ejecución, valorando para ello 
los antecedentes colectados en el procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental, es el 
antecedente que permite al interesado ejercer el debido control de la actividad estatal a través de 
los diferentes medios de impugnación a su alcance. De allí que la eventual inobservancia de este 
recaudo, cuando resulta exigido por el ordenamiento, constituye un vicio esencial en el 
procedimiento de formación de la voluntad estatal que conduce a su invalidez.(doctora Kogan, sin 
disidencia) 
 
 

ACTO ADMINISTRATIVO - DECLARACIÓN IMPACTO AMBIENTAL. MEDIO AMBIENTE - 
PROTECCIÓN.    
 
 3. La Declaración de Impacto Ambiental constituye un acto administrativo de 
obligatoria expedición únicamente cuando los efectos nocivos derivados de la obra superen el 
umbral previsto en el artículo 10 de la ley 11.723, en concordancia con el artículo 11 de la ley 
25.675, lo que remite a la previa indagación fáctica acerca de las potenciales consecuencias de la 
obra o actividad. Sin embargo, en aquellas hipótesis donde una norma disponga imperativamente 
su realización, la Administración deberá emitir la pertinente Declaración de Impacto Ambiental con 
independencia de cualquier valoración acerca de los eventuales efectos que pudieren derivarse 
de la obra.(doctora Kogan, sin disidencia) 
 
 

RIL-ABSURDO - APRECIACIÓN DE LA PRUEBA.     
 
 4. El vicio de absurdo que habilita la revisión de la valoración probatoria por parte del 
tribunal de la instancia de grado, exige la demostración del error grave, grosero y fundamental 
cristalizado en una conclusión incoherente y contradictoria en su aspecto lógico formal e 
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incompatible con las constancias objetivas que resultan de la causa.(doctora Kogan, sin 
disidencia) 
 
 

RIL - APRECIACIÓN DE LA PRUEBA.     
 
 5. Es facultad exclusiva de los tribunales de las instancias de mérito seleccionar el 
material probatorio, dando preeminencia a unas pruebas respecto de otras, sin que constituya 
dicho ejercicio por sí solo, un supuesto de absurdo.(doctora Kogan, sin disidencia) 
 
 

ACTO ADMINISTRATIVO - DECLARACIÓN IMPACTO AMBIENTAL.     
 
 6. La Declaración de Impacto Ambiental constituye un acto administrativo emanado de 
la autoridad ambiental provincial o municipal -según el caso- de carácter previo a la resolución 
administrativa que se adopte para la realización y/o autorización de ciertas obras o actividades, y 
que -sobre la base de los dictámenes, observaciones realizadas por los interesados, y de la 
Evaluación de Impacto Ambiental- podrá contener la aprobación de la realización de la actividad, 
su condicionamiento al cumplimiento de instrucciones modificatorias, o bien la oposición a su 
realización (arts. 12, 18, 19, 20 y concordantes de la ley 11.723).(doctora Kogan, sin disidencia) 
 
 

MEDIO AMBIENTE - RÉGIMEN LEGAL. MEDIO AMBIENTE - PROTECCIÓN.    
 
 7. La ley general 11.723 garantiza con claridad a todos los habitantes de la provincia 
el derecho a participar en los procesos en que esté involucrada la protección, mejoramiento y 
restauración del ambiente en general (art. 2 inc. "c"), derecho que el Estado provincial y los 
municipios deben acatar (art. 5, primer párrafo) reglamentando un procedimiento de autorización 
de obras que rinda tributo a los principios liminares que la ley protectiva del medio ambiente 
enfatiza. La aludida participación (que también tiene base normativa en los arts. 19, 20 y 21 de la 
ley 25.675), reconoce su raíz en la garantía que plasma el art. 28 de la Carta local, en cuanto 
consagra el deber del Estado de garantizar el derecho a solicitar y recibir la adecuada información 
y a participar en la defensa del ambiente, de los recursos naturales y culturales.(doctora Kogan, 
sin disidencia) 
 
 

DAÑO AMBIENTAL - PREVENCIÓN. DERECHO AMBIENTAL - AMPARO.    
 
 8. Han de extremarse los recaudos previstos a los fines de tutelar el medio ambiente, 
requiriéndose una participación activa de la judicatura que se traduzca en definitiva en un obrar 
preventivo, pues tratándose de una acción de amparo ambiental tendiente a obtener el cese de 
una actividad (explotación comercial de un humedal que según el informe pericial obrante en 
autos debe tener un uso sustentable, por lo que, mantener su integridad implica preservar su 
función en la regulación del clima a nivel local y regional) respecto de la cual existe -en función de 
la prueba producida- una duda razonable acerca de su peligrosidad para la población, la petición 
ha de ser decidida favorablemente por aplicación del "principio precautorio" establecido en el art. 
4 de la ley 25.675 que dispone que "cuando haya peligro de daño grave o irreversible la ausencia 
de información o certeza científicas no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción 
de medidas eficaces, en función de los costos, para impedir la degradación del ambiente.(doctora 
Kogan, sin disidencia) 
 
 

DOCTRINA LEGAL - ALCANCE.     
 
 9. No es necesario para considerar doctrina legal en los términos del art. 279 del 
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Código Procesal Civil y Comercial que la interpretación que se hace de la ley sea reiterada pues 
un solo fallo, interpretando una norma legal debe ser considerado doctrina legal hasta tanto no 
sea modificado por otra postura.(doctora Kogan, sin disidencia) 
 
 

RIL - CUESTIÓN DE HECHO. RIL-ABSURDO - CONFIGURACIÓN.    
 
 10. Establecer si se demostró o no con la prueba aportada la existencia de una 
situación de explotación que se encuentra alcanzada en el supuesto establecido en el art. 10 de la 
ley 11.723 constituye una típica cuestión de hecho no revisable, en principio, en la instancia 
extraordinaria, salvo eficaz y acabada demostración de la existencia de absurdo.(doctora Kogan, 
sin disidencia) 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
A 73.385, 24/06/2015, “S. ,J. C. c/ I. s/ Amparo. Recurso extraordinario de inaplicabilidad de 
ley”. 
Magistrados votantes: de Lázzari - Hitters - Negri - Genoud - Kogan - Pettigiani. 
RIL - IOMA - Cobertura integral. 
La Suprema Corte resolvió por mayoría, rechazar el recurso extraordinario de inaplicabilidad de 
ley interpuesto contra el pronunciamiento de la Cámara de Apelación en lo Contencioso 
Administrativo que hizo lugar al recurso de apelación deducido por la parte actora, revocando la 
sentencia de primera instancia en cuanto le denegara la cobertura integral de transporte al centro 
de día y una hora de enfermería diaria, según prescripción médica; al considerar, entre otros 
fundamentos, que la sentencia atacada se dictó conforme la doctrina legal de esta Suprema Corte 
que, en supuestos análogos al que nos ocupa, reconoció la obligación que grava al I.O.M.A. 
respecto de la cobertura integral reclamada para una persona con capacidades diferentes (causas 
A. 69.412, "P.  L. ", sent. de 18-VIII-2010; A. 69.243, "L.  F. F. ", sent. de 6-X-2010; A. 69.302, "F.  
P. ", A. 69.410, "E. ", A. 69.316, "B. " y A. 69.411, "L. ", todas estas sentencias del 26-X-2010, 
entre muchas otras), señalando que no se han demostrado las infracciones legales denunciadas 
ni el alegado absurdo. (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

RIL - DEMOSTRACIÓN DEL AGRAVIO.     
 
 1. Quien afirma que la sentencia viola determinados preceptos no hace otra cosa que 
anticipar una premisa cuya inmediata demostración debe hacer en el mismo escrito, no resultando 
suficiente la mera exposición de un criterio distinto al del juzgador ni la invocación de la supuesta 
afectación de derechos o garantías de rango supralegal o la genérica alusión a principios 
contenidos en nuestra Constitución nacional o provincial si la impugnante no indica de qué 
manera se produjeron las transgresiones que predica.(doctor de Lázzari, mayoría) 
 
 

RIL-ABSURDO - APRECIACIÓN DE LA PRUEBA.     
 
 2. El vicio de absurdo que habilita la revisión de la valoración probatoria por parte del 
tribunal de la instancia de grado, exige la demostración del error grave, grosero y fundamental 
cristalizado en una conclusión incoherente y contradictoria en su aspecto lógico formal e 
incompatible con las constancias objetivas que resultan de la causa.(doctor de Lázzari, mayoría) 
 
 

RIL - DOCTRINA LEGAL. RIL - DOCTRINA LEGAL.    
 
 3. El acatamiento que los órganos judiciales hacen a la doctrina legal de esta Corte 
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responde al objetivo del recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, esto es, procurar y 
mantener la unidad en la jurisprudencia. Este propósito se frustraría si los tribunales de grado, 
apartándose del criterio de este Tribunal, insistieran en propugnar soluciones que 
irremisiblemente habrían de ser revocadas. Esto no significa propiciar un ciego seguimiento a los 
pronunciamientos de esta Corte, ni un menoscabo del deber de los jueces de fallar según su 
ciencia y conciencia, pues les basta -llegado el caso- dejar a salvo sus opiniones 
personales.(doctor de Lázzari, mayoría) 
 
 

RIL - IMPUGNACIÓN INSUFICIENTE.     
 
 4. La denuncia de arbitrariedad del fallo carece de entidad cuando se basa en 
afirmaciones genéricas técnicamente insuficientes para lograr la revisión pretendida.(doctor de 
Lázzari, mayoría) 
 
 

RIL-ABSURDO - APRECIACIÓN DE LA PRUEBA.     
 
 5. La apreciación del material probatorio constituye una típica cuestión de hecho no 
revisable, en principio, en la instancia extraordinaria, salvo eficaz y acabada demostración de la 
existencia de absurdo.(doctor de Lázzari, mayoría) 
 
 

RIL - FACULTADES Y LÍMITES SCBA. IOMA - COBERTURA INTEGRAL.    
 
 6. La facultad revisora de esta Corte está circunscripta al contenido de la sentencia 
según la concreta impugnación que contra ella se formule en el recurso extraordinario de 
inaplicabilidad de ley. De allí que el éxito de la postulación recursiva depende de que se baste a sí 
misma para que de su lectura pueda advertirse el error en la aplicación de la ley o de la doctrina 
legal. Ello exige, entonces, una crítica concreta, directa y eficaz de las conclusiones definitorias y 
argumentos en que se funda el fallo recurrido, lo que no se ha logrado en el caso y en especial en 
lo que hace al sustento normativo de la condena al I.O.M.A. a la luz del orden jurídico tuitivo de la 
discapacidad, contemplado en los arts. 75 inc. 23° de la Constitución nacional y 36 inc. 5° de la 
Constitución provincial, como así tampoco las Convenciones Internacionales enmarcadas dentro 
del art. 75 inc. 22°.(doctor de Lázzari, mayoría) 
 
 

IOMA - LÍMITES Y MODALIDADES.     
 
 7. Debe accederse a la prestación requerida en los términos, límites y condiciones que 
el I.O.M.A. determine para casos similares, para lo cual se deberá proceder conforme dicha 
reglamentación.(del voto del doctor Genoud) 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
A 71.230, 15/07/2015, “Gutiérrez, Griselda Margarita y otra c/ Hospital Interzonal Alejandro 
Korn y otro s/ Amparo”. 
Magistrados votantes: Hitters - de Lázzari - Negri - Soria - Kogan - Genoud - Pettigiani. 
Derecho a la salud - Omisión lesiva - Servicio hospitalario. 
La Suprema Corte resolvió hacer lugar al recurso de inaplicabilidad de ley planteado y revocar la 
sentencia de la Cámara de Apelación, con el alcance que, por mayoría, surge de las siguientes 
determinaciones: a. Deberá reponerse en lo esencial la medida adoptada por el juez de primera 
instancia en el punto 2 "d" de su pronunciamiento, por lo que se ordena a la Provincia de Buenos 
Aires a que, en el plazo de sesenta (60) días, elabore y presente ante el juez de primera instancia 
un plan de refuerzo de la planta de personal de enfermería del Hospital Interzonal Especializado 
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en psiquiatría, doctor Alejandro Korn, que garantice la disponibilidad efectiva de un enfermero por 
cama, con cobertura adecuada en los turnos correspondientes, en una cantidad que, en todo 
caso, no ha de ser menor a la de 130 enfermeros y, a la vez, en su programación contemple las 
medidas de externación que el Ministerio de Salud haya previsto y aprobado en el contexto de la 
aplicación de las leyes nacional 26.657 (v. arts. 9, 11, 14, 15, 20 y concs.) y provincial 14.580 y 
sus respectivas reglamentaciones. b. En cuanto atañe a las tareas de mantenimiento edilicio 
consideradas en el punto 2 "c" del fallo de primera instancia, se ordena a la Provincia de Buenos 
Aires a que, en el plazo de sesenta (60) días, elabore y presente ante el juez de grado un plan 
integral de mantenimiento y mejora del edificio, infraestructuras de servicios e instalaciones del 
Hospital Interzonal Especializado en Psiquiatría, doctor Alejandro Korn, por el mecanismo de 
contratación o asignación de personal que estime más adecuado a las circunstancias para el 
eficiente logro de dicho cometido. c. Respecto de las funciones requeridas en materia de trabajo 
social y terapia ocupacional inherentes al servicio que brinda el Hospital, consideradas en el punto 
2 "e" del fallo de primera instancia, se ordena a la Provincia de Buenos Aires a que, en el plazo de 
treinta (30) días, comunique al magistrado interviniente la propuesta de resolución de las falencias 
señaladas en dicho pronunciamiento, según la modalidad de atención que estime más adecuada 
a las circunstancias para el eficiente logro de dicho cometido. Todas las propuestas deberán 
concretarse totalmente en un plazo no mayor a un (1) año de quedar firme la sentencia. (Texto 

completo). 
 
DOCTRINA 
 

ACTO DISCRECIONAL - MOTIVACIÓN.     
 
 1. La diferencia entre "discrecionalidad" y "oportunidad, mérito o conveniencia", 
obedece a la circunstancia de que mientras el poder discrecional aparece como un margen de 
arbitrio del órgano administrativo que se opone al carácter reglado o vinculado de la respectiva 
facultad, el juicio de conveniencia o mérito, se vincula a la potestad de apreciar libremente o con 
sujeción a ciertas pautas del ordenamiento positivo, la oportunidad de dictar un acto administrativo 
por razones de interés público.(doctor Hitters, sin disidencia) 
 
 

EMPLEADO PÚBLICO - NOMBRAMIENTO. PODER EJECUTIVO - FACULTADES.    
 
 2. El ejercicio concreto de las potestades conferidas al Poder Ejecutivo para nombrar 
al personal bajo su dependencia ha de ser consistente con el amplio alcance de los derechos 
humanos reconocidos a nivel internacional. Es la discrecionalidad administrativa la que encuentra 
un límite en el efectivo cumplimiento de las prerrogativas superiores y no viceversa, por lo que no 
puede considerarse que exista una zona de reserva de la Administración, eximida de ajustarse a 
los preceptos impuestos supranacionalmente en tanto el goce efectivo de los derechos mentados 
no puede quedar supeditado al cumplimiento discrecional de las normas de organización.(doctor 
Hitters, sin disidencia) 
 
 

EMPLEADO PÚBLICO - NOMBRAMIENTO. PODER EJECUTIVO - FACULTADES.    
 
 3. No puede desconocerse la potestad de la Administración conferida a través del art. 
52 de la Constitución provincial, en cuanto a que los empleados provinciales deben ser 
nombrados por el Poder Ejecutivo. Pero la manda constitucional tampoco puede adquirir validez 
absoluta y en abstracto. Tal potestad debe ser confrontada con las medidas positivas a que hacen 
referencia algunas de las normas transcriptas y los principios que las informan. Además, 
indudablemente, los mandatos que estos preceptos fundamentales contienen no se dirigen 
solamente al legislador o a quien se halle a cargo de la Administración, sino también al juez, 
constituyéndose en verdaderos principios jurídicos atinentes a los casos sometidos a su 
conocimiento y decisión. Las acciones positivas que por aplicación de esos principios el Estado 
debe llevar a cabo no se ejercen exclusivamente por leyes o actos administrativos, sino que 
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también pueden y deben ser adoptadas por los jueces, cuya función no se agota en el análisis de 
si tal o cual regla ha sido correctamente aplicada en un caso dado, pues sobre éstas existen 
aquellos principios, que las informan, y que imponen también la adopción de soluciones concretas 
adecuadas a las circunstancias del caso.(doctor Hitters, sin disidencia) 
 
 

ADMINISTRACIÓN PÚBLICA - FUNCIONES. ACTO DISCRECIONAL - MOTIVACIÓN.    
 
 4. Nunca las atribuciones de un órgano administrativo pueden ser totalmente regladas 
o absolutamente discrecionales. Es decir, que la tarea discrecional no está desvinculada de la 
reglada sino comprendida, como todo accionar estatal, por la plenitud hermética del orden 
jurídico. Y ello en modo alguno significa conculcar el principio de división de poderes, y menos 
limitar el accionar de la Administración en el ejercicio de las funciones que le son propias, por 
cuanto esta postura reconoce la existencia de un casillero de la actividad discrecional exenta del 
control judicial: la oportunidad, mérito o conveniencia, elementos que integran la competencia 
jurídica que el legislador ha conferido al administrador, habilitándolo para que pueda realizar 
concretamente su función de tal, en orden a satisfacer las necesidades públicas.(doctor Hitters, 
sin disidencia) 
 
 

DERECHO A LA SALUD - OMISIÓN LESIVA. RIL - PROCEDENCIA.    
 
 5. Existe en el caso una "omisión lesiva" de la Provincia vinculada con el 
nombramiento de personal suficiente en el hospital Alejandro Korn, en tanto quedaron 
comprobadas en la causa la necesidad de nombrar nuevos agentes, la desatención de los 
pacientes por este motivo y la inacción del Poder Ejecutivo en remediar la situación. Por lo tanto, 
la sentencia recurrida ha aplicado erróneamente las normas que rigen el caso, debiendo ser 
revocada.(doctor Hitters, sin disidencia) 
 
 

TRATADOS INTERNACIONALES - INTERPRETACIÓN. TRATADOS INTERNACIONALES - 
APLICACIÓN.    
 
 6. La Corte Suprema de Justicia de la Nación claramente alertó sobre la operatividad 
de los derechos y garantías reconocidos por la Constitución nacional y reiteradamente ha 
advertido sobre la responsabilidad de carácter internacional del Estado por la estricta observancia 
que pesa sobre todos los órganos internos, incluidos los locales de carácter judicial -a quien por 
otra parte le corresponde la expresa misión, constitucional e indeclinablemente asignada, de 
verificar la correspondencia de las leyes con la Constitución nacional- de las normas establecidas 
en los tratados internacionales de los que el Estado forma parte.(del voto del doctor Hitters) 
 
 

GARANTÍAS CONSTITUCIONALES - ALCANCE.     
 
 7. Desde antiguo la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que 
en una sociedad democrática los derechos y libertades inherentes a la persona, sus garantías y 
Estado de Derecho, constituyen una tríada en la que cada componente se describe, completa y 
adquiere sentido, en función de los otros.(del voto del doctor Hitters) 
 
 

TRATADOS INTERNACIONALES - APLICACIÓN. RESPONSABILIDAD DEL ESTADO - 
ALCANCE.    
 
 8. Cuando se sostiene que el Estado debe buscar el effet utile, no cabe referirse sólo 
al poder legislativo, sino también a los jueces que a través de la interpretación del Derecho 
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Internacional de los Derechos Humanos deben acompasar el modelo interno con el transnacional. 
De lo contrario se originan injusticias en los pleitos y se genera responsabilidad internacional del 
país por actos u omisiones de cualquiera de los tres poderes.(del voto del doctor Hitters) 
 
 

TRATADOS INTERNACIONALES - APLICACIÓN. JUECES - DEBERES Y FACULTADES.    
 
 9. La Corte Interamericana ha manifestado que los jueces y tribunales internos están 
sujetos al imperio de las normas legales, y, en consecuencia, obligados aplicar las disposiciones 
domésticas. Empero si un gobierno ha ratificado una regla internacional como -por ejemplo- la 
Convención Americana, sus jueces, como parte del aparato del Estado, también están sometidos 
a ella, los que les obliga a velar porque los efectos de las disposiciones de la Convención no se 
vean mermadas por las leyes contrarias a su objeto y fin, y que, desde un inicio, carecen de 
efectos jurídicos. En este sentido, no sólo se debe abordar el "control de constitucionalidad" de las 
normas, sino que también se tiene que ejercer el denominado "control de convencionalidad". Está 
en juego el art. 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, lo que le otorga 
preponderancia al Instrumento internacional por sobre cualquier ley doméstica.(del voto del doctor 
Hitters) 
 
 

PODER JUDICIAL - FUNCIONES. TRATADOS INTERNACIONALES - APLICACIÓN.    
 
 10. El Judicial como Poder del Estado está obligado a "acatar" y hacer "acatar" los 
preceptos internacionales, y estos deberes son quizás más fuertes que los del Ejecutivo y los del 
Legislativo, por ejercer aquél el control de los controladores (custodit ipso custodit).(del voto del 
doctor Hitters) 
 
 

TRATADOS INTERNACIONALES - APLICACIÓN. DISCAPACIDAD - PROTECCIÓN.    
 
 11. La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad -y su 
protocolo facultativo- aprobada por ley 26.378 (B. O., 9-VI-2008), propicia, ya desde su 
preámbulo, un tratamiento abarcativo de las diversas implicancias de la discapacidad, a través del 
reconocimiento de "la importancia de la accesibilidad al entorno físico, social, económico y 
cultural, a la salud y la educación, y a la información y las comunicaciones, para que las personas 
con discapacidad puedan gozar plenamente de todos los derechos humanos y libertades 
fundamentales" (preámbulo, ap. v). Enfáticamente proclama el art. 1 como propósito del 
instrumento, el de promover, proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de 
todos los derechos humanos y libertades fundamentales por la totalidad de las personas con 
discapacidad y promover el respeto de su dignidad inherente. Tales postulados, se traducen -
entre otras obligaciones impuestas a los Estados- en el compromiso de adoptar todas las medidas 
legislativas, administrativas y de otra índole que sean pertinentes para hacer efectivos los 
derechos reconocidos en la convención y de abstenerse de realizar actos o prácticas que sean 
incompatibles con ella; y en el deber de velar por que las autoridades e instituciones públicas 
actúen conforme a lo dispuesto en la misma (art. 4.1, aps. "a" y "d", conf. art. 1.1 y 2 del Pacto de 
San José de Costa Rica).(del voto del doctor Hitters) 
 
 

TRATADOS INTERNACIONALES - APLICACIÓN. DISCAPACIDAD - PROTECCIÓN.    
 
 12. La obligatoriedad de los compromisos internacionales y su rigurosa aplicación, 
comprende a la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. La norma 
consuetudinaria que impone el deber de adaptar la preceptiva interna para asegurar la ejecución 
de las obligaciones asumidas en el plano internacional es válida universalmente y ha sido definida 
por la jurisprudencia de la Corte I.D.H. como un principio evidente.(del voto del doctor Hitters) 
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JUECES - CONTROL DE CONVENCIONALIDAD. TRATADOS INTERNACIONALES - 
APLICACIÓN.    
 
 13. El "control de convencionalidad" importa una búsqueda de compatibilidad entre las 
normas locales y las supranacionales, y cuando hablamos de esas últimas no nos referimos sólo 
al Pacto de San José de Costa Rica, sino a otros tratados internacionales ratificados por la 
Argentina (que integran el corpus iuris convencional de los derechos humanos), al ius cogens y a 
la jurisprudencia de los tribunales supranacionales. Tal obligatoriedad redunda en la 
responsabilidad que tienen los magistrados judiciales de cumplir a cabalidad con los tratados 
internacionales, aun contradiciendo a su derecho interno (art. 27 de la Convención de Viena sobre 
el referido Derecho de los Tratados), y de controlar a los demás poderes, ya que aquéllos tienen 
prioridad sobre éste.(del voto del doctor Hitters) 
 
 

PODER JUDICIAL - FUNCIONES.     
 
 14. Compete al Poder Judicial adoptar las decisiones más idóneas para asegurar la 
efectividad de los derechos de los accionantes, y de ningún modo puede verse un propósito de 
sustituir a los otros poderes del Estado en la definición, programación y ejecución de las políticas 
públicas, ni tomarse su decisión como una valoración o emisión de juicio general respecto de 
situaciones cuyo gobierno le son ajenas.(del voto del doctor Hitters) 
 
 

CONSTITUCIÓN PROVINCIAL - DERECHOS Y GARANTÍAS. TRATADOS 
INTERNACIONALES - APLICACIÓN. DISCAPACIDAD - PROTECCIÓN. DERECHO A LA 
SALUD - PROTECCIÓN.  
 
 15. La Constitución de la Provincia reconoce expresamente entre los derechos 
sociales los correspondientes a la salud en los aspectos preventivos, asistenciales y terapéuticos. 
Consagra, asimismo, el derecho de la persona con discapacidad a la protección integral del 
Estado, garantizando su rehabilitación, educación y capacitación en establecimientos especiales, 
como también la promoción de su inserción social y laboral (art. 36 inc.5, Constitución provincial). 
En consonancia con ello y en virtud de lo dispuesto en los Tratados Internacionales que tienen 
jerarquía constitucional (art. 75 inc. 22), se ha reafirmado el derecho a la preservación de la salud, 
comprendido dentro del derecho a la vida y expresado que existe en cabeza de las autoridades 
públicas una obligación impostergable de garantizarlos con acciones positivas (arts. 42 y 75 inc. 
22 de la Constitución nacional y 36 inc. 8 de la Constitución provincial).(del voto del doctor Negri) 
 
 

CONSTITUCIÓN PROVINCIAL - DERECHOS Y GARANTÍAS. DISCAPACIDAD - 
PROTECCIÓN. DERECHO A LA SALUD - PROTECCIÓN.   
 
 16. El pronunciamiento cuestionado, al receptar favorablemente el agravio de Fiscalía 
de Estado respecto al orden de designación de personal de mantenimiento del Hospital Interzonal 
de Agudos y Crónicos doctor Alejandro Korn y de asistencia a los pacientes allí alojados, con 
base en la potestad de nombramiento del Poder Ejecutivo atinente a los empleados públicos de 
acuerdo a los procedimientos legales establecidos al efecto, se apartó del régimen jurídico 
aplicable, soslayando, de ese modo, derechos y garantías amparados legal y 
constitucionalmente.(del voto del doctor Negri) 
 
 

DISCAPACIDAD - RÉGIMEN LEGAL. DISCAPACIDAD - PROTECCIÓN.    
 
 17. En el art. 1 de la ley 10.592 -que estableció en el ámbito local un Régimen Jurídico 
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Básico e Integral para las personas discapacitadas- se dispone que el Estado provincial asegurará 
los servicios de atención médica, educativa y de seguridad social a los discapacitados en 
imposibilidad de obtenerlos, debiendo brindar, a su vez, los beneficios y estímulos que permitan 
neutralizar su discapacidad, teniendo en cuenta la situación psicofísica, económica y social.(del 
voto del doctor Negri) 
 
 

DERECHO A LA SALUD - PROTECCIÓN. DERECHO A LA SALUD - OMISIÓN LESIVA. 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA - FUNCIONES.   
 
 18. Las especiales circunstancias de la causa, acreditadas en las instancias inferiores 
y confirmadas por los informes brindados en virtud de la medida para mejor proveer dictada por 
esta Suprema Corte, evidencian, en la especie, la configuración de una omisión lesiva por parte 
de la Administración y exigen la articulación de decisiones de acompañamiento que las atiendan 
(arts. 75 incs. 22 y 23 de la Constitución nacional; 11 y 15 de su par provincial), sin que ello 
implique desborde de la competencia funcional del Poder Judicial (arts. 160 y 161 de la 
Constitución de la Provincia de Buenos Aires).(del voto del doctor Negri) 
 
 

SERVICIO HOSPITALARIO - CARACTERES. SALUD MENTAL - RÉGIMEN LEGAL.    
 
 19. Sabido es que el diseño y la práctica del modelo de gestión hospitalario 
pertenecen al desarrollo de las políticas públicas en materia sanitaria y, más propiamente, al 
complejo campo de la salud mental, que en la actualidad encuentran sostén jurídico en el régimen 
de la ley nacional 26.657, a la que ha adherido la Provincia (v. ley 14.580). Se trata de materias 
pertenecientes a la iniciativa, competencia y arbitrio del legislador y del poder 
administrador.(doctor Soria, mayoría) 
 
 

DERECHO A LA SALUD - OMISIÓN LESIVA. SERVICIO HOSPITALARIO - PRESTACIÓN.    
 
 20. Existe un déficit en la prestación del servicio en cuestión, admitido por la 
demandada, que se traduce en una omisión lesiva del derecho a la salud de los pacientes del 
Hospital Alejandro Korn (arts. 33, 75 inc. 22 y 23, C.N.; 11 de la Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre; 5 y concs. de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos; 25 ap. 1 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y 36 incs. 5 y 8, Const. pcial.; 7 y concs., ley 
26.657, conf. ley provincial 14.580). En ello, en esencia, estriba la fundabilidad de la pretensión de 
la actora, y por tanto la de su recurso, en cuanto reclama el fortalecimiento de mínimos garantidos 
en la prestación del servicio de psiquiatría por lo que respecta al número de enfermeros 
necesarios para alcanzar el estándar indicado.(doctor Soria, mayoría) 
 
 

DERECHO A LA SALUD - OMISIÓN LESIVA. SERVICIO HOSPITALARIO - PRESTACIÓN.    
 
 21. A diferencia de la situación relativa a la cobertura de los servicios de enfermería 
que por las características de idoneidad requeridas, así como por el modo de reclutamiento que la 
autoridad estatal debe observar para satisfacer el cometido público a su cargo, merecen una 
consideración específica que permite evaluar la razonabilidad del ejercicio de la potestad de 
cobertura y designación de los planteles asistenciales, en lo que atañe al resto de las labores 
deficientemente realizadas no se ha explicitado la razón por la cual dichos problemas no podrían 
ser conjurados por medio de la transferencia o reasignación de tareas de personal existente, la 
contratación de servicios u otro tipo de modalidades prestacionales que no se reducen meramente 
al nombramiento de nuevos agentes. En tales condiciones, para no franquear el límite impuesto 
por el art. 1 de la Constitución nacional, se ajusta mejor a las características de este litigio expedir 
un mandato que respete las opciones a las que legítimamente la autoridad demandada puede 
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echar mano para lograr el cometido con eficacia y eficiencia.(doctor Soria, mayoría) 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
A 71.686, 15/07/2015, “Bertini, Mónica Susana c/ Municipalidad de Moreno s/ Daños y 
perjuicios. Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley”. 
Magistrados votantes: de Lázzari - Genoud - Kogan - Pettigiani. 
RIL - Daños y perjuicios - Apreciación de la prueba. 
La Suprema Corte resolvió rechazar el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto 
contra el pronunciamiento de la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo -que 
confirmó, por mayoría, la sentencia de primera instancia por la cual se desestimara la demanda 
promovida en autos-; al considerar, entre otros fundamentos, que cuando se pretenden impugnar 
las conclusiones de un pronunciamiento sobre las cuestiones fácticas de la litis no basta con 
presentar la propia versión del recurrente sobre el mérito de las mismas, tal como ocurre en la 
especie; para ello es menester realizar un juicio crítico de los razonamientos desarrollados en 
aquél y demostrar que padecen de un error grave y manifiesto que ha derivado en conclusiones 
contradictorias, incoherentes o inconciliables con las constancias objetivas que resultan de la 
causa, que se puede observar que el discurrir del recurrente sólo evidencia su discrepancia 
subjetiva con el fallo, pero en modo alguno demuestra la configuración del absurdo, antes bien, su 
planteo exhibe una mera disconformidad con la valoración llevada a cabo por dicho tribunal, 
pretendiendo que se dé importancia a unas pruebas por sobre otras, cuestión que claramente no 
configura un supuesto de absurdo o arbitrariedad. (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

RIL-ABSURDO - CONFIGURACIÓN.     
 
 1. El vicio del "absurdo" se configura con el desvío palmario y notorio de las leyes de 
la lógica o el razonamiento viciado de modo tal que éste lleve a conclusiones contradictorias o 
incongruentes con las constancias de la causa, no configurándose con la mera exhibición de un 
criterio discordante por parte del recurrente.(doctor de Lázzari, sin disidencia) 
 
 

RIL-ABSURDO - APRECIACIÓN DE LA PRUEBA.     
 
 2. Es facultad exclusiva de los tribunales de las instancias de mérito seleccionar el 
material probatorio, dando preeminencia a unas pruebas respecto de otras, sin que constituya 
dicho ejercicio por sí solo, un supuesto de absurdo (arts. 384, 456 y concs., C.P.C.C.).(doctor de 
Lázzari, sin disidencia) 
 
 

RIL - DEMOSTRACIÓN DEL AGRAVIO.     
 
 3. Cuando se pretenden impugnar las conclusiones de un pronunciamiento sobre las 
cuestiones fácticas de la litis no basta con presentar la propia versión del recurrente sobre el 
mérito de las mismas. Para ello es menester realizar un juicio crítico de los razonamientos 
desarrollados en aquél y demostrar que padecen de un error grave y  manifiesto que ha derivado 
en conclusiones contradictorias, incoherentes o inconciliables con las constancias objetivas que 
resultan de la causa.(doctor de Lázzari, sin disidencia) 
 

<< menú 

SENTENCIAS INTERLOCUTORIAS 
 
 

SUMARIO: 
B 65.179, 24/06/2015, “Correo Argentino S.A. c/ Municipalidad de General Alvarado s/ 
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Demanda contencioso administrativa”. 
Magistrados votantes: Hitters - Genoud - Kogan - Pettigiani. 
Costas - Imposición. 
La Suprema Corte resolvió -atento advertir antes de que la sentencia sea notificada a las partes, 
que se ha cometido un error al imponerse las costas por su orden en la parte resolutiva del fallo, 
toda vez que de la votación precedente surge claramente que las relativas a la segunda cuestión 
fueron impuestas a la parte demandada por considerarse que se trataba del caso que para 
imponerlas prevé el artículo 17 de la ley 2961-, rectificar el aludido decisorio, dejando establecido 
que las costas de la primera y tercera de las cuestiones planteadas se imponen por su orden, 
mientras que las relativas a la segunda cuestión planteada se imponen a la parte demandada 
(arts. 36 inc. 3°, 166 inc. 1° y conc., C.P.C. y C.; 78 inc. 3°, ley 12.008 -texto según ley 13.101- y 
17, ley 2961). (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

COSTAS - IMPOSICIÓN.     
 
 1. Por la presente se rectifica la sentencia registrada bajo el Nº 176/15 dejando 
establecido que las costas de la primera y tercera de las cuestiones planteadas se imponen por su 
orden, mientras que las relativas a la segunda cuestión planteada se imponen a la parte 
demandada (arts. 36 inc. 3°, 166 inc. 1° y conc., C.P.C. y C.; 78 inc. 3°, ley 12.008 -texto según 
ley 13.101- y 17, ley 2961). 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
B 73.716, 01/07/2015, “Fisco de la Provincia de Buenos Aires c/ Hilandería Paso del Rey 
S.A. s/ Apremio. Conflicto de competencia art. 7 inc. 1º, ley 12.008”. 
Magistrados votantes: Genoud - Negri - Kogan - Soria. 
Competencia - Por razón de la materia - Juicio de apremio. 
La Suprema Corte resolvió que resulta competente para conocer en las actuaciones (el Fisco de 
la Provincia de Buenos Aires promovió juicio de apremio con base en el título ejecutivo emanado 
de la Autoridad del Agua (A.D.A.) del que surge un saldo deudor en concepto de Tasa de 
Inspección de Funcionamiento y Control de Calidad de Efluentes que al 31-VII-2013 asciende a la 
suma de $40.860,77), el Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo donde 
fueran iniciadas (arts. 2 inc. 8°, 7 inc. 1° y 76 bis, ley 12.008 -texto según ley 13.101-; 3, decreto-
ley 9122/78 -texto según ley 13.244-); al señalar, entre otros fundamentos, que en lo que respecta 
a la Tasa de Inspección de Funcionamiento y Control de Calidad de Efluentes, esta Corte ya ha 
señalado que la prestación establecida oportunamente por la ley 10.243 es de naturaleza 
tributaria, motivo por el cual subsume en la regla del art. 2 inc. 8° del Código Contencioso 
Administrativo. (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

COMPETENCIA - POR RAZÓN DE LA MATERIA. JUICIO DE APREMIO - COMPETENCIA.    
 
 1. El cobro de la prestación establecida por la ley 10.243 -en la cual se incluye la Tasa 
de Inspección de Funcionamiento y Control de Calidad de Efluentes- es de naturaleza tributaria, 
motivo por el cual se encuentra alcanzada por lo dispuesto en el art. 2 inc. 8° del Código 
Contencioso Administrativo; siendo el caso en el cual se persigue su cobro por vía de apremio, 
consecuentemente, de la competencia de los órganos de dicho fuero. 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
A 73.663, 27/05/2015, “Asociación Mutual de Crédito y Consumo de los Empleados y 
Jubilados del Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ Banco de la Provincia de Buenos 
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Aires s/ Amparo. Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley”. 
Magistrados votantes: Kogan - Pettigiani - de Lázzari - Soria. 
REX-Sentencia recurrible - Amparo - Sentencia definitiva. 
La Suprema Corte resolvió declarar mal concedido el recurso extraordinario de inaplicabilidad de 
ley deducido contra el pronunciamiento de la Cámara de Apelación en lo Contencioso 
Administrativo que revocó la decisión de grado -que hiciera lugar a demanda declarando la 
ilegalidad de la retroactividad en la aplicación de la resolución nº 1124/13, en cuanto dispuso una 
nueva distribución de los porcentajes provenientes del aporte voluntario que efectúa el Banco a 
los denominadas "Entidades del Personal", excluyendo a la accionante del 4.33 % que le 
corresponde hasta el día 18 de julio de 2013 y ordenara al accionado que liquide las seis cuotas 
pendientes del ejercicio 2012 y aquellas devengadas durante el ejercicio 2013-; al considerar, 
entre otros fundamentos, que las decisiones en materia de amparo pueden resultar definitivas, 
debiendo estarse a las circunstancias de cada caso en particular, no siendo posible decir lo 
contrario a priori, que la sentencia de la Alzada que desestimó el amparo con sustento en la 
existencia de otras vías idóneas para la tutela de los derechos invocados ya que el tema requiere 
de un debate amplio y en la ausencia de una conducta manifiestamente ilegal en el obrar 
administrativo cuestionado, no reviste carácter definitivo en los términos del art. 278 del Código 
Procesal Civil y Comercial, sin que en la especie se haya demostrado tampoco que la sentencia, 
por sus efectos, pueda ser equiparada a tal. (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

REX-SENTENCIA RECURRIBLE - AMPARO.     
 
 1. Las decisiones en materia de amparo pueden resultar definitivas, debiendo estarse 
a las circunstancias de cada caso en particular, no siendo posible decir lo contrario a priori. La 
sentencia de la Alzada que desestimó el amparo con sustento en la existencia de otras vías 
idóneas para la tutela de los derechos invocados ya que el tema requiere de un debate amplio y 
en la ausencia de una conducta manifiestamente ilegal en el obrar administrativo cuestionado, no 
reviste carácter definitivo en los términos del art. 278 del Código Procesal Civil y Comercial, sin 
que en la especie se haya demostrado tampoco que la sentencia, por sus efectos, pueda ser 
equiparada a tal. 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
A 73.614, 03/06/2015, “Rosas, Claudio Omar y otros c/ Provincia de Buenos Aires s/ 
Expropiación inversa. Recurso extraordinario de nulidad e inaplicabilidad de ley”. 
Magistrados votantes: Genoud - Kogan - Pettigiani - de Lázzari. 
REN - Costas. 
La Suprema Corte resolvió rechazar el recurso extraordinario de nulidad interpuesto contra el 
pronunciamiento de la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo que confirmó lo 
resuelto por el juez de pirmera instancia -que hiciera lugar a la pretensión y fijara como 
indemnización en favor de los interesados la suma de $ 2.513.806,30 más intereses a calcularse 
desde la fecha de la desposesión -junio de 2004-, imponiendo las costas al expropiante-; al 
considerar, entre otros fundamentos, que la demandada alega que la sentencia es nula por haber 
omitido tratar sus planteos en torno a la imposición de las costas en la instancia de origen, mas el 
embate deviene improcedente pues los planteamientos sobre imposición de costas no constituyen 
cuestión esencial en los términos del art. 168 de la Constitución de la Provincia, por lo que su 
eventual falta de tratamiento no genera omisión que se sancione con la nulidad del fallo. (Texto 

completo). 
 
DOCTRINA 
 

REN - PROCEDENCIA. REN - REQUISITOS.    
 
 1. La vía prevista en el art. 161 inc. 3 ap. "b" de la Constitución de la Provincia sólo 

http://juba.scba.gov.ar/VerTextoCompleto.aspx?idFallo=125920
http://juba.scba.gov.ar/VerTextoCompleto.aspx?idFallo=125922
http://juba.scba.gov.ar/VerTextoCompleto.aspx?idFallo=125922


 

 67 

puede fundarse en la omisión de tratamiento de alguna cuestión esencial, en la falta de 
fundamentación legal, en el incumplimiento de la formalidad del acuerdo y voto individual de los 
jueces o en la no concurrencia de la mayoría de opiniones (arts. 168 y 171, Const. provincial). 
 
 

REN - CUESTIÓN ESENCIAL. COSTAS - IMPOSICIÓN.    
 
 2. El planteo referido a la imposición de costas no constituye cuestión esencial en los 
términos del art. 168 de la Constitución de la Provincia, por lo que su eventual falta de tratamiento 
no genera omisión que se sancione con la nulidad del fallo. 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
A 73.670, 17/06/2015, “Dávila, José Ramón c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de 
la Policía de la Provincia de Buenos Aires s/ Pretensión anulatoria. Recurso extraordinario 
de nuldad e inaplicabilidad de ley”. 
Magistrados votantes: Genoud - Kogan - Pettigiani - Soria. 
REN - Impugnación errónea. 
La Suprema Corte resolvió rechazar el recurso extraordinario de nulidad interpuesto contra el 
pronunciamiento de la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo que revocó la 
resolución de grado e hizo lugar a la excepción de inadmisibilidad de la pretensión anulatoria por 
encontrarse firme el acto administrativo que decidió, en forma originaria, la cuestión litigiosa (el 
actor inició demanda contencioso administrativa solicitando la nulidad de la resolución nº 82.745 
dictada por la Caja demandada mediante la cual desestimó su solicitud de pago de importes 
retroactivos correspondientes al “plus” o “suplemento” por “Riesgo Especial Perito en Explosivos”, 
devengados entre el mes de noviembre de 2006 y el 1º de enero de 2010, el cual fuera 
reconocido desde esta última fecha por resolución nº 81.498/10; el Juzgado de Primera Instancia 
en lo Contencioso Administrativo desestimó la excepción de inadmisibilidad de la pretensión 
opuesta por la Fiscalia de Estado -con sustento en que la resolución nº 81.498/10 se encuentra 
consentida tácitamente en sede administrativa por falta de impugnación oportuna y en el 
vencimiento del plazo de caducidad previsto en el artículo 18 del Código Contencioso 
Administrativo-); al considerar, entre otros fundamentos, que los agravios expuestos por el 
recurrente, en rigor de verdad,  se vinculan con supuestos errores de juzgamiento, en tanto se 
controvierte la forma como ha sido resuelta la cuestión y el acierto de la decisión, aspecto que, así 
como la denuncia de arbitrariedad, constituyen temas ajenos al medio revisor en análisis y propio 
del de inaplicabilidad de ley, a lo que cabe agregar que el pronunciamiento se encuentra fundado 
en expresas disposiciones legales (art.171 de la Constitución provincial). (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

REN - REQUISITOS. REN - PROCEDENCIA.    
 
 1. La vía prevista en el art. 161 inc. 3 ap. "b" de la Constitución de la Provincia sólo 
puede fundarse en la omisión de tratamiento de alguna cuestión esencial, en la falta de 
fundamentación legal, en el incumplimiento de la formalidad del acuerdo y voto individual de los 
jueces o en la no concurrencia de la mayoría de opiniones (arts. 168 y 171, Const. provincial). 
 
 

REN - FUNDAMENTACIÓN DEL FALLO.     
 
 2. No se constata la violación del art. 171 de la Constitución provincial, si el  
pronunciamiento recurrido se encuentra fundado en expresas disposiciones legales. 
 
 

REN - ERROR DE JUZGAMIENTO.     
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 3. El recurso extraordinario de nulidad resulta improcedente si los agravios expuestos, 
en realidad se dirigen a cuestionar el acierto de la decisión,  aspecto que, así como la denuncia de 
arbitrariedad, constituyen temas ajenos al medio revisor intentado y propio del de inaplicabilidad 
de ley. 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
A 71.170, 08/07/2015, “Isla, Sara Esther c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo. 
Recurso de queja por denegación de recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley”. 
Magistrados votantes: Hitters - Genoud - Kogan - Pettigiani - de Lázzari - Soria. 
Proceso - Preclusión - Aplicación - Intereses honorarios de Abogados. 
La Suprema Corte resolvió desestimar la solicitud de intervención del Colegio de Abogados y de 
la Caja de Previsión Social para Abogados de la Provincia de Buenos Aires, y consecuentemente 
la suspensión del proceso peticionada. (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

PROCESO - TRÁMITE. PRECLUSIÓN - APLICACIÓN.    
 
 1. Habiendo esta Corte dictado sentencia, deviene extemporánea la intervención del 
Colegio de Abogados y de la Caja de Previsión Social para Abogados de la Provincia de Buenos 
Aires, solicitada por el letrado de patrocinante de la parte actora; toda vez que ha precluido la 
etapa procesal para peticionar la citación requerida (arts. 25, ley 13.928; 289 y 291 del C.P.C.C.; 
arg. art. 166, C.P.C.C.). 
 

<< menú 

INCONSTITUCIONALIDAD  
SENTENCIAS DEFINITIVAS 
 
 

SUMARIO: 
I 72.060, 15/07/2015, “Altieri, Blas Antonio c/ Provincia de Buenos Aires s/ 
Inconstitucionalidad decreto ley 6769/1958 (arts. 249/250)”. 
Magistrados votantes: Negri - Kogan - de Lázzari - Soria. 
Acción de inconstitucionalidad - Municipalidades - Funcionarios. 
La Suprema Corte resolvió rechazar la demanda deducida por medio de la cual el accionante 
pretendiera la declaración de invalidez constitucional de los arts. 249 y 250 del decreto ley 
6769/1958 -texto según leyes 11.024 y 11.866-, la nulidad de todo lo actuado por el Concejo 
Deliberante de Pinamar en el expediente 1468/12 y, como medida cautelar de no innovar, se 
ordene suspender el proceso que se le lleva a cabo en ese cuerpo deliberativo; al señalar, entre 
otros fundamentos, que en tanto el actor cuestiona la participación de los mismos concejales en 
funciones de acusación y de juzgamiento, en tanto -según alega- de ningún modo puede 
concentrarse en un mismo operador, no se vislumbra afectación de la garantía constitucional de 
defensa en juicio, tal como la denuncia el accionante, en tanto existe la posibilidad real y efectiva 
de ocurrir ante algún órgano jurisdiccional y obtener de él una sentencia útil relativa a los 
derechos de los litigantes. (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

CONFLICTO DE PODERES MUNICIPAL - REVISIÓN JUDICIAL.     
 
 1. Es inherente a la forma republicana de gobierno que los actos dictados por 
cualquier autoridad administrativa lo sean en ejercicio de sus atribuciones y, a su vez, que la 
legitimidad de esos actos pueda revisarse por los órganos del Poder Judicial que tienen también 
atribuida competencia para ello (arts. 1 y 15, Const. prov.) y en ese marco, la vía de revisión 
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judicial estipulada por los arts. 196 de la Constitución provincial y 261 y 263 bis de la L.O.M. 
cumple con aquel mandato constitucional.(doctor Negri, sin disidencia) 
 
 

CONFLICTO DE PODERES MUNICIPAL - REVISIÓN JUDICIAL.     
 
 2. En la Provincia de Buenos Aires, desde el texto constitucional del año 1889 se 
previó en forma expresa la cuestión de la revisabilidad de "los conflictos municipales", 
sometiéndolos al control judicial (art. 210), fórmula que en la Constitución de 1934 continuó pero 
precisando la competencia exclusiva en la Suprema Corte de Justicia (art. 187). Este sistema se 
mantuvo en la última reforma del texto constitucional (año 1994), donde expresamente se regula 
en el art. 196 que "los conflictos internos de las municipalidades, sea que se produzcan entre los 
departamentos ejecutivo y deliberativo, sea que ocurran en el seno de este último, los de las 
distintas municipalidades entre sí o con otras autoridades de la Provincia serán dirimidos por la 
Suprema Corte de Justicia". Es evidente que la revisión judicial establecida constitucionalmente 
difiere claramente del sistema de impugnación que se regula en el ámbito nacional y provincial 
respecto de los denominados "juicios políticos".(doctor Negri, sin disidencia) 
 
 

MUNICIPALIDADES - FUNCIONARIOS.     
 
 3. El principio de responsabilidad de los funcionarios y empleados municipales tiene 
recepción en la Constitución provincial (art. 194), dejando a la ley la determinación de las causas, 
forma y oportunidad de su destitución cuando, configuradas las conductas reprimidas, la falta de 
cumplimiento de sus deberes o por incapacidad, sean inconvenientes o perjudiciales en el 
desempeño de su cargo. Al reglamentar el régimen municipal, el decreto ley 6769/1958 estableció 
el principio de responsabilidad de los funcionarios municipales por todo acto que autoricen, 
ejecuten o dejen de ejecutar excediéndose en el uso de sus facultades o infringiendo los deberes 
que le conciernen en razón de sus cargos (art. 241). En cuanto a la responsabilidad política (art. 
242, L.O.M.), la reglamentación del Capítulo X establece expresamente las causales de 
destitución y el procedimiento a llevar a cabo.(doctor Negri, sin disidencia) 
 
 

MUNICIPALIDADES - FUNCIONARIOS. CONFLICTO DE PODERES MUNICIPAL - REVISIÓN 
JUDICIAL.    
 
 4. Los arts. 261 y 263 bis del decreto ley 6769/1958 y la doctrina legal que emana de 
este Tribunal habilitan al actor a la revisión de la legitimidad de la sanción -formación y 
composición de la Comisión Investigadora, suspensión preventiva decretada de acuerdo a la 
normativa, citación a la sesión especial en el plazo establecido, regularidad de la realización de la 
misma, posibilidad de ejercicio del derecho de defensa a través del descargo y ofrecimiento de 
pruebas por parte del investigado, regularidad del contenido del acto sancionatorio, notificaciones 
fehacientes, entre otras-, la proporcionalidad entre los medios y los fines de la ley, no supliendo el 
juicio de valor que le corresponde al órgano político -por caso Concejo Deliberante- sino el control 
que de él se hace en punto a la prudencia y razonabilidad de la sanción destituyente.(doctor 
Negri, sin disidencia) 
 
 

CONFLICTO DE PODERES MUNICIPAL - REVISIÓN JUDICIAL.     
 
 5. A partir de la sanción de la ley 11.024, las disposiciones de la L.O.M. exigen al 
Tribunal expedirse siempre sobre la razonabilidad de la medida que el Concejo Deliberante 
hubiere adoptado, lo que implica la instauración de un sistema que garantiza un ámbito de 
revisión lo más amplio posible.(doctor Negri, sin disidencia) 
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MUNICIPALIDADES - FUNCIONARIOS. DEBIDO PROCESO - DEFENSA EN JUICIO.    
 
 6. El criterio de respeto por el derecho de defensa para con el funcionario investigado 
fue sostenido hasta el presente como doctrina pacífica del Tribunal (ver causas B. 69.288, 
"Fernández", sent. del 4-VI-2008; B. 69.466, "Goya", cit. y B. 72.438, "Tellechea", sent. del 3-IX-
2014).(doctor Negri, sin disidencia) 
 
 

MUNICIPALIDADES - CONCEJO DELIBERANTE. CONCEJO DELIBERANTE - 
ATRIBUCIONES.    
 
 7. Las normas que contiene la Ley Orgánica de las Municipalidades que autorizan al 
Concejo Deliberante a destituir al Intendente municipal o a cualquiera de sus miembros tienen un 
profundo sentido democrático y republicano y un fundamento histórico constitucional, pues el 
Concejo Deliberante es el órgano donde esencialmente reside la autoridad municipal y al que 
cabe reconocer fundamentalmente origen popular, circunstancias que justifican que sea él quien 
natural y primariamente controle la labor del Departamento Ejecutivo y juzgue su responsabilidad 
política. En estos casos se evalúa y examina la razonabilidad de una trascendental decisión que 
se adopta ante la existencia de hechos graves que comprometen la responsabilidad política del 
funcionario.(doctor Negri, sin disidencia) 
 
 

MUNICIPALIDADES - FUNCIONARIOS. MUNICIPALIDADES - PROCEDIMIENTO.    
 
 8. Todo el procedimiento que regla la Ley Orgánica de las Municipalidades, luego de 
sentar el principio de responsabilidad de los funcionarios municipales, no es otra cosa que un 
juicio político que exhibe, como nota particular y que lo distingue de otros procedimientos de esa 
naturaleza, la expresa consagración de una vía de revisión judicial suficiente confiada al máximo 
Tribunal de justicia de la esfera local.(doctor Negri, sin disidencia) 
 
 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD - PLAZO.     
 
 9. El caso en el cual se impugna una norma legislativa -arts. 249 y 250 del decreto ley 
6769/1958, texto según leyes 11.024 y 11.866, respectivamente- (conf. arts. 161 inc. 1º, Const. 
prov. y 683 del C.P.C.C.) y se lo hace con fundamento en infracciones a la Constitución local 
(conf. arts. cits.), encuadra en lo dispuesto por el art. 685, primer apartado, del Código Procesal 
Civil y Comercial, en atención al evidente carácter institucional que la cuestión planteada reviste, 
puesto que el actor era el Intendente municipal de Pinamar elegido para el período 2011-2015 que 
ha sido objeto de un procedimiento de investigación y destitución por parte del Concejo 
Deliberante de esa comuna, regulado por las normas que cuestiona.(doctor Negri, sin disidencia) 
 
 

MUNICIPALIDADES - FUNCIONARIOS. MUNICIPALIDADES - PROCEDIMIENTO.    
 
 10. El procedimiento de juzgamiento de los intendentes y concejales municipales 
estipulado en los arts. 249 a 253 de la L.O.M. tiene una naturaleza política que requiere de la 
comparecencia del funcionario imputado ante sus pares actuando como jueces, en una sesión o 
audiencia especial en la que se producirán acusación y defensa. Ese procedimiento, de trámite 
excepcional, que prevé la realización de una sesión especial (art. 250 inc. 1°, L.O.M.) con quórum 
agravado, calificación de la transgresión imputada como grave y que se halla sujeto a términos 
perentorios, ha venido funcionando desde hace más de cincuenta años en forma ininterrumpida, 
habiéndose garantizado desde esta Suprema Corte de Justicia la posibilidad de gozar del acceso 
a la justicia, a los efectos, justamente, de poder controlar si los actos dictados en el procedimiento 
eran adoptados conforme a los parámetros constitucionales y legales, como así también juzgando 
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acerca de la razonabilidad o absurdidad de la decisión adoptada, asegurando de tal manera la 
garantía de debido proceso y el derecho de defensa de los funcionarios que fueren objeto de 
investigación y sanción (arts. 250 inc. 2º, 4º y 5º, L.O.M.).(doctor Negri, sin disidencia) 
 

<< menú 

SENTENCIAS INTERLOCUTORIAS 
 
 

SUMARIO: 
I 72.048, 22/04/2015, “De Amorrortu, Francisco Javier c/ Provincia de Buenos Aires s/ 
Inconstitucionalidad Decreto ley 9347/79”. 
Magistrados votantes: Genoud - Kogan - Pettigiani - de Lázzari. 
Acción de inconstitucionalidad - Procedencia. 
La Suprema Corte resolvió hacer lugar a la excepción de incompetencia interpuesta por la 
Asesoría General de Gobierno y, en consecuencia, rechazar la demanda deducida (arts. 161 inc. 
1º y 171 de la Constitución de la Provincia; 683 y sigs. y 336 y conc. del C.P.C.C.), disponiendo su 
archivo. Con costas (art. 68 del C.P.C.C.). (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

INCONSTITUCIONALIDAD - DECLARACIÓN.     
 
 1. Si bien la acción originaria regulada en los arts. 683 y siguientes del Código 
Procesal Civil y Comercial tiene como finalidad el dictado de una sentencia declarativa, tal 
declaración viene engarzada en un contexto fáctico determinado por el caso; con lo cual, tras la 
proclamación de inconstitucionalidad del precepto reputado lesivo de las normas superiores se 
ordena la inaplicabilidad del mismo a la situación de hecho en que se encuentra el actor. 
 
 

JURISDICCIÓN - ALCANCE.     
 
 2. La necesidad de la configuración de un caso como requisito para entrar a conocer 
acerca del mérito o fondo de la cuestión propuesta es de la esencia de la función jurisdiccional en 
general y, de la acción originaria de inconstitucionalidad, en particular, pues es a partir del mismo 
que la pretensión constitucional cobra sentido. 
 
 

INCONSTITUCIONALIDAD - DECLARACIÓN.     
 
 3. Existe caso en la materia bajo análisis si la petición excede el carácter simplemente 
consultivo y no comporta una indagación meramente especulativa sino que corresponde a una 
controversia que busca restablecer los efectos de las normas reputadas inconstitucionales (cfr. 
arts. 161 inc. 1º y 171, Const. pcial., 34 inc. 4º, 163 inc. 6º- 1ª parte-, 684, 685, 687 y 688, 
C.P.C.C.). 
 
 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD - OBJETO.     
 
 4. La cuestión constitucional a dirimir debe presentarse como un instrumento para 
superar el obstáculo que deriva de la norma impugnada y lograr el reconocimiento o 
restablecimiento del derecho invocado por el litigante. Tal limitación encuentra su razón de ser en 
la necesidad de circunscribir la labor judicial a la resolución de contiendas, evitando desbordes 
que al contravenir la manda del artículo 171 de la Constitución provincial, la sitúen más cerca de 
la función consultiva que dentro de la propiamente jurisdiccional. 
 

<< menú 
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SUMARIO: 
I 73.719, 24/06/2015, “Yorlano, Delia Nelly c/ Provincia de Buenos Aires s/ 
Inconstitucionalidad Decreto ley 9020/78”. 
Magistrados votantes: Hitters - Genoud - Kogan - Pettigiani - de Lázzari - Soria - Negri. 
Acción de inconstitucionalidad - Medidas cautelares - Ejercicio profesional Escribanos. 
La Suprema Corte resolvió ordenar a la demandada, a título cautelar, que se abstenga de aplicar 
en relación a la escribana accionante, lo dispuesto por el art. 32 inc. 1º del decreto-ley 9020/78, 
hasta tanto recaiga pronunciamiento definitivo en las actuaciones (arts. 230, 232 y concs. del 
C.P.C.C.). (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

MEDIDAS CAUTELARES - VEROSIMILITUD DEL DERECHO. ACCIÓN DE 
INCONSTITUCIONALIDAD - MEDIDAS CAUTELARES.    
 
 1. Si bien la verosimilitud del derecho debe ser examinada con mayor rigor cuando lo 
que se procura a través de una medida cautelar es la suspensión de los efectos de una ley, 
decreto, ordenanza o reglamento, en atención a la presunción de constitucionalidad y legalidad 
que ostentan tales actos, tal principio reconoce excepción, conforme consolidada doctrina de este 
Tribunal, cuando ya ha sido declarada la invalidez constitucional de la disposición puesta en crisis, 
dado que tal circunstancia habilita a suponer una razonable probabilidad de éxito al resolverse la 
cuestión de fondo (del voto de los Dres. Hitters-Genoud-Kogan-Pettigiani-de Lázzari-Soria) 
 
 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD - MEDIDAS CAUTELARES. ESCRIBANOS - 
EJERCICIO PROFESIONAL.    
 
 2. Corresponde ordenar a la demandada, a título cautelar, que se abstenga de aplicar 
en relación a la escribana accionante lo dispuesto por el art. 32 inc. 1 del decreto ley 9.020/78, 
hasta tanto recaiga pronunciamiento definitivo en autos (arts. 230, 232 y concs. del C.P.C.C.) (del 
voto de los Dres. Hitters-Genoud-Kogan-Pettigiani-de Lázzari-Soria) 
 
 

ESCRIBANOS - EJERCICIO PROFESIONAL.     
 
 3. En oportunidad de emitir opinión en la causa I. 1.658, "Franco", sent. del 12-II-00, 
sostuve -en voto minoritario- la inconstitucionalidad del art. 32 inc. 1° del dec. ley 9020 y sus 
modificatorias. Tal pronunciamiento fue luego receptado por la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, en el decisorio de fecha 12-XI-2002 (in re "Recurso de hecho deducido por Blanca 
Teodora Franco en la causa Franco, Blanca Teodora c/ Provincia de Buenos Aires") al revocar la 
sentencia de este Tribunal mediante la cual, por mayoría, se había rechazado la demanda. 
Expuesto ello y toda vez que la solución propiciada por mis colegas preopinantes ha sido 
adoptada conforme la doctrina expuesta en aquel precedente, doy mi voto en igual sentido.(del 
voto del doctor Negri) 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
I 73.388, 01/07/2015, “Asociación Argentina de Acabado de Metales (S.A.D.A.M.) c/ 
Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad Resolución 257/14 del A.D.A. y Decreto 
429/13”. 
Magistrados votantes: Genoud - Kogan - de Lázzari - Soria. 
Acción de inconstitucionalidad - Medidas cautelares - Agua pública - Permisos y 
concesiones. 
La Suprema Corte resolvió denegar la medida cautelar solicitada por la parte actora -en el marco 
de la acción deducida por la accionante contra la resolución N°257/14 de la Autoridad del Agua de 
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la Provincia de Buenos Aires (A.D.A.) y el decreto N°429/13 que le sirve de sustento, a través de 
los cuales el referido ente reglamentó los arts. 43, 56 y 67 del Código de Aguas provincial -ley 
12.257- que establecen un canon a los concesionarios o permisionarios de derechos de uso de 
agua pública, cuyo valor se encuentra previsto que sea determinado por esta vía, debiendo 
atender a criterios de prioridad, planificación, disponibilidad y calidad del recurso, como así 
también, toda otra circunstancia propia o derivada de cada utilización-; al señalar que en la 
especie, no se advierte la alegada verosimilitud del derecho ni el supuesto peligro en la demora, 
indispensables para el despacho favorable de la cautelar solicitada por la accionante (arts. 195, 
230, 232 y conc. del C.P.C.C.). (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD - MEDIDAS CAUTELARES. MEDIDAS CAUTELARES 
- REQUISITOS.    
 
 1. El Tribunal ha resuelto reiteradamente que el examen de los requisitos a los que se 
halla sujeta la procedencia de las medidas cautelares es particularmente estricto en el ámbito de 
la acción originaria de inconstitucionalidad, atento a la presunción de constitucionalidad de que 
gozan las normas susceptibles de ser cuestionadas por su conducto. Es con tal criterio que se 
deben considerar los extremos requeridos por la ley adjetiva inherentes a la petición cautelar 
(fumus boni iuris y periculum in mora; arg. arts. 230, 232 y concs. del C.P.C.C.), sopesando la 
concurrencia de ambos en el asunto traído a conocimiento. 
 
 

MEDIDAS CAUTELARES - VEROSIMILITUD DEL DERECHO. AGUA PÚBLICA - PERMISOS Y 
CONCESIONES.    
 
 2. La verosimilitud del derecho no surge en la especie de la mera constatación de 
disposiciones contenidas en el estatuto de la asociación y su acta de designación de autoridades, 
de consuno con un comunicado emitido por la Asociación de Industriales Metalúrgicos de la 
República Argentina (A.D.I.M.R.A.) que daría cuenta del impacto negativo que tendría la medida 
en el sector industrial. Lo primero, antes bien, se vincula a la legitimación activa exigible en el 
caso concreto; lo segundo, carece de virtualidad para acreditar esta parcela. 
 
 

MEDIDAS CAUTELARES - PELIGRO EN LA DEMORA.     
 
 3. La evaluación del peligro en la demora exige ponderar tanto el gravamen que 
produciría la implementación del canon cuestionado si al cabo del proceso éste fuese declarado 
inconstitucional, como -y en relación con- aquel que resultaría de la paralización temporal de sus 
efectos en el supuesto de arribarse a una sentencia adversa a la pretensión. 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
I 72.507, 15/07/2015, “Sociedad de Fomento de Cariló c/ Municipalidad de Pinamar s/ 
Inconstitucionalidad Ordenanza Fiscal 4239/13 (ex Sociedad de Fomento de Cariló c/ 
Municipalidad de Pinamar s/ Pretensión anulatoria. Cuestión de competencia)”. 
Magistrados votantes: Hitters - Kogan - Pettigiani - de Lázzari. 
Acción - Legitimación. 
La Suprema Corte resolvió rechazar la demanda deducida por medio de la cual la accionante 
solicitara se declare la nulidad e inconstitucionalidad de la Ordenanza municipal nro. 4239/13 del 
11-I-2013, por la que se dispuso modificar la Parte Especial del Código Tributario de la 
Municipalidad de Pinamar (Ordenanza 3062 y modif.) estableciendo, entre otras cuestiones, una 
nueva fórmula para determinar la base imponible para el cálculo del monto a abonar en concepto 
de tasas municipales (arts. 161 inc. 1º de la Constitución de la Provincia; 683 y sigs. y 336 y conc. 
del C.P.C.C.); al considerar, entre otros fundamentos, que el gravamen traído por la asociación 
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civil "Sociedad de Fomento de Cariló", en el modo como se lo explicita en la demanda, no 
cuestiona una infracción que objetiva o concretamente vulnere los derechos o intereses propios ni 
de sus asociados, lo cual no permite reputar cumplido el requisito de "parte interesada" previsto 
en el artículo 161 inciso 1° de la Constitución provincial, siendo ostensible que no demuestra la 
titularidad de un interés jurídicamente tutelado que le otorgue legitimación suficiente para actuar 
en este proceso. (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD - LEGITIMACIÓN ACTIVA.     
 
 1. El carácter de "parte interesada" supone una cualidad en el impugnante, que exige 
una cierta concreción en la afectación a la esfera subjetiva, pues la pretensión enunciada en el 
artículo 161 inciso 1º de la Constitución provincial no equivale a una "acción popular" o "pública" 
en el sentido que haya podido concedérsela a "cualquiera del pueblo" -cuique populo-. La lesión 
invocada debe guardar una adecuada conexión con el obrar reputado inconstitucional o ilegítimo y 
ser susceptible de restablecerse o repararse mediante el remedio empleado. 
 
 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD - LEGITIMACIÓN ACTIVA.     
 
 2. Por más amplio y flexible que deba ser el acceso a la jurisdicción (art. 15, 
Constitución de la Provincia), no hay duda de que la aptitud legitimante en el proceso 
constitucional supone, en este tipo de casos, una cierta pertenencia o titularidad del derecho o 
interés que se invoca. 
 
 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD - LEGITIMACIÓN ACTIVA.     
 
 3. El interés que califica a la "parte" en la expresión del art. 161 inc. 1º de la 
Constitución provincial debe, en principio, revestir la cualidad de ser "particular" y "directo", 
situación que se configura cuando el ejercicio del derecho constitucional de quien deduce la 
acción se halla afectado por la aplicación de la norma jurídica cuya constitucionalidad controvierte. 
 

<< menú 
 

SUMARIO: 
I 73.769, 12/08/2015, “Rey Distribución S.R.L. c/ Municipalidad de Baradero s/ Pretensión 
anulatoria. Cuestión de competencia”. 
Magistrados votantes: Genoud - Kogan - Pettigiani - Soria. 
Competencia Suprema Corte - Acción de inconstitucionalidad. 
La Suprema Corte resolvió que el caso, en el cual la parte actora pretende en forma autónoma y 
sin cuestionar ningún acto concreto de aplicación que la justicia ordinaria declare la 
inconstitucionalidad del art. 35 de la ordenanza impositiva N°5001/2015 de la Municipalidad de 
Baradero, es propio de la jurisdicción originaria que a la Suprema Corte le confiere el art. 161 inc. 
1º de la Constitución de la Provincia y que reglan los arts. 683 y sig. del C.P.C.C. En 
consecuencia ordenó radícar la causa ante los estrados del Tribunal, en la Secretaría de 
Demandas Originarias (arts. 7 inc. 1° de la ley 12.008 -texto según ley 13.101-; 7, 8 y doctr. art. 
352 inc. 1º del C.P.C.C.) y proceder a la recaratulación de las actuaciones (art. 34 inc. 5º ap. "b" el 
C.P.C.C.). Dispuso conferir a la actora un plazo de diez (10) días para que adecue su 
presentación al proceso reglado en el Título IX, Capítulo I del Libro IV del C.P.C.C. -arts. 683 al 
688-, en especial, observando lo establecido en el art. 161 inc. 1°, in fine, de la Constitución de la 
Provincia. (Texto completo). 
 
DOCTRINA 
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COMPETENCIA SUPREMA CORTE - ALCANCE. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD - 
OBJETO.    
 
 1. Es propio de la jurisdicción originaria que a la Suprema Corte le confiere el art. 161 
inc. 1º de la Constitución de la Provincia y que reglan los arts. 683 y sig. del C.P.C.C. el caso en el 
cual la parte actora pretende en forma autónoma y sin cuestionar ningún acto concreto de 
aplicación, que la justicia ordinaria declare la inconstitucionalidad del art. 35 de la ordenanza 
impositiva N°5001/2015 de la Municipalidad de Baradero; atribución que es de orden público e 
improrrogable. 
 

<< menú 

CONFLICTO DE PODERES  
SENTENCIAS INTERLOCUTORIAS 
 
 

SUMARIO: 
B 73.792, 26/08/2015, “Pera, Ricardo Javier c/ Concejo Deliberante de Bahía Blanca s/ 
Conflicto art. 196, Const. provincial”. 
Magistrados votantes: Genoud - Kogan - Pettigiani - Hitters - de Lázzari - Soria. 
Conflicto de Poderes municipal - Medidas cautelares. 
La Suprema Corte resolvió suspender los efectos del decreto del día 22-VII-2015 dictado por el 
Concejo Deliberante de la Municipalidad de Bahía Blanca por el cual se dipuso la destitución del 
accionante de su cargo de Concejal, hasta tanto se dicte resolución definitiva en este conflicto. 
(Texto completo). 
 
DOCTRINA 
 

CONFLICTO DE PODERES MUNICIPAL - MEDIDAS CAUTELARES.     
 
 1. Encontrándose reunidos los presupuestos establecidos en el artículo 263 bis del 
decreto ley 6769/58 a tenor de las argumentaciones vertidas en la presentación inicial y la 
documentación acompañada, corresponde suspender los efectos del decreto del día 22-VII-2015 
dictado por el Concejo Deliberante de la Municipalidad de Bahía Blanca por el cual se dipuso la 
destitución del accionante de su cargo de Concejal, hasta tanto se dicte resolución definitiva en 
este conflicto (arts. 196, Const. Prov. y 263 bis, siguientes y concordantes del decreto ley 
6769/58). (del voto de los Dres. Genoud-Kogan) 
 
 

CONFLICTO DE PODERES MUNICIPAL - MEDIDAS CAUTELARES.     
 
 2. Encontrándose configurada la situación prevista por el artículo 261 del decreto ley 
6769/58, corresponde suspender los efectos del decreto del Concejo Deliberante de Bahía Blanca 
del día 22-VII-2015 por el que se dispuso la destitución del accionante de su cargo de Concejal 
municipal, hasta tanto se dicte resolución definitiva en este conflicto (arts. 196, Const. Prov. y 261, 
siguientes y concordantes del decreto ley 6769/58).(del voto del doctor Pettigiani) 
 
 

CONFLICTO DE PODERES MUNICIPAL - MEDIDAS CAUTELARES.     
 
 3. Adentrándonos al examen de los extremos que posibilitan su dictado dentro del 
marco restringido de conocimiento que ella impone y sin perjuicio de la decisión sustancial del 
pleito, en atención a que de la documentación acompañada por el presentante, las constancias 
del expediente administrativo y el Diario de Sesiones del día 22-VII-2015, se advierte que se 
encuentran configurados liminarmente los extremos de procedencia de la medida tuitiva 
requerida, corresponde suspender los efectos del decreto de destitución dictado en la citada 
fecha, hasta tanto se dicte resolución definitiva en este pleito (arts. 195, 230, 232 y conc. del 
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C.P.C.C.). (del voto de los Dres. Hitters-de Lázzari) 
 
 

CONFLICTO DE PODERES MUNICIPAL - MEDIDAS CAUTELARES.     
 
 4. Hasta tanto se dicte sentencia definitiva en este conflicto, debe suspenderse el 
Decreto del Concejo Deliberante de la Municipalidad de Bahía Blanca del día 22-VII-2015, por 
medio del cual se destituyó al accionante del cargo de concejal, sin que ello implique 
pronunciamiento alguno sobre la procedencia de la impugnación articulada en contra del obrar 
seguido por el mencionado órgano, cuestion que corresponde dirimir en la sentencia de 
mérito.(del voto del doctor Soria) 

<< menú 
 


